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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, señor Jean-Jacques Duhart Saurel; de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti, y de Minería, señor Santiago González Larraín; la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart Herrera, y la Asesora del Ministerio de Economía, señora Edith Saa Collantes..

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- El acta de la sesión 81ª, ordinaria, en 12 de enero del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Treinta y dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los tres primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (boletín N° 6.418-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un reclamo judicial en contra de las sanciones aplicadas por percepción indebida del subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros  (boletín N° 6.758-15).



Con los once siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



2.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines Nºs 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).


3.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (boletines Nºs 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín N° 6.106-10).


5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (boletín N° 6.365-21).



6.- Proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (boletín N° 6.447-07).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (boletín Nº 6.472-06).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (boletín N° 6.692-05).



10.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (boletín N° 6.756-07).



11.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (boletín N° 6.759-10).


Con los siete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (boletín N° 4.087-10).


3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, en trámite de Comisión Mixta, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (boletín Nº 4.670-07).



4.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (boletín N° 6.232-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de áreas de manejo y registro pesquero artesanal (boletín N° 6.391-21).



6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de abril de 2005 (boletín N° 6.549-10).



7.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



Con los once últimos retira la urgencia que hizo presente respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución N° 2391 (XXIII) el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



3.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines Nºs 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (boletín N° 5.697-29).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (boletín N° 5.709-06).



6.- Proyecto que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la comuna de Rahue en la Región de Los Lagos (boletín N° 6.084-06).


8.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado sobre el Derecho de Marcas (TLT), adoptado en Ginebra el 27 de octubre de 1994 (boletín N° 6.372-10).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (boletín N° 6.648-02).


10.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz (boletín N° 6.800-03).



11.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fortalece la educación pública (boletín N° 6.815-04).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras materias, denominado "Convenio de Londres 1972" (boletín N° 6.729-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.759-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el objeto de evitar vulnerar la prohibición de exigir antecedentes económicos para la contratación de trabajadores (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.129-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el cuarto informa que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Kuschel y Sabag, que concede la nacionalidad por gracia al sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane (boletín N° 6.713-07).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el quinto comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (boletín N° 5.406-15).


--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cuatro primeros remite igual número de copias autorizadas de los requerimientos sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 542 y 543 del Código Orgánico de Tribunales; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y de las resoluciones dictadas en los autos sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las normas antes señaladas.



--Se toma conocimiento y se envían los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el quinto remite copia autorizada de la sentencia dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Prokurica, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes (boletín Nº 3.845-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el sexto remite copia autorizada de la sentencia dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (boletín N° 6.582-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con la instalación de una empresa termoeléctrica en la comuna de Penco.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a la tramitación del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).


De los señores Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Director Regional de la CONAMA de la Octava Región, por medio de los cuales responden dos oficios dirigidos en nombre del Senador señor Navarro, referidos a las descargas de residuos efectuados por la planta de Celulosa Nueva Aldea en la costa de Ñuble.



Del señor Secretario General suplente de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, acerca de la posibilidad de aumentar la dotación de la Tenencia de La Cruz y de las medidas a implementar para mejorar la seguridad en esa comuna.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un reclamo judicial en contra de las sanciones aplicadas por percepción indebida del subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.758-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (con urgencia calificada de “suma”) (boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6 ).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fortalece la educación pública (boletín N° 6.815-04) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Moción



De la Senadora señora Alvear, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica las normas sobre trabajo a tiempo parcial (boletín N° 6.824-13) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Senadores señores Romero y Muñoz Aburto, para ausentarse del país entre los días 17 y 25 de enero del año en curso, ambos inclusive, y a contar del día 18 de enero del mismo año, respectivamente.



--Se accede. 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada en el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



Primero, tratar en esta sesión, hasta su total despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, agrupándolo según rubros o temas regulados, si la Sala adoptara este criterio.

El señor NOVOA (Presidente).- Para facilitar el acuerdo de despachar hoy el proyecto, se propone que sea votado en quince rubros referidos a temas conexos. 



De acuerdo con el Reglamento, tal decisión debe ser adoptada por la mayoría de la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, no tengo ningún inconveniente en facilitar la votación. Me parece una buena medida. Sin embargo, como es lógico, ello debe entenderse bajo la disposición reglamentaria que permite la solicitud de votación separada, porque bien pudiera ocurrir que en un rubro determinado un artículo no estuviera exactamente como se quiere. 

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, la norma para votar por capítulos o rubros se refiere, precisamente, a proyectos complejos o extensos. 



Entonces, lo que habría que hacer, si hubiera objeción en algún punto, sería votar en contra de la agrupación de artículos respectiva.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Presidente. 



Yo estoy a favor de votar por rubros.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma indicada.



--Así se acuerda.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Asimismo, los Comités resolvieron autorizar a la Comisión de Hacienda para discutir, tanto en general cuanto en particular, con ocasión del primer informe, el proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales.

El señor NOVOA (Presidente).- Quisiera señalar, además, que mañana se va a votar la designación de dos representantes del Senado en el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos. 



Conforme a lo conversado en la reunión de hoy, los Comités quedaron en concordar una proposición sobre esta materia.



El nombramiento debe quedar hecho antes del 10 de febrero y, por ser mañana nuestra última sesión, el acuerdo es votar mañana la proposición. 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE ACUICULTURA

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la votación particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura,  informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6365-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 22ª, en 2 de junio de 2009.



Informes de Comisión:



I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 32ª, en 8 de julio de 2009.



I. Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo), sesión 78ª, en 22 de diciembre de 2009.



Hacienda, sesión 78ª, en 22 de diciembre de 2009.



Discusión:



Sesiones 32ª, en 8 de julio de 2009 (se aprueba en general); 80ª y 81ª, en 6 y 12 de enero de 2010 (se aplaza su votación); 82ª, en 13 de enero de 2010 (queda pendiente su votación particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, a quien le agradeceré especificar los 15 capítulos en los cuales se dividirá la votación de la presente iniciativa, según lo acordado por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los rubros son los siguientes:



Primero: Concesión de Acuicultura; 



Segundo: Transferencia; 



Tercero: Regulaciones para Adquirir y Administrar una Concesión; 



Cuarto: Hipoteca; 



Quinto: Patente; 



Sexto: Aspectos Laborales; 



Séptimo: Exigencias Sanitarias y Medioambientales; 



Octavo: Cambios Formales; 



Noveno: Publicidad de la Información; 



Décimo: Nuevas Sanciones; 



Undécimo: Nuevas Facultades de Fiscalización; 



Duodécimo: Procedimiento Infraccional; 



Decimotercero: Caducidad de la Concesión; 



Decimocuarto: Institucionalidad, y 



Decimoquinto: Pesca a Pequeña Escala.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que ingresen al Hemiciclo la señora María Olivia Recart, Subsecretaria de Hacienda, y la señora Edith Saa, asesora del Ministro de Economía.


--Se autoriza.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el primer rubro es Concesión de Acuicultura, que comprende los numerales 7), letras a) y b); el numeral 19), letra b); los artículos 2°, 4° y 5° permanentes y el artículo 15 transitorio.


La letra a) del numeral 7) ya fue votada, por lo que la Sala solo debe pronunciarse sobre el resto de las disposiciones enunciadas, que dicen lo siguiente: 



“7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 69:



“b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos; así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley.”.



Número 19), letra b):



“b) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos:



“El titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical, será sancionado con una multa  de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. Las sumas recaudadas por este concepto se distribuirán entre las regiones y comunas en la forma señalada en el inciso segundo de este artículo.



“No se renovará la concesión al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere el inciso anterior.



“Tampoco se renovará la concesión al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos. Las infracciones deberán referirse a hechos acaecidos en un mismo centro de cultivo, respecto de trabajadores del concesionario que hayan prestado sus servicios en el referido centro en la época de la ocurrencia de la infracción.



“Con todo, la Subsecretaría podrá renovar la concesión al titular si, previo informe de la Dirección del Trabajo, constata una conducta laboral irreprochable del concesionario con posterioridad a los hechos que configuraron la sanción prevista en el inciso anterior.



“Las multas por prácticas desleales o antisindicales aplicadas al titular de una concesión se contabilizarán respecto de sus sucesivos titulares cuando la transferencia de la concesión se efectúe directa o indirectamente a una persona o empresa relacionada a que se refiere el artículo 81 bis de esta ley.”.



Artículo 2° permanente:



“Desde la fecha de publicación de la presente ley, suspéndese en las Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de nuevas concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, salvo las solicitudes que, a dicha fecha, cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca. La suspensión señalada estará referida a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley. 



“En las regiones antes señaladas, sólo se tramitarán las solicitudes de ampliación de área presentadas al 31 de enero de 2009 y los cambios de proyectos técnicos. Además, se permitirá la relocalización de las concesiones de conformidad con el artículo 5° de esta ley.



“Las solicitudes de concesiones de acuicultura para peces presentadas en la X Región de Los Lagos, que no se encuentren en los casos previstos en los incisos anteriores, deberán ser denegadas. 



“La Subsecretaría de Pesca deberá determinar, previo informe de la Autoridad Marítima, los sectores que encontrándose dentro de áreas apropiadas para la acuicultura en las Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, sean canalizos de acceso a caletas de pesca artesanal, atracaderos y áreas de seguridad de embarcaciones menores. Una vez delimitados dichos sectores deberá desafectarse las áreas apropiadas para la acuicultura en ellos, con el sólo mérito de lo informado por la Autoridad Marítima.


“Vencido el plazo de dos años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se reiniciará en la Región XI de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de las mismas.



“Vencido el plazo de cinco años desde la fecha de la publicación de esta ley, en la Región X de Los Lagos sólo se otorgarán nuevas concesiones de acuicultura de peces en las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley, en el evento que existan nuevos espacios disponibles originados por la renuncia o declaración de caducidad de concesiones actualmente vigentes. Los espacios disponibles serán determinados por la Subsecretaría de Pesca previo informe técnico. Las nuevas concesiones se otorgarán de conformidad con las disposiciones de la presente ley y de los reglamentos vigentes a la fecha de otorgamiento.”. 


Artículo 4º permanente:



“Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones de acuicultura y el otorgamiento de la misma clase de concesiones en la Región XII de Magallanes y Antártica Chilena mientras no se modifiquen las áreas apropiadas para la acuicultura, estableciéndolas por grupos de especies hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes.


“En el plazo máximo de doce meses, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, el Gobierno Regional de la Región XII de Magallanes y Antártica Chilena deberá remitir a la Subsecretaría de Pesca las propuestas de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas, Cabo de Hornos, Río Verde, Natales, Primavera y San Gregorio.



“Dichas propuestas podrán ser entregadas por comunas o grupo de comunas conforme el avance del proceso de zonificación del borde costero.



“Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un plazo de 15 días hábiles para formular opiniones y 15 días hábiles para responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la comuna de que se trate. Dicho informe se remitirá al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita el decreto respectivo para la comuna correspondiente.



“Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para la acuicultura, la Subsecretaría fijará los sectores en que deberán declararse agrupaciones de concesiones para la comuna o grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de concesiones de acuicultura.



“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de agrupaciones de concesiones a que se refiere el inciso anterior, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de dichas agrupaciones.



“Vencido el plazo máximo señalado para que el Gobierno Regional proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.”.



Artículo 5° permanente:



“Los centros de cultivo de peces en las Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, podrán relocalizarse, en la misma región, dentro de una agrupación de concesiones fijada por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda, o cambiarse a otra, cumpliendo con los siguientes requisitos:



“a) Mantener el grupo de especies hidrobiológicas y área de la concesión autorizada;



“b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular. En caso de no otorgarse la concesión de reemplazo la renuncia quedará sin efecto.



“c) La solicitud de concesión de reemplazo deberá ubicarse dentro de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura, dar cumplimiento a la zonificación del borde costero que establece esta ley y someterse a los requisitos establecidos en el artículo 79 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



“Toda relocalización de concesiones deberá someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



“La concesión de reemplazo quedará sometida al mismo régimen que la concesión original. Por el solo ministerio de la ley, la hipoteca que grave una concesión se extenderá a aquélla que la reemplace de conformidad a lo previsto en el presente artículo, conservando la fecha de constitución de la hipoteca sobre la concesión original.



“El titular de dos o más concesiones de acuicultura podrá fusionarlas, sometiéndose a las condiciones antes señaladas. Asimismo, podrá dividir una concesión para fusionar una o más de sus fracciones a otras concesiones de su misma titularidad. En el caso de concesiones de acuicultura ubicadas en el Fiordo de Aisén o en la comuna de Chaitén de la X Región de Los Lagos, cada una de las fracciones que resulten de una división podrá ser objeto de relocalización. En estos casos, se requerirá la autorización del acreedor hipotecario, si corresponde.



“Para efectuar la relocalización y las fusiones, el reglamento podrá fijar una distancia inferior a la establecida en virtud del artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.



“Los titulares de concesiones de acuicultura ubicadas en sectores declarados de uso incompatible con la acuicultura, gozarán de preferencia para solicitar la relocalización de dichas concesiones en el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley o del decreto supremo que establezca la zonificación, según corresponda.



“Asimismo, tendrá preferencia en la relocalización la solicitud cuyo objeto sea reemplazar una concesión cuyo titular haya tenido una producción de salmón del pacífico o trucha arcoiris que represente a lo menos el 50% de su producción total, en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud de relocalización. 



“En los casos en que exista sobreposición entre solicitudes de relocalización y exista una zonificación del borde costero aprobada por decreto supremo, se dará preferencia a aquella solicitud que implique la renuncia a una concesión de acuicultura ubicada en un sector definido de uso incompatible con la acuicultura y la relocalización en un sector definido de uso compatible con dicha actividad. En los demás casos, se estará al procedimiento general.”.



Artículo 15 transitorio: 



“Las concesiones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley mantendrán su carácter indefinido, a menos que se haya verificado una causal de caducidad.



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, las concesiones vigentes a la fecha de publicación de esta ley que, a partir de esa fecha sean relocalizadas o dentro de los dos años siguientes sean objeto de un crédito garantizado por la Corporación de Fomento, tendrán una vigencia de 25 años contados desde la fecha de la relocalización o del otorgamiento del crédito, según corresponda, y serán renovables en los términos señalados en el artículo 69.”.

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Navarro ha solicitado que se repitan los numerales y artículos comprendidos en el rubro Concesión de Acuicultura que serán sometidos a votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, este capítulo lo integran el numeral 7), letras a) -ya votada- y b); el numeral 19), letra b); los artículos 2°, 4° y 5° permanentes, y el artículo 15 transitorio.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido votación separada para la letra b) del numeral 7). 

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, cuando se adoptó el acuerdo de pronunciarse por capítulos, quedó claro que debe votarse a favor o en contra de todos los artículos que lo integran.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, a ver si entendí.



 ¿Un Acuerdo de Comités modificó la resolución adoptada por la Sala en el sentido de votar artículo por artículo?

El señor NOVOA (Presidente).- Los Comités acordaron tratar la iniciativa hasta su total despacho.
El señor LETELIER.- Correcto. Todos estamos contestes en eso.

El señor NOVOA (Presidente).- Y, además, se propuso votar por capítulos, modalidad distinta que el Reglamento permite en caso de que un proyecto sea extenso o cuando se trate de un código. Eso, obviamente, impide la votación separada dentro de cada capítulo. 


Esta proposición de los Comités fue sometida a la consideración de la Sala y esta la aprobó. 



Son quince temas distintos. Ahora debemos pronunciarnos sobre aquel relativo a la Concesión de Acuicultura, como un solo todo. De manera que quienes se opongan a alguna norma deben votar en contra.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esto es muy inusual. En estos cuatro años es primera vez que veo que se quite el derecho a votar artículo por artículo o a solicitar votación separada de algunas normas. Uno no tiene por qué estar en contra de todo un capítulo. 



Insisto: esta es la primera vez que veo que bajo su Presidencia se nos trata de conculcar el derecho a votar artículo por artículo, que era lo que estábamos haciendo desde el principio del proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- Efectivamente, es primera vez que se aplica este sistema. Cuando en la reunión de Comités se planteó despachar el proyecto en el día de hoy, anuncié que, en tal caso, iba a pedir el acuerdo de la Sala para votar por capítulos.


Yo no tengo ningún problema en estar aquí hasta las 3 ó 4 de la mañana, pero, para evitar esa situación, se sugirió aplicar una forma más razonable para el tratamiento de la iniciativa, sobre la cual pedí expresamente el asentimiento de la Sala, que esta dio. Y el señor Senador estaba presente cuando eso ocurrió. Es más, el Honorable señor Vásquez intervino en ese momento.


El inciso segundo del artículo 123 del Reglamento dispone: “La discusión se hará por artículos sucesivos. Sin embargo, la discusión particular de los códigos o de los proyectos de considerable extensión podrá hacerse por títulos o en otra forma, si la Sala así lo acuerda”.

El señor LETELIER.- ¡Gol de media cancha, no más, señor Presidente...!



Esa es una fórmula no muy adecuada para un proyecto de estas características.

El señor NOVOA (Presidente).- Habría sido bueno que lo hubiera manifestado en el momento en que se planteó el punto, señor Senador.

El señor LETELIER.- Es que alguien me estaba hablando...
El señor NOVOA (Presidente).- Usted estaba sentado en su lugar.

El señor LETELIER.- Justo me vino a hablar un Diputado de su sector. Y a usted, señor Presidente, le consta.
El señor NAVARRO.- ¡Fue adrede...!

El señor LETELIER.- No, no fue adrede. No creo que haya mala fe, pero me preocupa que uno no pueda dejar consignado su parecer, por lo siguiente.


Hay un tema, referido a la renovación de las concesiones, donde yo tengo una discrepancia, la única dentro del rubro correspondiente. Por eso, no considero correcto que uno no pueda dejar consignado su voto desfavorable en artículos específicos de un proyecto tan trascendental. 



Me parece un proceder poco afortunado, que nos quita ciertos derechos a los miembros de esta Corporación.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el primer capítulo. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Concesión Acuicultura (21 votos a favor, 3 en contra y 5 abstenciones).



Votaron a favor las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron en contra los señores Girardi, Navarro y Ominami.



Se abstuvieron los señores Ávila, Kuschel, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde votar el rubro Transferencia, que comprende los numerales 8), letras a) y b); 14), letras a) y b); 15), letras a) y b), y 16).



El numeral 8) expresa:



“8) En el artículo 69 bis:



“a) Agrégase al final del inciso segundo, después del punto aparte (.) lo siguiente: “Además, se entiende que existe operación cuando el centro debe cumplir con el período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



“b) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “solicitar” y “la ampliación”, la frase “, a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso,”.”.



El número 14) señala:



“14) En el artículo 80 bis:



“a) Elimínase en la letra a) del inciso primero la oración “Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.”.



“b) Sustitúyese el inciso segundo por los siguientes:



“Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar la operación de la concesión o autorización durante un año, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento; o acreditar la calidad de acuicultor habitual.



“Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización.



“Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.”.”.



El número 15) expresa:



“15) En el artículo 80 ter:



“a) Elimínase, en el inciso primero, la oración “previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,”.



“b) Agrégase el siguiente inciso final:



“Sin perjuicio de lo anterior, podrá cambiarse el régimen a que se encuentra sometida la concesión o autorización de acuicultura, efectuando la consignación a que se refiere el artículo 77.”.



El número 16) indica:



“16) Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:



“Artículo 81.- Las transferencias, arriendos y todo acto que implique la cesión de derechos de las concesiones o autorizaciones de acuicultura, cualquiera sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, previa verificación de la solicitud que contenga el certificado de operación emitido por el Servicio que dé cuenta que no se ha incurrido en la causal de caducidad del artículo 142, letra e), de la escritura pública o del instrumento en que conste el acto respectivo, en su caso, y del certificado de vigencia de las partes contratantes, si correspondiere, debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura.



“Los documentos señalados deberán haber sido emitidos dentro de los 30 días corridos previos a la fecha de presentación de la solicitud.



“Solo se inscribirán las transferencias que den cumplimiento al régimen a que se encuentra sometida la concesión señalado en los artículos 80 bis u 80 ter. En el evento que no se cumpla con dichos requisitos, se devolverán los antecedentes al peticionario.



“Transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha del ingreso de la solicitud de inscripción, sin que ésta se haya efectuado, se entenderá ella aceptada de conformidad con el artículo 64 de la ley N° 19.880.



“Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones y autorizaciones de acuicultura no serán oponibles a terceros, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. Al acreedor hipotecario no le serán oponibles dichos actos, salvo los contratos de arrendamiento y los derechos reales que hayan sido inscritos en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura con fecha anterior a la de inscripción de la hipoteca en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.



“El adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 71, de los que deberá dejarse constancia en la escritura pública o el instrumento que corresponda.



“Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán requerir a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de acuicultura.



“Los días 1 y 15 de cada mes o el día siguiente hábil si aquéllos no lo fueran, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso, comunicarán al Servicio las inscripciones que hayan realizado en los quince días corridos previos.



“Las obligaciones e infracciones de que se trata esta ley y sus reglamentos serán de cargo del titular o de quien tenga un derecho sobre la concesión que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ella. En ambos casos se estará a la inscripción en el Registro de Concesiones vigente a la fecha de hacerse exigible la obligación o de la comisión de la infracción, según corresponda.”.”.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



Ofrezco la palabra para fundar el voto.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, lamento mucho que respecto de un proyecto de esta trascendencia no podamos votar por separado cada artículo. Más que culpar al Senado, deploro que, de nuevo, el Ejecutivo se preste para aprobar la iniciativa en estas condiciones.



Aquí hay opiniones diversas en cuanto a si la hipoteca de concesiones en el borde del mar y en el mar constituye privatización o no. Algunos sostenemos que sí. Es un hecho inédito. Al respecto, hay poca experiencia a nivel mundial. De modo que mantendremos nuestra postura sin retroceder ni un centímetro.



Las normas que ahora votamos no hacen más que profundizar el proceso de desregulación que se ha intentado hacer a través de la ley en proyecto. Y voy a colocar un solo ejemplo: la letra a) del numeral 14) dispone un fast track, una vía rápida, un atajo para la transferencia de las concesiones, dado que justamente se elimina un requisito que había anteriormente en cuanto a que se requiere la autorización previa de la Subsecretaría de Pesca.



Acá hay un intento sistemático de eliminar toda forma de requisitos y facilitar al máximo los proyectos. Nosotros creemos que eso va contra el interés del país y de las normas medioambientales.



Por eso, votaré en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como lo dijimos en la sesión anterior: lo que queremos es una regulación adecuada. La carencia de ella es lo que destruyó la industria; afectó a miles y miles de empleos que esta generaba, y condicionó una situación gravísima del medio y de las plantas de acuicultura, en particular las salmoneras.



Entonces, nos hallamos debatiendo un proyecto que modifica la Ley de Pesca y Acuicultura en que, a través de un conjunto de artículos relacionados entre sí, se da un tratamiento intensivo y por bloques de normas para concesiones que algunos creen que durarán 50 años al menos, dado que se renuevan cada 25, si no ha habido infracción o no se ha superado el 50 por ciento de fallas.



Se habla de concesiones por 50 años. Porque la verdad es que hay que ser muy malos para tener más de la mitad de infracciones en el período de 25 años.  Eso equivale a sacarse un 3,5 en la escala de uno a siete.



O sea, en general esta es una iniciativa de ley que está diciendo a los productores, o industriales que con un 3,5 aprueban, o que tengan menos de la mitad de infracciones.



Señor Presidente, dado que se vota un conjunto de artículos de manera sucesiva, me sumo a lo señalado por otros colegas en el sentido de que este no es el mejor procedimiento. Ignoro si la solicitud para votar en bloque se hizo en esta sesión o en la de la semana pasada.

El señor COLOMA.- En esta.

El señor NAVARRO.- No estaba presente, señor Presidente.



Lamento profundamente este sistema de votar. Quienes estábamos en la línea de pronunciarnos artículo por artículo habríamos tenido mayor comprensión de lo propuesto.



Con relación a lo específico, ¿estamos votando en bloque todas las letras del numeral 8), que se refieren al artículo 69 bis de la Ley de Pesca, y los sucesivos números?

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, se hallan en votación todas las normas que dicen relación a la transferencia de las concesiones.

El señor NAVARRO.- No se señalaron.

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador.



Las vamos a repetir.



Si los señores Senadores tienen interés en discutir a fondo algunas materias, la fórmula aplicada permite referirse a los grandes temas.



Cada vez que se discute un artículo, se vuelve a lo relativo a la hipoteca, en circunstancias de que muchas veces tal asunto es ajeno a lo que se halla en debate.



Aquí se han agrupado las normas relativas a la transferencia de la concesión: los numerales 8), letras a) y b); 14), letras a) y b); 15), letras a) y b), y 16).



El próximo grupo de normas se refiere a las Regulaciones para Adquirir y Administrar una Concesión. Luego viene el tocante a la Hipoteca.



En consecuencia, resulta mucho mejor referirse a cada una de esas normas del conjunto para plantear el punto de vista de los señores Senadores.



Ahora hablamos de Transferencia de concesiones. Y está claro cuáles son los numerales.



Puede continuar el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando se trata de la transferencia, la idea matriz del articulado es la flexibilidad, por cuanto las exigencias para el titular de acreditar la operación durante un año se exceptúan para el caso de las concesiones de acuicultura  en “barrios” concesionados.



El hecho de que se exceptúen algunas concesiones hace que paguen justos por pecadores. Es decir, puede haber un conjunto de buenos operadores, pero también es factible que halla uno de malos. Pero, por el solo hecho de ser parte del “barrio”,  se les libera del cumplimiento de determinados requisitos. Esto no parece aconsejable, toda vez que, claramente, dentro de un curso -o de un “barrio”- no todos son buenos ni poseen la misma calidad acreditada de preocupación medioambiental.



En consecuencia, considero que es un artilugio lo sugerido para permitir que los más porros de un curso puedan pasar por buenos. Es decir, a quienes no hayan cumplido las normas o hubiesen sido objeto de observaciones, se les eximirá de los requisitos que debe observar individualmente cada titular. 



Me parece que se trata de algo innecesario. Porque, a no ser que -obligados nuevamente por la premura del debate- estemos hablando de la transferencia de todo el “barrio” o de una transferencia colectiva, en que debe entenderse que la operación incumbe a todos. 



Si examinamos con detención tal supuesto hipotético, lo que debemos hacer es aplicar el principio precautorio; o sea, si alguien no ha cumplido no se le deben otorgar los beneficios del que sí lo ha hecho, pues sería injusto. 



Por eso, señor Presidente, votaré en contra. 



Y reitero nuestra voluntad de legislar. No hemos dicho que no deseamos modificar la ley. Pero queremos una normativa que apriete, que fiscalice, que garantice. 



En definitiva, aquí se prioriza la inversión. El Ministro de Hacienda dijo que lo que acá se busca es la capitalización y que, por lo tanto, debe apurarse todo el proceso de acreditar la concesión y su transferencia; es decir, facilitar el flujo de capital en desmedro de la operación, la cual fracasó por el tratamiento que le dio la actual industria. 



Por estimar que la flexibilización es absolutamente excesiva, voto en contra. 



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en el numeral 8), letras a) y b), la ley obliga a utilizar las concesiones -que de lo contrario, se pierden-, dando cumplimiento, por lo menos, a lo definido para los niveles mínimos de operación. 



Sin embargo, hay descansos obligatorios por “barrios”, con el objeto de asegurarse que si existe algún tipo de virus o algo similar se pueda realmente recuperar la sanidad del medio ambiente. 



Por eso, se establece que esos períodos obligatorios de descanso en los centros de cultivos no se consideren como causal de caducidad por no operación. Es obvio que si se obliga a alguien a no funcionar, después no se le puede sancionar por esa razón y quitarle la concesión. 



Esa es la situación a propósito del referido numeral.



Con respecto al numeral 14), letras a) y b), como hoy día las transferencias son bastante engorrosas, la modificación propuesta busca excepcionar del requisito de operación mínima la transferencia de las concesiones integrantes de un “barrio”. Porque, de otra manera, si determinada concesión no funciona podría bloquear al resto. Por lo tanto, de esa forma, no se estaría dando cumplimiento a las exigencias medioambientales y sanitarias introducidas en el proyecto. 



¿Por qué es importante lo anterior? Porque podría haber especuladores que piden una concesión, no con el objeto de que funcione, sino con la intención de obligar a otras personas a pagar más por su transferencia para poder seguir operando. 



En definitiva, esa es la razón por la cual se deja fuera el hecho de que ciertas concesiones no operen, pues de otra manera podrían bloquear  todo el resto, con el consiguiente encarecimiento por su compra. 



En el numeral 15), letras a) y b), se permite a las empresas tener concesiones en distintos “barrios”, porque, como habrá períodos obligatorios de descanso, ello posibilitará que las plantas funcionen todo el año, y, por lo tanto, habrá empleo permanente y no solo durante tres o seis meses. 



Por eso, señor Presidente, lo que se hace en dicha norma es flexibilizar la transferencia de concesiones justamente para que las empresas den empleo en forma continua. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la disposición que ahora analizamos no solo no genera concesiones perpetuas, como acaba de plantear el colega que me antecedió en el uso de la palabra, sino que, por el contrario, ellas se limitan a 25 años. 



Como si lo anterior fuera poco, el artículo 142 de la actual Ley de Pesca -me gustaría que el Senador señor Navarro lo leyera- establece al menos veinte causales de pérdida de concesiones de acuicultura -¡veinte causales!-, a las cuales la iniciativa en debate agrega media docena. 



Entonces, me parece que discutir sobre la base de que con esta normativa se entrega una especie de propiedad sin poner requisitos ni requerimientos por parte de la autoridad, no es efectivo. Por el contrario, se la limita a 25 años. Además, adiciona nuevas causales de caducidad de las concesiones. Por ejemplo, la letra a) del artículo 142 dice: “Explotar la concesión con un objeto diferente de aquél para el cual se otorgó”. Con eso, la autoridad queda facultada para terminarla. 



Ojalá que no se siga repitiendo ese eslogan permanentemente, porque puede confundir a quien no conoce la Ley de Pesca y Acuicultura vigente, en la cual figuran por lo menos veinte causales de caducidad a las que esta iniciativa agrega seis. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estoy de buena fe tratando de seguir el debate. 



Entiendo que la referencia al numeral 14), letras a) y b), dice relación a acoger o no el texto final propuesto.



Por lo tanto, solicito confirmar si esa es la materia en discusión, porque escuché a una distinguida colega hacer mención a un asunto distinto. 



Me explico: aquí se nos está proponiendo flexibilizar aún más las transferencias. 



Al respecto, se planteó el plazo de 25 años, lo que me parece bien. Porque no queremos que las concesiones acuícolas se transformen en algo similar a las concesiones mineras, en donde casi existe un título de propiedad. 



Ahora, se entregan concesiones bajo ciertas condiciones, sujetas a causales de caducidad. 



Sin embargo, el numeral mencionado se refiere a los procedimientos relativos a las transferencias de concesiones. En particular, se plantea, entre otras cosas, que la Subsecretaría de Pesca no tenga rol u opinión al respecto. 

La señora MATTHEI.- ¡Justamente, porque se demora tres años!

El señor LETELIER.- Eso es lo que debemos analizar.



Comprendo que sobre el asunto haya juicios diferentes. Pero yo no me pronuncio sobre el tema de los “barrios”. Esa es otra discusión, aunque puede estar relacionada. No obstante, la cuestión es si las concesiones, cuando se transfieren, deben contar con informe o autorización de la Subsecretaría del ramo. No logro entender por qué esto se quiere eliminar.



Señor Presidente, creo que las causales de caducidad en cuanto a estas concesiones son débiles y todavía insuficientes. 



Cuando analizo lo realizado respecto de las causales de caducidad por incumplimiento de la legislación laboral, estimo de una debilidad extrema lo propuesto, incrementado por la Comisión de Hacienda. 



De ahí que no comprendo, sobre todo cuando lo que uno desea es promover esta industria -de la que soy partidario, no solo respecto de la de los salmones, porque a futuro la acuicultura se extenderá a otros lugares del territorio, como a las Regiones Tercera y Cuarta, donde se podrá cultivar otras especies, como el dorado, cuya producción esperamos que también sea tremendamente exitosa-, más allá de que haya o no una autoridad a cargo, cuál es la lógica de querer introducir más flexibilidad en la transferencia de las concesiones. 



Yo no soy partidario de ello, señor Presidente. 



Lo segundo que quiero consultar -es lo más correcto frente a una duda- dice relación a los alcances de la letra b) del numeral 14). 



Su inciso segundo indica: “Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones.”. Eso está bien, pero después agrega: “Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca”.


Pregunto: ¿por qué al momento de hacer una transferencia se exime tal requisito?

El señor NOVOA (Presidente).- Para fundar el voto, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.



Agradecería que Su Señoría pudiera referirse también al punto planteado por el Senador señor Letelier.

El señor HORVATH.- Dejemos que el Gobierno defienda un poco el proyecto.



Señor Presidente, yo quisiera...

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Senador.



Como estamos en votación, el Ejecutivo no puede intervenir; pero sí hacer precisiones de hecho. Por tanto, después de su exposición, le daremos la palabra al Ministro para ese efecto.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero referirme al concepto equivocado de “barrios” que se ha usado en el proyecto. Dicho término fue acuñado al principio de la tramitación legislativa en la Cámara de Diputados, pero fue cambiado en el Senado. 



Recuerdo, incluso, que se mostró un documento gráfico en el que aparecía una serie de rectángulos de Puerto Montt hacia el sur, que de alguna manera daban la idea de que todas esas áreas quedarían exclusivamente para la acuicultura. Y eso es un grave error. 



No solo se cambió el concepto por el de “agrupación”, sino que, además, se planteó un uso integral de los instrumentos de zonificación y de todos los elementos que se incorporaron en la ley, como los caladeros, las zonas de refugio, los sectores de turismo, las áreas de conservación y ciertos usos del borde costero comunitario.



En segundo lugar, llama la atención que a algunos les moleste que se desburocraticen determinados procedimientos. Para que la zonificación fructifique, no les basta que haya un registro y que la Subsecretaría de Pesca participe en el proceso respectivo, sino que también  quieren que se tramite una autorización.



En consecuencia, hacen de lo obvio algo que se transforma en una serie de obstáculos.



Esas son las razones, entre otras, por las cuales en Chile no funciona la forestación, la implementación de pequeñas y medianas centrales de pasada, los programas para las pymes, y no operará la Ley del Bosque Nativo. 



Todo lo han burocratizado y externalizado. Y han puesto una campana sobre los funcionarios públicos para que, finalmente, queden inoperantes.



En mi opinión, lo propuesto aclara el procedimiento.



Respecto de la pregunta específica del Honorable señor Letelier, con mucho gusto le dejo la palabra al Ejecutivo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DUHART (Ministro de Economía subrogante).- Gracias, señor Presidente, por permitirme resolver la duda del Senador señor Letelier.



En primer lugar, la facultad de transferir las concesiones ya está consagrada en la ley. De lo que se trata aquí es de hacer operativo ese derecho, pues, por la vía de requerir autorización vez a vez, en la práctica el procedimiento se ha vuelto tremendamente engorroso. 



Los antecedentes de que disponemos hoy día indican que alrededor de cuatrocientas solicitudes de concesiones y de transferencias no alcanzan a ser procesadas. Ese es un hecho.



La iniciativa propone un esquema más expedito, a la vez que mantiene lo esencial de la función de supervisión pública: controlar que se conserven las condiciones bajo las cuales se otorgó la concesión.



Entonces, más que preocuparnos del procedimiento de entrada y salida, cabe atender que se mantengan las condiciones exigidas para la concesión. Y para eso se refuerza todo lo relativo a seguimiento y fiscalización. 



Las normas en votación hacen expedita la transferencia. En el fondo, en eso radica la flexibilidad planteada. No se trata de desmantelar, sino de hacer operativo un principio ya consagrado en la legislación.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- A usted, señor Ministro.

El señor LETELIER.- Eso no fue lo que consulté.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban  las normas -numerales 8), letras a) y b); 14), letras a) y b); 15), letras a) y b), y 16)- correspondientes al rubro “Transferencia” (22 votos a favor, 4 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Girardi, Letelier, Navarro y Núñez.



Se abstuvieron los señores Ávila y Ruiz-Esquide.



No votaron, por estar pareados, los señores Espina y Vásquez.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, corresponde pronunciarse sobre el rubro Regulaciones para Adquirir y Administrar una Concesión, que comprende los numerales 8), letra c); 9); 10); 11), letras a) y b); 12), y 13), y los artículos 5° y 6° transitorios.



La letra c) del numeral 8) propone reemplazar, en el artículo 69 bis, el punto final (.) del inciso tercero por una coma (,) y agregar a continuación la siguiente frase: “como también el plazo que corresponda a un período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



El numeral 9) plantea incorporar, a continuación del artículo 75, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter:



“Artículo 75 bis.- Ninguna persona natural o jurídica ni personas vinculadas a ella, en los términos del inciso décimo primero del artículo 81 bis, podrá solicitar concesiones de acuicultura que representen más del 20% del total de la superficie concesible de una región, entendiendo por tal las áreas apropiadas para la acuicultura descontada la superficie ya otorgada en concesión o destinación, la que haya sido objeto de una declaración oficial para una finalidad distinta de la acuicultura y las distancias entre centros de cultivo exigidas por los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87.”. 



“Artículo 75 ter.- El reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la instalación de colectores de captación de semillas fuera de las concesiones de acuicultura y de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. Asimismo, determinará las limitaciones de área que podrán ser establecidas por solicitante en cada sector, conforme a las cuales se asegurará un adecuado aprovechamiento de los sectores disponibles.”. 



El numeral 10) busca introducir los siguientes incisos al artículo 76:



“Se declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura, sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que la Subsecretaría determine que con el número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.



“La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de la Subsecretaría, la cual será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional, y afectará un área debidamente delimitada conforme la cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el ejercicio de la acuicultura.



“La declaración afectará a todas las solicitudes que a esa fecha, no hubieren sido acogidas a tramitación por el Servicio Nacional de Pesca, las que no deberán ser consideradas en el informe técnico para efectos de la declaración de no disponibilidad.



“La declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto en los casos en que, como resultado del término de trámite de las solicitudes que la determinaron o de la caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva área, se constate que quedan espacios disponibles de ser otorgados en concesión o autorización de acuicultura. En dicho evento se dictará una resolución que así lo disponga, la que será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. 



“Sólo se recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector cuya no disponibilidad fue levantada conforme a lo señalado en el inciso anterior, transcurridos 10 días hábiles contados desde la fecha de la última publicación.”.



El numeral 11), letras a) y b), introduce las siguientes enmiendas al artículo 78: 



“a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final: ‘Asimismo, deberá verificarse si la solicitud cumple con los requisitos de distancia con concesiones de acuicultura o solicitudes en trámite establecidos en los reglamentos.’.”.



“b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue a la expresión ‘trámite’, la oración ‘o la solicitud no cumple con los requisitos de distancia con concesiones otorgadas o con tres solicitudes previas en trámite en el sector.’.”.



El numeral 12 propone intercalar en el artículo 79 entre la palabra “artículos” y el guarismo “87”, el número “86” seguido de una coma (,).



El numeral 13) busca agregar el siguiente inciso final al artículo 80:



“En el plazo de un mes, contado desde la entrega material, la Autoridad Marítima deberá informar esta circunstancia a la Subsecretaría de Marina, la que deberá inscribir la concesión en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.



Finalmente, los artículos 5° y 6° transitorios señalan lo siguiente:



“Artículo 5°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá los caladeros, su determinación para efectos del establecimiento de áreas apropiadas para la acuicultura se realizará considerando la información técnica disponible acerca de los sectores en que dichas áreas de pesca extractiva habituales se ubican, la que será complementada con aquélla proveniente del sector pesquero.".



“Artículo 6°.- Mientras no se establezca la distancia entre centros de cultivo integrantes de una agrupación de concesiones en el reglamento a que se refiere el artículo 5°, la distancia mínima exigible será de una milla náutica.”.



Hago presente que el numeral 9), referido a los artículos 75 bis y 75 ter, y el numeral 10), relativo al artículo 76, son de quórum calificado.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación las normas y proposiciones correspondientes al rubro Regulaciones para Adquirir y Administrar una Concesión.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.



--(Durante la votación).

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, estoy pareado con el Senador señor Espina, quien debió retirarse por razones de emergencia muy entendibles. Pero estoy habilitado para votar tratándose de normas de quórum especial. Por ello, dejo expresa constancia de que me pronunciaré favorablemente. 



Así me lo permite el Reglamento y es la obligación que tengo como Senador.

El señor NOVOA (Presidente).- Bien.



Para fundar el voto, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el numeral 9) básicamente plantea una restricción a los solicitantes de concesiones para que a nadie se le entregue más del 20 por ciento del área concesible de una Región.



Los numerales 10) y 11) proponen establecer procedimientos para suspender el otorgamiento de concesiones cuando en un área no exista espacio disponible para nuevos centros de cultivos, considerando, por ejemplo, las distancias entre ellas.



En la actualidad, cuando se pide una nueva concesión, aunque se sepa de antemano que no se puede dar, igual debe hacerse todo el trámite hasta el final, para responder que no es factible entregarla por no existir las condiciones para ello.



En el futuro, en cambio, se podrá denegar la solicitud desde un principio. De esa manera, sencillamente se evita la realización de trabajo inútil por parte de las autoridades de Pesca.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, quiero formular una pregunta -supongo que podemos hacerlas todavía- muy sencilla: ¿El 20 por ciento al que se refiere el artículo 75 bis se aplica a los mares abiertos o a los interiores, o a ambas situaciones geográficas?

La señora MATTHEI.- Son áreas delimitadas.

El señor NÚÑEZ.- ¿Pero pueden ser aguas de mares interiores y exteriores? ¿Da lo mismo?

El señor ARANCIBIA.- Sí.

La señora MATTHEI.- En efecto, da lo mismo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 21 votos a favor y 2 abstenciones, se aprueba el rubro Regulaciones para Adquirir y Administrar una Concesión -numerales 8), letra c); 9); 10); 11), letras a) y b); 12), y 13) del artículo 1º, y los artículos 5° y 6° transitorios-, y se deja constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.
El señor GAZMURI.- Señor Presidente, pido que se registre mi voto favorable.

El señor LETELIER.- Yo también.

El señor NÚÑEZ.- Solicito lo mismo.

La señora MATTHEI.- Y yo.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de los Senadores señora Matthei y señores Gazmuri, Letelier y Núñez de pronunciarse favorablemente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, el rubro Hipoteca incide en los numerales 17) y 18) del artículo 1°, y en el artículo 12 transitorio.



El numeral 17) propone agregar el siguiente artículo 81 bis:



“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión.



“No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se aplicará en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma.



“El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años. La aplicación de causales de caducidad comenzará nuevamente a regir desde la fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.



“En caso que se hubiese convenido que la concesión o autorización hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, y su infracción dará derecho al acreedor para exigir su inmediata realización, considerándose la obligación caucionada como de  plazo vencido.



“Si vencido el plazo de no aplicación de las causales de caducidad, se encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.



“El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio.



“Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:


“1) Pago de la deuda.



“2) Prescripción.



“3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la existencia de la obligación hipotecaria, y para que sea admitida a tramitación deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.



“En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada podrá decretar, a petición de parte, la suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que resolverá en cuenta.



“Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión o autorización hipotecada.



“El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo del titular o del ejecutante, según corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.



“La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la misma persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se refiere el Título VIII de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.



“Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta forzada o efectuada de conformidad al Libro IV del Código de Comercio, denominado ‘De las Quiebras’, con la excepción de lo señalado en el inciso anterior.



“En cualquier caso, el adquirente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 71 de esta ley. El procedimiento de ejecución no habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que se trate de un banco y para el solo efecto de enajenar la concesión, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.



El numeral 18), por su parte, propone agregar el siguiente artículo 81 ter:



“Artículo 81 ter.- La inscripción de la hipoteca contendrá:



“a) El nombre, apellido y domicilio del acreedor y su profesión, si tuviere alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o representantes legales del uno o del otro, que requieran la inscripción. 



“Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal y por el lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los apoderados o representantes legales en el inciso anterior;



“b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo en que se encuentra.



“Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;



“c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y región;



“d) La superficie del centro de cultivo y coordenadas geográficas que lo delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;



“e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;



“f) La suma determinada a que se extiende la hipoteca en el caso de haberse limitado a determinada cantidad, y



“g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.”.



El artículo 12 transitorio dice: “El titular de la concesión de acuicultura que hubiera constituido prenda sobre la concesión de acuicultura con anterioridad a la publicación de esta ley, podrá acordar con el acreedor el cambio de la prenda por la hipoteca mediante escritura pública que deberá contener las menciones que señala el artículo 81 ter e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces respectivo. La hipoteca se entenderá constituida desde la fecha de constitución de la prenda. En caso de no efectuarse la inscripción mencionada, permanecerá plenamente vigente la prenda en los términos en que ella fue constituida originalmente.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación). 
El señor NOVOA (Presidente).- Para fundar el voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos en el corazón mismo del debate principal del proyecto: la hipoteca.



El artículo 81 bis, en especial, no hace sino generar la condición básica para que se pueda constituir hipoteca sobre la concesión. Esto es lo que hemos venido criticando y lo que denominamos -a algunos Senadores no les gusta; nos contradicen; nos califican de populistas- “privatización del mar”, porque un particular ajeno a la actividad acuícola, un banco, pasa a ser dueño de la concesión.



Así lo dispone clara y expresamente dicho precepto al final del inciso primero, que cito -como dice el Diputado José Miguel Ortiz- para la correcta lectura de la ley: “La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión.”.


O sea, no se trata de una hipoteca para mantenerla en la sala de un banco o que no se pueda administrar, sino de un instrumento por medio del cual se adquieren los mismos derechos que posee el titular de la concesión. No se explica de otro modo la frase recién leída. 



Más aún, con ella se ratifica no solo lo que hemos venido denunciando respecto de cómo se privatiza un bien nacional de uso público, sino que, además, queda claro que la concesión y la hipoteca pasan a ser una sola cosa. No hay diferenciación: el titular de la concesión tiene equis derechos; el de la hipoteca, exactamente los mismos.



El Senador señor Vásquez -más erudito en Derecho Tributario y Derecho Económico- tal vez nos pueda ilustrar si en hipotecas sobre otro tipo de concesiones se registran diferencias entre los derechos que otorgan unas y otras. 



Al describir en el proyecto todos los procedimientos correspondientes a la hipoteca sobre una concesión de acuicultura, lo que estamos haciendo es un código particular para ese tipo de garantía hipotecaria.



Pero el inciso segundo del mismo artículo reviste mayor gravedad. Dice: “No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones” -o sea, de todas, porque no las precisa- “... sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca”. 



A un concesionario se le puede aplicar cualquiera de las causales de caducidad que se han señalado aquí, incluidas las seis que, como precisó el Senador Prokurica, incorpora el proyecto. Sin embargo, les recuerdo a quienes han argumentado en esa línea que ninguna de las causales de cese de la concesión contenidas en la Ley de Pesca y Acuicultura fue suficiente. Ninguna operó a tiempo; no se utilizaron. 



O hay una grave irresponsabilidad de la autoridad...

El señor PROKURICA.- ¡Eso!

El señor NAVARRO.-... o una seria carencia en la ley. 



Yo creo que ambas: por una parte, la ley era insuficiente, y por otra, la autoridad sanitaria medioambiental no tuvo la debida diligencia para fiscalizar. 



Pero, al agregar que se suspenderá la caducidad de la concesión por haberse trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, se introduce un elemento distinto.



Llamo a la racionalidad de los señores Senadores -sé que poseen la inteligencia para distinguir aquello- para entender que, en definitiva, aquí no se trata de que las causales de caducidad se aplican porque el operador de la concesión falló. Acá se establece que la concesión y la hipoteca funcionarán de manera simultánea. Es decir, un operador podrá hipotecar su plantación, su criadero para obtener un préstamo, pero si la hipoteca se traba en una litis, no operará la caducidad. ¿Y cuánto demorará ese proceso judicial? ¿Dos, tres, cuatro años?



Frente a esa situación, señor Presidente, pese a cumplirse lo que plantea el Senador señor Prokurica -la introducción de seis causales de caducidad más-, pienso que se genera un área rara. Porque el artículo 81 bis establece que no se aplicarán tales causales de las concesiones “sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca”. 



Es indudable que tal disposición será mal utilizada, pues habrá una apelación permanente con relación a determinada causal.



Por eso, señor Presidente, reitero el criterio que he defendido: queremos regular, pero a través de una ley que posibilite actuar sin ningún tipo de reparos e impida generar subrepticiamente las condiciones para evitar su cumplimiento.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lo que se hipoteca no es la columna de agua ni el fondo marino, sino el derecho a usar el agua para realizar acuicultura.



Ahora, ¿qué pasa, por ejemplo, si un banco da un préstamo y recibe como garantía la hipoteca de la concesión y luego el titular de esta no paga? La entidad bancaria hará efectiva la hipoteca, con lo cual este perderá el derecho a seguir operando su concesión.



El banco no puede ser concesionario de acuicultura porque tal actividad es ajena a su giro. Por ello, dispone de un plazo para rematar o transferir a otra persona el derecho a ocupar la concesión.



En verdad, señor Presidente, el asunto es tan simple -¡tan simple!- que no entiendo cómo alguien cree que eso significa privatizar el mar.



Lo único que implica la norma referida es que, al otorgar un crédito, el banco le diga al concesionario: “Deme en garantía la concesión. Si usted no me paga, yo se la traspaso a otra empresa, previo cumplimiento de todos los requisitos para operar una concesión de acuicultura”.



¡Es supersencillo, señor Presidente! 



Es lo mismo que se hace hoy día en obras públicas con las concesiones de caminos, de aeropuertos, en fin. Todo está sujeto a hipoteca,... 

El señor ARANCIBIA.- También las casas.

La señora MATTHEI.-... incluso nuestras casas.

El señor ARANCIBIA.- Y se rematan.

La señora MATTHEI.- Claro, si uno no la paga, es rematada y pasa a ser de propiedad de otra persona.



La diferencia aquí es que el concesionario no es dueño de la columna de agua, no es dueño del fondo marino, no es dueño de nada. Solamente posee el derecho para efectuar determinada explotación.



¿Por qué no se aplican las causales de caducidad? Porque uno de los motivos por los cuales se puede perder la concesión es el no usarla. 



No queremos darles concesiones a personas que no las utilicen. Y si se presenta un juicio que dura dos o tres años, obviamente no se podrá usar la concesión y ella cesaría.



Esa es la razón por la cual no se aplica esa causal de caducidad y se fija como plazo máximo para su no aplicación un lapso de tres años.



Entonces, señor Presidente, si uno mira un poquitito el texto que nos ocupa, se da cuenta de que tiene una lógica absoluta, muy similar a la que rige en otras áreas en las cuales el Estado entrega concesiones a privados para desarrollar distintos tipos de actividades.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, sin duda, este es el punto más controvertido del proyecto en debate y comprendo que resulta muy normal esta parte de la discusión.



Entiendo muy bien que el Senador señor Prokurica y otros colegas estén entusiasmados y muy interesados en la aprobación de esta iniciativa, porque para ellos la privatización de numerosos bienes públicos constituye una lógica coherente y obedece a una visión filosófica.



Por eso han planteado la privatización de la educación, el subsidio a la demanda. Por eso es que hoy día el futuro Presidente de la República está proponiendo el bono AUGE, que consiste en traspasarles los recursos a las clínicas para que ellas hagan grandes negocios con la salud. Por eso se habla de la privatización de CODELCO y también de la de los parques.



Ello representa una visión que estimo coherente y que forma parte de aquellos elementos que hacen la diferencia entre la actual Oposición -mañana, Gobierno- y nosotros.



Sin embargo, lo que no logro entender es que haya un enclave de neoliberalismo extremo dentro de la Concertación. Eso hace que no existan diferencias fundamentales y sustantivas entre las posiciones legítimas que sustenta la Oposición y las de nuestro Gobierno.



Perfectamente nuestros representantes del Ministerio de Hacienda podrían estar sentados en las bancadas de enfrente. Creo que en ellas...

El señor NAVARRO.- ¡Ni se notaría!

El señor GIRARDI.-...habría parlamentarios bastante más progresistas en lo que respecta a muchas de las políticas del actual Gobierno.



Eso genera una controversia razonable e importante, porque se elabora todo un argumento acerca de si las concesiones serán o no propiedad.



Solo quiero recordar que estas durarán 25 años. Se dispone un derecho a uso y goce del fondo marino chileno por ese lapso. ¡Y cuidado! Porque es posible renovarlas aunque no se cumpla la mitad de las exigencias ambientales. O sea, las empresas pueden violar las normas ambientales. En otras palabras, si bien se establece un conjunto de condiciones, se pueden incumplir normas en la mitad de los casos e igualmente se les renovarán las concesiones.



¡No basta con exhibir una alteración! ¡No basta con pasarse una luz roja! Una empresa puede haber incumplido la mitad de los aspectos requeridos y sigue conservando la concesión. Lo dice el artículo respectivo: “Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos;”.



Ese precepto me parece bastante extraño.



Por eso digo que la postura del Ejecutivo va en la línea de la profundización de un nuevo neoliberalismo que va más allá de la que incluso se le podría ocurrir a los sectores tradicionalmente neoliberales.



Entonces, esta norma afecta profundamente en un aspecto fundamental, pues antepone criterios económicos por encima de consideraciones ecosistémicas.



¿Qué ocurre acá? Hay una supeditación de ecosistemas vivos, complejos, muy sensibles, solo a criterios económicos. Es decir, nuevamente observamos que nuestros derechos del medio ambiente y los derechos fundamentales quedan subordinados a la lógica de la propiedad privada, de la rentabilidad.



Se plantean concesiones por 25 años. ¡Claro! Podrá sonar gracioso pero los sistemas vivos no se circunscriben a un plazo de esa índole, son mucho más dinámicos. Cinco años de mal uso bastan para que un ecosistema resulte brutalmente degradado y, por ende, el período que propone esta iniciativa nada tiene que ver con la realidad que estamos tratando.



Desde el punto de vista económico, de la rentabilidad, de los intereses de los bancos, yo entiendo que 25 años parece un plazo muy saludable. Sin embargo, desde la perspectiva de la salud de los ecosistemas, es totalmente inadecuado.



Considero que se debieran establecer condiciones dinámicas. Y cada vez que en un sistema vivo, que es muy sensible, no se cumpla con los criterios requeridos debe ser inmediatamente intervenido. ¡Pero no! Aquí estamos dando 25 años, no por la necesidad de que el cultivo de seres vivos tenga un cierto nivel de sustentabilidad, sino por razones económicas, que aparentemente es lo único que le importa al Ejecutivo.



Porque yo pregunto: ¿quién se hará cargo de todos los pasivos que dejaron tales empresas? ¿Existe alguna norma que imponga algún tipo de corrección al desastre, al daño ambiental y a los cementerios que aquellas causaron por sus malas prácticas?



¡Ninguna!



¡Las prácticas que conocimos a principio de siglo se reiteran nuevamente en la ley en proyecto!

El señor NOVOA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, Su Señoría.



Para rectificar un punto de hecho, tiene la palabra el señor Ministro. Luego, el Senador señor Letelier.

El señor VÁSQUEZ.- ¡El Ministro va a negar que es neoliberal!

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador.



Puede usar de la palabra para referirse al proyecto, señor Ministro.

El señor DUHART (Ministro de Economía subrogante).- Gracias, señor Presidente.



Entiendo que el Senador señor Girardi se refería a los representantes de Hacienda.

La señora RECART (Subsecretaria de Hacienda).- ¡Qué solidario y caballero!

El señor DUHART (Ministro de Economía subrogante).- Solidarizamos plenamente con el Ministerio de Hacienda, colega.



Señor Presidente, quiero referirme al tema de la hipoteca.



De lo que se trata es de resolver un problema bastante real y concreto que tenemos hoy día, no de teorías sino de realidades bien palpables.



En la actualidad, a raíz de la crisis sanitaria y de la descapitalización de las empresas, los acuerdos entre estas y los bancos han derivado en una transferencia automática de las concesiones por la vía de dejarlas en prenda, dado que ya no es posible entregarlas sobre la biomasa.



Entonces, lo que ocurre hoy día es que opera, de facto, sin mayor supervisión, sin registro alguno ni autorización previa, una transferencia mediante el cambio de propiedad.



Nos parece que ello puede conducir a problemas crecientes en cuanto al nivel de concentración en las empresas.



¿Cuál es la fórmula que proponemos? Hacer operativo un mecanismo que la actual ley ya consagra: desarrollar todo negocio jurídico en torno a las concesiones, incluidas las hipotecas. 



Por lo tanto, se trata de hacer operativa esa posibilidad abriendo la opción de que muchas empresas de acuicultura aumenten las formas de acceder a financiamiento, especialmente de capital de trabajo, para reiniciar operaciones, invertir, incorporar nuevas tecnologías y responder a las exigencias que les planteará la regulación que se propone. Con tal objeto, complementariamente, se han dispuesto también algunas líneas especiales de garantía a través de la CORFO.



Sin embargo, lo que no teníamos cubierto era cómo facilitar nuevamente el acceso a capital de trabajo y créditos, a fin de evitar que subsistan en la industria solo aquellas grandes empresas que cuenten con espaldas o recursos propios para operar, o que concluyamos únicamente con empresas internacionales.



Ese es el problema que estamos abordando.



Se trata de una situación muy real. Y, si no hacemos nada, vamos a consagrar de facto una transferencia de concesiones por la vía del cambio de propiedad, sin mediar registro alguno o supervisión pública de ningún tipo.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que aquí hay una propuesta de un modelo de negocio basado en la lógica de la concesión.



Es evidente que se están entregando derechos de uso y goce para utilizar un bien nacional de uso público. Sin duda, el plazo es un tema que fue discutido en su momento. Algunos éramos partidarios de que los plazos de las concesiones fueran más acotados con la hipoteca; otros, de que estos sean más prolongados.



La hipoteca es un mecanismo financiero. En teoría correcto. 



La pregunta es cuándo supervisa el Estado en este modelo de negocios.



Me llamó mucho la atención la reacción de un señor Senador      -que se halla sentado delante del Ministro subrogante-, quien, frente a las opiniones del Honorable señor Girardi, decía que parte del problema es la falta de fiscalización. Claro. El Estado es tremendamente débil para fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas. Y ese es un dato que el Senado debería asumir. Por eso, en lo personal, no soy partidario de las transferencias sin un rol activo del Estado. Porque los entes fiscalizadores, que han de garantizar que las normas medioambientales, sanitarias y laborales se cumplan, son demasiado débiles.



Es posible escribir grandes testamentos en este proyecto y en otros. Pero también nos podemos autoengañar. Lo que pasa es que el sector privado no cumplió las normas. Por eso llegamos a una crisis. Y el Estado fue incapaz de fiscalizar y asegurar el cumplimiento de aquellas. Hoy yo no tengo convicción de que las empresas del rubro no reiteren las mismas prácticas, por lo menos en materias ambientales y laborales. En el aspecto sanitario creo que aprendieron una tremenda y dolorosa lección, para ellas y para los trabajadores de la industria.



Entiendo que el instrumento de la hipoteca sirva, de alguna forma, para asegurar el financiamiento de un negocio. Y para ello el Estado pone a disposición un bien nacional de uso público.



Aquí se argumentó el otro día que aumentará la patente ¡cinco veces!, ¡como si fuera gran cosa! Es ridículo su monto. Es como el de las patentes mineras, que resulta irrelevante para la magnitud de las utilidades del negocio.



A mí me preocupa la redacción, en particular que no se apliquen las causales de caducidad. Pero no por lo que dice la Senadora señora Matthei. Comparto lo relativo al no uso y a lo que ella ha planteado una y otra vez. No queremos que se especule con las concesiones. No tengo dificultades con ese criterio. Pero hay otras causales de caducidad que se incorporan en el texto que, por desgracia, no se aplican, según mi interpretación de la norma.



¿Cuál es mi inquietud, señor Presidente?



Me parece que se introduce un nivel de flexibilidad excesivo para un sector que no ha tenido un comportamiento que cautele de manera adecuada los bienes medioambientales, sanitarios de todos los chilenos.



Nos encontramos ante una industria que crecerá o que debería crecer en el futuro. Espero que lo haga hacia otros segmentos de la acuicultura, en particular el dorado, donde Chile posee ventajas comparativas extraordinarias, dado que somos capaces, si invertimos adecuadamente, de generar la cadena de alimentos para dicha actividad. Porque se han hecho descubrimientos gracias a investigaciones de la FIA y de otros organismos en orden a cómo aquí podemos producir artemia y la biomasa necesaria para la industria de alimentos de la acuicultura.



Entonces, es factible hacer las cosas de otra forma. De ahí mi inquietud con el proyecto en análisis.



Y siento que mediante la iniciativa se introducen normas tremendamente propias de una flexibilidad financiera que no nos garantizan ciertos intereses permanentes.



Y por ello mi nueva consulta al Ejecutivo. La anterior no me la respondió. En el numeral 17), el inciso segundo del artículo 81 bis dispone que “No se aplicarán las causales de caducidad...”, y se deja abierto a todas. No se limita al punto que señaló la Senadora Matthei. ¿Por qué?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, recuerdo que estamos ante un proyecto del Gobierno, ¡de mi Gobierno todavía...!

El señor LARRAÍN.- ¡Actual...!

El señor SABAG.- ...y por supuesto que no lo voy a abandonar aunque queden pocos días.



Participé en la discusión de esta iniciativa en la Comisión de Hacienda. En tal sentido, tenemos muy claro -como ya se ha dicho- que no se están hipotecando las aguas ni el fondo marino, sino el derecho de la concesión.



Nos encontramos ante un rubro -ya lo hemos señalado- de alto interés para el país, porque constituye una fuente de mucha producción, de muchas divisas y de mucha ocupación para miles de familias. Por cierto, uno tiene que estimular y hacer que estas actividades funcionen. Y, obviamente, cuando los empresarios no poseen recursos para desarrollarlas piden créditos a los bancos. Ello es muy natural. Y muchos de los préstamos bancarios provienen de los fondos de las AFP. En consecuencia, todos estos créditos deben contar con las garantías correspondientes.



Cuando hablamos de hipotecas comunes y corrientes, se sabe que se trata de un bien inmueble que se remata y producto de ello se recupera la plata. También existen las concesiones de obras públicas, que son bienes nacionales de uso público. Son concesiones a 25, 30 y hasta 35 años respecto de caminos, de carreteras o de otras obras públicas, como los puertos y los aeropuertos. En esos casos, también se permite la hipoteca. Pero como la situación que nos ocupa es distinta, se está adecuando la legislación para hacerla realizable en una hipoteca cuando se entrega una concesión marítima en este rubro.



Por eso se señala claramente que la nueva disposición busca adecuar la garantía hipotecaria sobre el uso de la concesión a las particularidades del derecho del concesionario de acuicultura, que no es lo mismo que las otras hipotecas que ya he mencionado -precisamente porque esta concesión no tiene el dominio sobre bienes materiales, sino sobre un derecho de uso-, de manera que pueda explotar de modo idóneo el derecho adquirido.



Atendidas las particularidades reseñadas, se propone la incorporación de varias adecuaciones al procedimiento judicial destinado a realizar la hipoteca. El mecanismo de garantía opera en todas las concesiones que otorga el Estado. En la iniciativa solo se regula dicho sistema para la acuicultura. Este favorecerá a todos los acuicultores del país, chicos, medianos y grandes.



Por lo anterior, en la Comisión de Hacienda encontramos muy claras las explicaciones del Ejecutivo, de los técnicos y de los interesados, todos los cuales estaban de acuerdo con la norma. Y por ello nosotros la aprobamos en esos términos.



En consecuencia votaré a favor, porque creo que el precepto es bueno para el interés y el desarrollo de nuestro país.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, hace pocos días -obviamente, antes de la elección- me llamaron de la radio Biobío para preguntarme cuándo íbamos a tramitar y en qué plazo la iniciativa que privatizaba el mar. Yo les señalé: “¡Qué raro! Lo mínimo que deben hacer es leer el proyecto” -como le sugerimos a algunos parlamentarios- “porque hace exactamente lo contrario”.



Ahora bien, el punto es que si uno revisa la ley vigente, en ella se dispone: “Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico”, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.



En segundo término, aquí se hace un juego como si fuéramos muy pequeños o ingenuos, en cuanto a que el hecho de aprobar la mitad de los informes ambientales significaría pasar con nota 3,5. Pero se obvian todas las exigencias que también producen caducidad y problemas, como el uso de antibióticos, químicos o elementos farmacéuticos; la mala ubicación; el escape de salmones; las normas ambientales; las normas sanitarias, como si todas ellas no existieran. Por último, saquen la nota promedio.



En tercer lugar, tampoco se ha leído, o no se quiere mostrar, lo relativo a la fiscalización. Los informes ambientales hoy los elaboran los titulares. Mediante el proyecto, ello queda entregado al Servicio Nacional de Pesca y a aquel que él delegue. Y con tal objeto, además, se aumentan los ingresos por la vía de las patentes, para que la fiscalización se efectúe de verdad.



Por otro lado, de nuevo se busca, de alguna manera, cambiar el foco de atención. Se dice: “No se aplicarán las causales de caducidad...”. Pero hay que leer con exactitud el párrafo. Ello es en el tiempo en el cual se produce el embargo y se hace la transferencia por razones forzadas o las que allí se señalan. Por lo tanto, es ese tiempo el que no se computa como elemento de caducidad, no todas las causales contenidas en el proyecto.



Con estos ajustes espero que haya un poco más de sentido común en la votación, independiente de la posición ideológica o de otras razones de fondo que no se desean dar a conocer.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, ya que he sido interpelado para explicar algo que no es fácil, repetiré lo que señalé en la última sesión.



De partida, aquí hay varios errores jurídicos -y lamento no haberme preocupado de tratar de corregirlos- en la noción misma de la ley en proyecto.



Primero, aplicar en general el concepto de hipoteca sobre bienes de carácter personal y no real. Porque aquí la hipoteca y la propiedad caen sobre un derecho personal: la concesión. Se trata del derecho a explotar una actividad productiva determinada. No es una garantía sobre el bien.



Esto es como pensar que sobre un camino concesionado hubiera autorización para construir edificios. La concesión caminera es solo para caminos. Y punto.



Acá la concesión es para explotar la actividad acuícola, no para otra cosa. Por ende, no existe colisión de intereses con la explotación de otras actividades productivas en el agua. Perfectamente, donde hay jaulas, un pescador artesanal podría pescar; no existiría razón alguna para prohibírselo, porque el derecho del concesionario no alcanza a la actividad de la pesca artesanal.



Eso, en primer lugar.



¿Y por qué digo que hay errores jurídicos?



Dentro del sistema conservatorio tenemos un Registro de Aguas. Y sucede que la hipoteca se inscribe en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces, pensando como si fuera un bien raíz.



Entonces, volvemos a considerar la situación como si se tratara de una hipoteca normal, que fue lo que intenté aclarar en la sesión anterior.



Eso, en segundo término.



En tercer lugar -y esto lo voy a explicar desde un punto de vista estrictamente jurídico-, es obvio que un concesionario deudor afectado por causales de caducidad pueda abandonar la explotación porque perderá la concesión. Entonces, durante el período que va desde la medida prejudicial con que se inicia el juicio hasta la adjudicación de la concesión por el nuevo titular, quien la adquiere por la vía judicial, de aplicarse a la caducidad lo que la ley en proyecto está pensando -no digo que sea bueno o malo; solo estoy señalando lo que expresa la iniciativa-, no termina la concesión por la vía de la caducidad y, por ende, no se hace efectiva la continuación de la explotación por el nuevo titular.



Esto es lo mismo que cuando a una persona le cobran una deuda garantizada por una hipoteca -y voy ahora a la hipoteca de un inmueble- sobre el departamento donde vive: mientras no existan una sentencia de término y una orden de entrega material del inmueble por parte del titular, el deudor sigue usufructuando de él.



Un embargo o una medida prejudicial no significan el término del uso ni del goce del bien en que recaen.



Entonces, como esta concesión, por definición, se refiere solo al uso y goce, mientras se está tramitando el juicio el concesionario sigue explotándola.



Por consiguiente, el proyecto procura evitar que, por la vía del abandono u otra, caduque la garantía que se establece.



Me parece que eso es de la lógica propia del sistema de garantías, no solo chilenas, sino mundiales.



En todo caso, no me pronunciaré sobre si es bueno o malo, conveniente o inconveniente, pues estoy pareado, de modo que no puedo votar. Solo intervine para intentar que se entienda exactamente cuáles son los alcances jurídicos que visualizo en el artículo 81 bis.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente...



Parece que alguien se tropezó. ¡Es un problema común últimamente...!



Señor Presidente, como lo sostuve en la sesión anterior, aquí hay que preguntarse si queremos que la acuicultura pueda desarrollarse o no.



Si estamos porque pueda desarrollarse -ya veremos en cuáles condiciones-, es lógico definir sobre qué base.



A ninguna actividad le resulta factible desenvolverse en el tiempo si no es en función de la certeza jurídica. De lo contrario, no existe estabilidad.



En tal sentido, todo el problema de la hipoteca tiene una lógica irreversible, incuestionable.



Si no se entiende eso, tampoco puede entenderse de qué estamos hablando.



Ese es todo el problema, señor Presidente.



Ahora, si se quiere emprender una actividad, toda forma de garantía tiene un sentido: se dispone para unos pocos, o bien, para posibilitar la competencia y la existencia de gente que, a falta de capital, entre en ella por su inteligencia, por su capacidad. Si no tiene recursos, ¿cómo accede al crédito? A través de la hipoteca.



La hipoteca tiene ese sentido: afectar un bien para obtener un préstamo que permita llevar a cabo determinada actividad.



Eso es lo que está en juego aquí, señor Presidente.



Por ello, cualquier traba que se ponga va contra la existencia misma de un emprendimiento y -esto es igualmente grave- a favor de que solo puedan emprender quienes tengan el capital y no aquellos que intenten crecer sobre la base de la facilitación del crédito.



Con la actual concentración de la riqueza, está más claro que nunca que una de las formas de evitar que aquello continúe es permitiendo, en el caso que nos ocupa, que el crédito llegue a muchos emprendedores interesados en la acuicultura.



Por eso, toda esta normativa se fundamenta en una realidad que excede las circunstancias de hoy: la de realizar un emprendimiento con acceso a un crédito que tenga bases seguras y con certeza jurídica respecto de una actividad que claramente -como lo afirmé en días recientes- no es extractiva, sino más propia de la agricultura. La agricultura se realiza en la tierra; la acuicultura, en la primera etapa -la de los alevines-, en agua dulce, y en la fase productiva propiamente tal, en lagos o en el mar. Y si se lleva a cabo en el mar y queremos darle certeza jurídica, están de por medio la concesión y -consustancial a  ella- una  forma de  garantía, la hipoteca, que -según lo ha explicado de manera reiterada el Senador señor Vásquez- no obedece a lo tradicional, pero sí a la esencia del concepto de afectación de un bien al objeto de que un tercero otorgue, sobre esta base, los recursos suficientes para llevar adelante el emprendimiento.



Por lo expuesto, no podemos definir sobre la materia si no es en función de lo que se está planteando mediante la normativa que nos ocupa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, considero que, en efecto, esta iniciativa avanza con relación a la ley del 91 al transformar concesiones indefinidas en concesiones por veinticinco años.



Se ha usado bastante este argumento, y yo me hago cargo de él.



Creo que en las condiciones de 1991, cuando sabíamos muy poco de las potencialidades de la industria en comento, fue una opción razonable establecer concesiones con carácter indefinido a los efectos de garantizar la mayor certeza jurídica en una industria todavía naciente.



Ahora, casi dos décadas después, es ampliamente justificable revisar aquella modalidad y pasar a una concesión por 25 años.



Sí, debo dejar consignado a la vez que, aunque el artículo 69 de la Ley General de Pesca y Acuicultura habla de que las concesiones serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, no se dispuso un mecanismo legal para la constitución de hipotecas. Y eso es justamente lo que busca este proyecto.



Desde tal perspectiva, me parece que hay un retroceso.



Una cosa es que alguien establezca una garantía relacionada con un bien de su propiedad y otra muy distinta que se utilice como garantía un bien de uso público.



Desde ese punto de vista, creo que se está premiando a una industria que ha tenido un comportamiento deficiente en muchos ámbitos, particularmente en el laboral y en el ambiental.



Considero que se da un tratamiento discriminatorio en favor de esta industria. Otros sectores, afectados también por problemas, van a reclamar en algún momento un trato excepcional. Y lo es el garantizar créditos con bienes que no son de propiedad personal.



Se trata -reitero- de un tratamiento completamente discriminatorio, de una particularidad dentro del sistema chileno.



De otro lado, estimo que, por la vía de los remates que obligatoriamente deberán realizar los bancos de las concesiones que vayan acumulando, se generará además un mecanismo de aceleramiento de la concentración de ellas.



Por esa razón, pienso que, en este aspecto, la ley en proyecto significa un fuerte retroceso.



Me parece, señor Presidente, justificado el concepto de que a través del mecanismo del remate de las concesiones que garanticen créditos se abre paso a un proceso que tiene mucho de privatización del mar.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque esta discusión se parece a las películas que, cuando chico, uno iba a ver una y otra vez a los “rotativos”: llevamos ya varias sesiones hablando del mismo asunto, y el debate se repite y se repite.



Ya se acabaron los “rotativos”. No tenemos tiempo para reiterar las argumentaciones en varias oportunidades.



Aquí hay algo muy simple: se está precisando un derecho. Y la discusión sobre la garantía no tiene nada que ver con el debate sobre los derechos laborales, ni con el relativo a la situación ambiental. Esas son -por así decirlo- otras disposiciones; y, por cierto, habrá que cautelar mejor que se encuentren bien desarrolladas o expresadas.



El problema de fondo estriba en si se le quiere dar mayor garantía, para que funcione bien, a una industria que ha sido exitosa; que ha enfrentado problemas de distinta naturaleza -quizás eso derivó en aquello en lo que estamos hoy-, y que resulta necesaria, pues da trabajo y permite aprovechar los recursos marítimos de manera original, como lo están haciendo muchos otros países (de modo que tampoco hemos inventado la rueda).



Ahora bien, me sorprende que los autores de un proyecto que posibilitó traspasar las concesiones no permitan ahora hacer entrega de derechos menores.



En Derecho existe una máxima que dice que quien puede lo más puede lo menos. Si me es factible vender un bien, con mayor razón puedo hipotecarlo. Si no pudiera venderlo, difícilmente me resultaría factible hipotecarlo. Pero si ello ya está autorizado por ley, si se encuentra instalado en el ordenamiento, no veo inconveniente en que se precise una forma de garantía para que la industria en comento funcione mejor.



En ningún sentido estamos avanzando en la idea de la privatización. Porque ya habría sido privatización la posibilidad de vender una concesión, de disponer de un bien de uso público, lo que no es así. Se trata de un derecho sobre el uso de ese bien. Así de claro.



Por lo tanto, desde el ángulo jurídico, no existe error alguno. Quizás el error radica en llamarlo “hipoteca”. Pero esa es una cuestión semántica. Lo que se quiere es garantizar el acceso al financiamiento.



Si eso no se puede hacer, ¿por qué sí es factible vender?



Me parece que estamos enredados en algo completamente irreal y dificultando el resurgimiento de una industria necesaria.



Cautelemos los derechos de los trabajadores con la mayor fuerza posible; aseguremos que el medio ambiente se respete con toda convicción, pero no dejemos que esa industria muera por falta de financiamiento cuando existen posibilidades de procurarlo mediante el perfeccionamiento de un instrumento utilizado en nuestra legislación para muchas actividades.



Por consiguiente, se está permitiendo que acceda a esa forma de garantizar crédito una industria que requiere financiamiento.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 21 votos a favor, 7 en contra, 2 abstenciones y 1 pareo, se aprueba el rubro “Hipoteca” (numerales 17) y 18) del artículo 1º y artículo 12 transitorio).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Ávila, Gazmuri, Girardi, Naranjo, Navarro, Núñez y Ominami.


Se abstuvieron los señores Letelier y Ruiz-Esquide.


No votó, por estar pareado, el señor Vásquez.
El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, le ruego agregar mi voto favorable.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de Su Señoría de pronunciarse favorablemente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, el rubro Patente incide, por una parte, en la letra a) del numeral 19) del artículo 1º del proyecto, que dice:



“19) En el artículo 84:



“a) Intercálase en el inciso primero, a continuación del punto seguido que pasa ser coma, la siguiente oración “salvo en el caso de concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, las que pagarán 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.”.”.



También tiene que ver con el rubro Patente el artículo 1º transitorio, que expresa:



“Artículo 1º.- El aumento del monto de la patente por concepto de concesiones o autorizaciones de acuicultura, cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, que por esta ley se establece en el número 19) del artículo 1º, entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario:



“a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea.



“b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea.



“c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea.



“d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.



“Durante los años 2010 a 2015, los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura de peces exóticos que hayan utilizado, en el año calendario anterior, la franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores hasta por el 90% del total del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la ley N° 19.518, tendrán derecho a un descuento en el cargo por concepto de pago de la patente única de acuicultura para el año respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el valor de la patente que se deba pagar, de conformidad con el inciso anterior, y el valor de la patente vigente al  1 de enero del año 2009, multiplicada por el número de hectáreas por el cual el titular del centro de cultivo pagó la patente el año calendario anterior. En el caso que el descuento sea superior al cargo que corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado en UTM se imputará al pago de la patente del año o años siguientes, según corresponda.”.
El señor LETELIER.- ¿Dónde vamos?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el rubro Patente, que comprende la letra a) del número 19) del artículo 1º y el artículo 1° transitorio.

El señor GAZMURI.- Un momento, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido...

El señor LETELIER.- Discúlpeme, señor Presidente.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿aquí estamos pasando de una patente de 100 mil pesos por hectárea a una de aproximadamente 350 mil pesos por hectárea?



Hago primero la consulta para ver si mi comprensión es correcta en cuanto a ese aumento ¡tan extraordinario...!

El señor DUHART (Ministro de Economía subrogante).- ¡Cinco veces más!

El señor LETELIER.- Dice la letra a) del numeral 19): “las que pagarán 10 unidades tributarias mensuales por hectárea”; o sea, 350 mil pesos.



¡Eso es lo que se paga por usar este bien nacional de uso público!

El señor ÁVILA.- ¡Por liquidarlo...!

El señor LETELIER.- No sé si nos pueden explicar qué parámetro se utiliza para llegar a esa cifra. Porque se expresa “tres veces más”, “cuatro veces más”, en fin.



Uno supone que las patentes dicen relación a la actividad económica, al rédito. No es el impuesto en sí. Esto tiene que ver con algo más que simplemente un monto.



Llama la atención, señor Presidente, porque eso es lo que se paga por usar algo que pertenece a todos los chilenos.



Por mi parte, no me he opuesto a ciertas normas -he tenido dudas sobre algunas-, pero me gustaría que se pudiese explicar el punto, pues la semana pasada se dijo que la utilización de este bien nacional de uso público significa un tremendo aporte adicional.



Me gustaría entender la cuestión, señor Presidente, porque, en determinado momento, algunos plantearon la idea de aplicar algo como un royalty por tal concepto. Somos varios los que no creemos que dichos bienes queden absolutamente iguales a como se encontraban al comienzo.



Comprendo que está bien lo del desarrollo de la industria, que puede ser algo positivo. Ello tiene sus efectos, sus externalidades. ¿Pero aquello que nos ocupa es lo que se paga por estas últimas?



Entonces, no sé si es posible una precisión.



¿Porque cuántas hectáreas comprende normalmente una concesión? Ese es el otro parámetro que sería interesante tener en cuenta.



Cuando se presenta una solicitud, no se piden 300 hectáreas en el mar. Por lo menos, es lo que he visto. Se trata de territorios más bien acotados. ¿Son de tres hectáreas? ¿De cuatro?



No sé si se pueden explicar estos aspectos antes de votar.

El señor NOVOA (Presidente).- La parte vinculada con el monto de la patente, que es la letra a) del número 19)...

El señor LETELIER.- Se hace referencia al aumento.

El señor NOVOA (Presidente).- No se altera la patente única en los casos normales, señor Senador. Ella se mantiene tal como se encuentra ahora. Pero sí varía tratándose de las “concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, las que pagarán 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.”.



No estoy expresando que las consultas de Su Señoría no sean válidas, pero la patente única que se paga en la actualidad no se incrementa. Solo en relación con...

El señor LETELIER.- Con los salmones.

El señor NOVOA (Presidente).- ...los peces exóticos -repito- se cancelará una patente de 10 unidades tributarias mensuales, en lugar de 2 por hectárea.

El señor LETELIER.- Es decir, para el dorado se conserva tal como ahora y para el salmón se aumenta hasta 10 unidades tributarias mensuales. Entiendo que el primero no es una especie exótica, pero sí el segundo.



Por eso, sería de interés conocer lo atinente a la superficie de la concesión.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra al señor Ministro para saber en forma exacta cómo opera ello en términos económicos.



Pero reitero que no se altera la situación actual, con la salvedad de que se efectúa la diferenciación...

El señor LETELIER.- El aumento es para los salmones, no para las otras especies que se pudieran explotar.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede intervenir el señor Ministro.

El señor DUHART (Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante).- Señor Presidente, daré solo algunos antecedentes acerca de la superficie promedio de las concesiones, de acuerdo con lo que se preguntó. En la salmonicultura se registran, en promedio, unas 15 hectáreas por cada una. Para contar con una referencia, puedo consignar que en la miticultura son 10 hectáreas. Ese es, más o menos, el rango.



Lo que se plantea es únicamente elevar la patente para las especies exóticas. Es una tasa por hectárea anual, que se multiplica por cinco, con un período de crecimiento gradual en los primeros años.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, he participado en el estudio del proyecto motivado especialmente por el impacto social de la crisis, como consecuencia del desempleo. Y lo he hecho con el ánimo de colaborar a que la iniciativa salga adelante.



Sobre esa base, quisiera hacer presente un problema que se observa con motivo de la redacción aprobada por la Comisión de Hacienda, que modificó el texto inicial de la Comisión de Pesca y que dice: “Con todo, la Subsecretaría podrá renovar la concesión al titular si, previo informe de la Dirección del Trabajo, constata una conducta laboral irreprochable del concesionario con posterioridad a los hechos que configuraron la sanción prevista en el inciso anterior.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Senador. Se suscita una dificultad ligada a la información que se dio.



Se halla en discusión solo lo relativo a la patente, que corresponde a la letra a) del número 19). Ello no se extiende a la letra b).

El señor ESCALONA.- Me inscribo de antemano, entonces, para intervenir acerca de esta última, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- La letra b) del número 19) se encuentra dentro del rubro Concesión de Acuicultura”, votado en primer lugar, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Lamento que el cambio en la metodología de la discusión haya modificado completamente la posibilidad de participar en el debate señor Presidente.



De todas maneras, quiero utilizar mis cinco minutos para solicitar al Ejecutivo, en relación con tal caso, que retire esa parte de la redacción en el último trámite en la Cámara de Diputados, porque estoy absolutamente convencido de que hace volver a fojas cero las normas sobre prácticas antisindicales que se contemplan.



Tratándose de una persona que registre tres prácticas sucesivas de esa índole, lo cual constituye una causal de término de la concesión, la expresión “Con todo”, agregada en la Comisión de Hacienda, implica que bastará simplemente el informe de la Dirección del Trabajo para que la sanción no sea aplicable.



Lamento que ello se haya introducido sin consultar a quienes más estuvimos interesados en el desarrollo del proyecto, porque estoy convencido de que el factor de las prácticas antisindicales -como lo he expresado ya en otros momentos de la discusión- influyó decisivamente en la catástrofe ecológica.



Quiero reiterarlo aquí: cuando los trabajadores hicieron ver que en las jaulas no se observaba solo 8 a 10 por ciento de mortandad, que es lo normal, sino 25 a 30 por ciento -como lo consignaron los dirigentes sindicales durante la labor de la Comisión de Pesca-, fueron despedidos. Y los dirigentes sindicales, por atender a un problema sanitario de la producción, fueron desconocidos o simplemente perseguidos. Entonces, la cuestión de la práctica antisindical se halla directamente vinculada con el desastre ecológico y posterior desastre económico.



En consecuencia, como queda aún el trámite en la Cámara de Diputados y el cambio en el sistema de votación me impidió pedir el pronunciamiento separado acerca del inciso al cual aludo, quiero volver a apelar al Ejecutivo -porque ya lo hice de un modo directo- con el fin de que en la etapa final de la iniciativa se pueda retirar esa norma.

El señor NOVOA (Presidente).- En la Versión Oficial quedará constancia de su posición y de la petición que formula, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo referirme solo a la letra a) del artículo 84.

El señor NOVOA (Presidente).- Es la que corresponde votar, Su Señoría, junto con la disposición transitoria relativa al pago de las patentes. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en esta oportunidad no voy a formular una pregunta, sino a expresar mi admiración, sencillamente, por el hecho de que una vez más se insista en la idea expresada en el inciso segundo, el cual dispone lo siguiente:



“El producto de la patente referida precedentemente, se distribuirá entre las regiones y comunas del país en la forma que a continuación se indica:



“1) El 50% se incorporará a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que anualmente se le asigne, en el Presupuesto Nacional, a la región correspondiente”.



Ello es una burla, porque constituye un criterio que ya conocimos en relación con las patentes mineras, caso en el cual lo normal es que el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo reste exactamente el valor respectivo del Fondo.



Creo que lo anterior no es un adelanto en la reclamación de que todo aquello que es producto de la labor local quede en las regiones y comunas respectivas, pues, a renglón seguido de la mención en tal sentido, se señala que 50 por ciento de las patentes se incorporará a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. ¿Y quién asigna este último? El Gobierno central.



¡Ese no es el espíritu de la reforma constitucional que abordamos hace poco tiempo!



¡Eso no es lo que hemos requerido permanentemente sobre todo los Senadores de algunas regiones, quienes hemos vivido muy directamente lo que han significado las patentes mineras, un porcentaje importante de las cuales no ha quedado para el beneficio local, en definitiva!



Por esa razón -y también por otras, de un carácter diferente, que también he expuesto en ocasiones anteriores-, voy a votar en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Solo quiero dejar constancia de que esa norma sobre la distribución no fue objeto de discusión con motivo del proyecto. Se mantiene exactamente igual. Ningún precepto incide en ella.

El señor NÚÑEZ.- Era el momento de modificarla.

El señor NOVOA (Presidente).- En el caso que nos ocupa únicamente se aumenta el valor de la patente respecto de algunos cultivos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 18 votos a favor, uno en contra, 4 abstenciones y un pareo, se aprueban el número 19), letra a), y el artículo 1° transitorio, disposiciones correspondientes al rubro Patente.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Núñez.



Se abstuvieron los señores Ávila, Cantero, Letelier y Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Vásquez.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación se halla el rubro Aspectos Laborales, al cual se refieren los artículos transitorios 4° y 16.

El señor LETELIER.-¿Se trata de dos votaciones, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Es una sola, señor Senador.



La primera de esas normas expresa que “Los efectos laborales que se produzcan por aplicación de la presente ley se regularán mediante la normativa que se dicte al efecto.”. La segunda dispone que “Durante el año 2010, la Subsecretaría del Trabajo podrá destinar hasta el 20% de los recursos del programa escuela de formación sindical a la capacitación y desarrollo sindical de los trabajadores de la industria acuícola y de los dirigentes de sus organizaciones sindicales.”.



Cabe consignar que al texto del artículo 4° transitorio acogido en general no se le introdujo ninguna modificación posterior, por lo que debió haber quedado aprobado automáticamente. Pero, como se pidió votar todo el proyecto, es preciso someterlo al pronunciamiento de la Sala.



Por su parte, el artículo 16 transitorio fue objeto de unanimidad en la Comisión de Hacienda, de modo que tampoco iba a ser susceptible de un gran debate.



En votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro para fundamentar el voto.



--(Durante la votación).
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en materia laboral, el recurso humano es fundamental en todo tipo de actividades. Y ello se comprueba particularmente en aquella que nos ocupa, porque, como quedó demostrado, la capacitación y el empleo de mano de obra especializada en las jaulas, al igual que en todo el proceso previo de selección de ovas, en el laboratorio, resultan vitales.



Debo insistir en que, durante largos años, las empresas salmoneras no tuvieron ningún tipo de regulación adicional a la contenida en la normativa laboral, la cual incumplieron gravemente.



Quiero recordar que, en Puerto Montt, junto con la CUT y dirigentes de trabajadores del sector presentamos un recurso en contra de un grupo de abogados que había elaborado listas negras de dirigentes y trabajadores que recurrían a los tribunales para defender sus derechos. En ellas, publicadas en una página web, se sugería directamente no contratarlos.



Senadores que participamos en la Comisión de Pesca formulamos una indicación, que fue acogida, a fin de que se incluyera el concepto de que las faltas a la legislación laboral debían dar paso a la caducidad de la concesión. El Ejecutivo terminó enviando otra -entiendo que ya fue aprobada- para desechar lo que se había acordado.



A mi juicio, el que señalo constituye el único elemento real al que cabe apelar. Porque si existe algún interés que lleva a las empresas a respetar las normas no es la presión de la Dirección del Trabajo, la presencia de inspectores. Cada vez que se ha fiscalizado, se encuentran preparadas. Lo que ocurre es que la confianza se halla debilitada y existen graves insuficiencias de ese organismo para cumplir con dicha tarea.



En tal sentido, dentro del paquete de las disposiciones propias de ese ámbito -independiente de los artículos en votación-, considero absolutamente negativo que el Ejecutivo haya patrocinado el reemplazo de lo que la Comisión aprobó para lograr algo esencial: que quien nada haga, nada tema. Si la empresa salmonera va a cumplir la normativa laboral, no debe abrigar ningún recelo en orden a perder la concesión.



De ese modo se pondría dicho factor en igual situación que lo ambiental, lo sanitario, para que fueran objeto del mismo tratamiento. No estoy de acuerdo con que reciban una consideración diferente el cuidado del medioambiente, por una parte, y el respeto de los derechos laborales, por la otra. Sin duda, ambos van de la mano. Su estatus es equivalente.



Al quedar la norma como la vemos, se respetan más los peces que los hombres. ¡Así es! Es decir, fijamos condiciones para el tratamiento de los salmones, del medioambiente, y disponemos allí la caducidad; pero, para el respeto de los derechos de hombres y mujeres que se desempeñan en la industria salmonera, no la contemplamos. Aplicamos más restricción, más castigo cuando se dañan el medioambiente y los peces que cuando se afecta a la dignidad de los trabajadores.



Las disposiciones en votación también se refieren a mejoras en la capacitación, señor Presidente, pero voy a abstenerme -como lo he hecho respecto de otras normas-, porque la matriz de la generación del proyecto no ha puesto el acento en el cuidado del medioambiente, sino en el giro accionario o económico.



Espero que los tribunales del trabajo cumplan su cometido. Y lamento profundamente que se haya eliminado la caducidad por la infracción a las normas laborales, única manera, a mi juicio, después de conocer por muchos años la situación, de que la industria se hubiera preocupado de no violentar y, por tanto, de respetar los derechos de los trabajadores.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero manifestar mi apoyo a las normas en votación, por los siguientes motivos.



En primer lugar, se determina que se va a dictar un estatuto especial -entiendo que este es el alcance del artículo 4º transitorio, y deseo que de ello quede constancia en la Versión Oficial- para regular los “efectos laborales que se produzcan por aplicación de la presente ley”.



Sin duda, será materia del debate lo relativo a qué trabajadores quedarán comprendidos por las disposiciones respectivas. ¿Solo los que se desempeñen en las jaulas? ¿Los buzos? ¿Los ayudantes de los buzos? ¿Los que se hallan en tierra vinculados al proceso de faenamiento?



Entiendo que todos ellos se consideran, en la medida en que se hace referencia a “Los efectos laborales que se produzcan por la aplicación de la presente ley”. Es decir, se incluye todo el ciclo.



Quiero afirmar, señor Presidente, que se trata de un avance tremendamente importante.



Si rigiera una norma similar para el sector agrícola, un estatuto especial para los temporeros, probablemente no se viviría el tipo de problemas que se plantean en esa actividad, donde se ha ido agudizado el abuso en las formas de pago por trato; donde se han ido disminuyendo sucesivamente los ingresos y aún se da la presencia de enganchadores y empresas contratistas; donde todavía no se cumplen las condiciones adecuadas de trabajo.



Entonces, entendemos que aquí existe un mandato legal de generar un estatuto especial para los trabajadores vinculados a la industria acuícola.



Repito, señor Presidente, este es un avance tremendo. 



Uno de los sectores donde ocurren más accidentes laborales y hay más muertos vinculados a ellos es precisamente el de esta industria. ¡Para qué hablar de cierto tipo de accidentes que acontecen! 



Quiero felicitar a los miembros de la Comisión, porque la norma respectiva representa un progreso. Ahora, que vaya a ser respetada, es otro problema. Y le corresponderá a la autoridad de turno velar porque así ocurra.



De otro lado, que pueda destinarse una cantidad de recursos del programa escuela de formación sindical a la industria acuícola constituye, a mi juicio, un reconocimiento a un segmento muy voluminoso de trabajadores que requieren contar con apoyos significativos.



Anuncio mi voto favorable.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, por su intermedio -pues por Reglamento no puedo dirigirme expresamente a él-, quiero solicitar al Senador señor Navarro que cambie su posición de abstención por un voto a favor. 



Lo pido con mucha humildad, porque estamos frente a dos artículos que van en directo beneficio de los trabajadores, cuyos dirigentes sindicales nos acompañan en las tribunas. Ellos nos pidieron especialmente respaldar ambos preceptos, acogidos por unanimidad en la Comisión de Pesca, que fue la que trató con más acuciosidad este proyecto.



Existen múltiples aspectos que la normativa actual no contempla y que deberán traducirse en disposiciones dictadas por la autoridad pertinente, en particular por el Ministerio del Trabajo. Pero se necesita el respaldo de una ley. 



En otras palabras, si dicha Secretaría de Estado plantea los preceptos correspondientes y el Parlamento no los aprueba, el artículo 4° transitorio no tendrá ninguna validez y todo el esfuerzo realizado con el propósito de que los trabajadores del sector cuenten con un estatuto especial que efectivamente resuelva de mejor manera el grave deterioro de la relación social que se produjo en la industria del salmón carecerá de sentido.



Hago esta solicitud con mucho respeto y, al mismo tiempo, con mucha claridad, pues la citada disposición es muy necesaria. 



Lo mismo el artículo 16 transitorio, referido a un problema crónico del sindicalismo actual: la capacitación.



No creo que ninguno de nosotros no ocupe la palabra “moderno”. Siempre decimos que queremos un Chile moderno, una sociedad moderna, un sindicalismo moderno, en fin. La verdad es que este vocablo es casi un lugar común, pero, para asumirlo en rigor, necesitamos atender la situación de personas que le quitan una parte del ingreso a su propia familia con el objeto de realizar sus actividades sindicales y que, en no pocos casos, las financian con su propio bolsillo. Porque el Estado democrático, por mucho que haya avanzado hasta ahora, no cuenta con mecanismos que efectivamente permitan tener un sindicalismo moderno. No sé si sea la primera vez, pero esta es una de las escasas ocasiones en que una legislación incluye recursos para la formación sindical.



Para mí sería muy lamentable, triste y penoso que parlamentarios del ala progresista del Congreso, con quienes compartimos estas preocupaciones, no nos ayudaran a aprobar las normas en cuestión con su voto favorable.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Aspectos Laborales (23 votos a favor, 2 abstenciones y 1 pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Ruiz-Esquide.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, debe votarse el rubro Exigencias Sanitarias y Medioambientales, que comprende los números 20; 21; 22; 23, letras a) y b); 24, y 25, letras a) y b); y los artículos 3º y 6º permanentes y 2º, 9º (ambos de quórum calificado), 11 y 13 transitorios. 


Dichas disposiciones expresan:



Número 20:



“20) Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 86, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:



“Dichas medidas podrán incluir la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, el establecimiento de condiciones sanitarias para las actividades de acuicultura, así como para el transporte, lavado, procesamiento, desinfección y demás actividades relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas y la sujeción a la vigilancia y control de la autoridad de la aplicación de antimicrobianos y otros productos destinados al control de patologías y plagas. El reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento de las agrupaciones de concesiones, las condiciones que deberán cumplir las pisciculturas y los centros de cultivo en agua dulce, los informes que deberán ser entregados periódicamente por los titulares de los centros de cultivo cuyo contenido deberá referirse como mínimo al uso de antimicrobianos, vacunas, químicos y tratamiento de desechos.  Prohíbese la aplicación de antimicrobianos en forma preventiva la acuicultura y todo uso perjudicial para la salud humana.



“Los procedimientos específicos y las metodologías de aplicación de las medidas antes señaladas serán establecidos mediante programas generales y específicos dictados por resolución del Servicio.”.


Número 21:



“21) Incorpórase el siguiente artículo 86 bis:



“La Subsecretaría deberá establecer, por resolución, densidades de cultivo por especie o grupo de especies para las agrupaciones de concesiones que se hubieren fijado, de conformidad con el siguiente procedimiento.



“La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo mediante informe técnico, económico y ambiental que será remitido en consulta al Servicio y al Instituto de Fomento Pesquero. Emitido el pronunciamiento de ambas instituciones y analizadas e incorporadas, en lo que corresponda, las observaciones formuladas, se remitirá en consulta la propuesta a los titulares de las concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las agrupaciones de concesiones. Dichos titulares tendrán el plazo de un mes para remitir sus observaciones aportando los antecedentes que las funden.



“Vencido el plazo antes señalado, la Subsecretaría fijará, por resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una de las agrupaciones de concesiones.



“Dentro del plazo de 10 días, contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, se podrá reclamar la densidad fijada ante el ministro, acompañando los antecedentes en que se funde el reclamo. El ministro se pronunciará en el plazo de 10 días hábiles.



“Al término de la etapa de engorda del ciclo productivo, será revisada la densidad de cultivo, a petición de  cualquiera de los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de la agrupación de concesiones respectiva, atendiendo a los antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria.



“Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área utilizada con estructuras de cultivo, al término de la etapa de engorda del ciclo productivo. Para dar cumplimiento a las exigencias de densidad en el caso de los peces, se establecerá el número de ejemplares máximo a ingresar a las estructuras al inicio de la etapa de engorda del ciclo productivo considerando a lo menos la profundidad útil de las estructuras, la mortalidad esperada y el peso promedio de los ejemplares a la cosecha. El reglamento, previo informe técnico de la Subsecretaría, establecerá la fórmula de cálculo. En los demás casos se estará a lo dispuesto en el reglamento.”.


Número 22:



“22) Incorpórase el siguiente artículo 86 ter:



“En los casos en que el Servicio haya determinado una condición sanitaria de riesgo entre zonas o agrupaciones de concesiones, no se autorizará el tránsito de embarcaciones que presten servicios a los centros de cultivo desde zonas o agrupaciones de concesiones que presenten una condición sanitaria de mayor riesgo a otra de menor riesgo, salvo que estas embarcaciones sean desinfectadas en estaciones de desinfección autorizadas por el Servicio. Estas estaciones deberán cumplir los protocolos de desinfección establecidos en el reglamento. 



“Las estaciones de desinfección se ubicarán en los sectores que determine el Servicio atendiendo a condiciones de bioseguridad y la obtención de las concesiones marítimas o permisos que se requieran para estos efectos se someterán a las disposiciones del D.F.L. Nº 340 de 1960 sobre concesiones marítimas o la normativa que la reemplace.



“Para los efectos de la fiscalización de la prohibición de tránsito o del sometimiento a protocolos de desinfección de conformidad con este artículo, se exigirá a las embarcaciones antes señaladas el uso del sistema de posicionamiento automático a que se refiere el artículo 122 letra l).



“El armador cuya embarcación no dé cumplimiento a las disposiciones de este artículo será sancionado con la prohibición de zarpe de la nave por el plazo de tres meses. Estas infracciones no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Las sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles. Resuelto el recurso de reclamación o vencido el plazo para interponerlo, la Subsecretaría comunicará a la Autoridad Marítima la resolución que impone la sanción para que haga efectiva la prohibición de zarpe a partir de la fecha de dicha comunicación.



“En caso de reiteración de la infracción por una misma nave, el plazo de duración de la prohibición de zarpe se duplicará.



“La prohibición de zarpe que dispone el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la facultad de la Autoridad Marítima para autorizar el zarpe en casos de peligro de la vida humana en el mar, para la seguridad de la embarcación, o para reparaciones o mantención de la misma.



“Los titulares de las estaciones de desinfección autorizadas que no cumplan los protocolos establecidos, serán sancionadas con la suspensión de actividades por un período de tres meses. En caso de reiteración de la infracción en una misma estación de desinfección, el plazo de suspensión se duplicará. Estas infracciones se someterán al procedimiento previsto en este artículo.”.


Número 23, letras a) y b):


“a) Intercálanse en el inciso primero, a continuación de la palabra “capacidades”, las expresiones “de carga”, y agrégase, antes del punto aparte, que pasa ser coma (,), las siguientes oraciones “que asegure la vida acuática y la prevención del surgimiento de condiciones anaeróbicas en las áreas de impacto de la acuicultura. Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares exóticos en cultivo, las que incluirán las referidas a la seguridad de las estructuras de cultivo atendidas las características geográficas y oceanográficas del sector, las obligaciones de reporte de estos eventos y las acciones de mitigación, las que serán de costo del titular del centro de cultivo.”.



“b) Agrégase el siguiente inciso 2°:



“Los solicitantes de concesiones de acuicultura deberán presentar una caracterización preliminar del sitio como requisito para la evaluación ambiental de la solicitud respectiva y las condiciones aeróbicas de las concesiones de acuicultura se verificarán mediante la elaboración de informes ambientales periódicos sobre la condición aeróbica de los centros de cultivo.”.



Número 24:



“24) Introdúcense los siguientes artículos 87 ter y 87 quáter:



“Artículo 87 ter.- A fin de tener un control en línea de los parámetros ambientales de las agrupaciones de concesiones acuícolas, deberán éstas disponer de una tecnología que registre y transmita al menos indicadores de conductividad, salinidad, temperatura, profundidad, corrientes, densidad, fluorescencia y turbidez, según lo establezca el reglamento.



“Artículo 87 quáter.- Los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria, así como las certificaciones que se requieran por los reglamentos establecidos en los artículos 12, 86, 87, 87 bis y 90 bis deberán ser elaborados por las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122 letra k).”.”.



Número 25:



“25) Modifícase el artículo 90 bis en el sentido siguiente:



“a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Los viveros y los centros de matanza” por “Los centros de acopio y centros de faenamiento”. 



“b) Intercálase a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo nuevo: 



“No se autorizará la operación de centros de acopio de peces, salvo en los casos en que se utilice una tecnología o procedimiento que asegure que no se produce la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino e implementar un mecanismo bioseguro de descarga a las plantas de procesamiento, de conformidad con las condiciones establecidas en el reglamento.”.


Artículo 3° permanente:



“Se considerarán agrupaciones de concesiones en las Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, aquéllas en que el Servicio Nacional de Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



“La modificación o eliminación de estas agrupaciones se someterá al procedimiento previsto en los  artículos 2°, N° 52, y 86 de la referida ley.



“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de las agrupaciones de concesiones establecidas a esa fecha.”.



Artículo 6° permanente:



“Para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de esta ley se entenderá por agrupaciones de concesiones aquéllas definidas de conformidad con el número 52), del artículo 2°, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.



Artículo 2º transitorio:



“Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de centros de acopio de peces y la renovación de las concesiones marítimas de playa de mar, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos.



“Mientras no se dicte el reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 90 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que contemple la tecnología o procedimiento que asegure que no se produzca la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino, la Subsecretaría no podrá autorizar ninguna nueva solicitud de centros de acopio de peces. 



“En el caso de los centros cuya concesión marítima tenga por fecha de vencimiento los años 2009 o 2010, podrán seguir operando, previa renovación, hasta el 31 de diciembre de 2011.”.



Artículo 9º transitorio:



“En el plazo de cuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley la Subsecretaría dictará la resolución conforme a la cual se fije la metodología para la determinación del banco natural de recursos hidrobiológicos conforme a la cual establece la existencia o ausencia de los mismos en los informes de solicitudes de concesión de acuicultura.


“Mientras no se fije la metodología para la determinación de banco natural, no podrán solicitarse relocalizaciones ni concesiones de acuicultura de peces exóticos.”.



Artículo 11 transitorio:



“En el plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para complementar las medidas para prevenir los escapes de especies hidrobiológicas y establecer las acciones de mitigación de los impactos de dichos eventos.”.



Artículo 13 transitorio:



“Sin perjuicio de las normas vigentes sobre tratamiento y disposición de desechos, en un plazo máximo de dos años a partir de la publicación de esta ley, se dictará un reglamento específico que establecerá las condiciones sobre tratamiento y disposición final de los desechos sólidos y líquidos, orgánicos e inorgánicos en centros de cultivo, plantas de proceso, centros de acopio, centros de faenamiento y centros de investigación, y demás instalaciones destinadas al proceso productivo de la acuicultura, propendiéndose al reciclaje en los casos que corresponda. 



“En el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley se incorporará en los programas sanitarios que correspondan las condiciones de uso, frecuencia y tiempo del listado de químicos y desinfectantes autorizados para el tratamiento de enfermedades y la desinfección de las instalaciones en las diversas etapas de cultivo. 



“Dentro del plazo indicado en el inciso anterior, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción dictará un plan de uso de antimicrobianos cuyas medidas deberán estar destinadas a reducir su utilización en la acuicultura.”.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Exigencias Sanitarias y Medioambientales (23 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Sala debe votar las normas relativas al rubro Forma, que son el número 26, letras a), b), c) y d) y el artículo 7º transitorio, que señalan:



Número 26:



 “26) Modifícase el artículo 90 ter en el sentido siguiente:



“a) Sustitúyese, en el inciso primero, las frases “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento” y “de centros de matanza” por “de centros de faenamiento”, respectivamente.



“b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



“c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra “matanza” por “faenamiento”.



“d) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



Artículo 7º transitorio:



“El Presidente de la República deberá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura, eliminando de ella las referencias a las autorizaciones de acuicultura, salvo en las disposiciones transitorias. Las autorizaciones otorgadas a la fecha de publicación de esta ley continuarán sometidas al régimen de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En resumen, se reemplaza la frase “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



Esas son, básicamente, las correcciones, que dicen relación a la denominación de la actividad que se desarrolla.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Forma (21 votos a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Sala debe votar las normas relativas al rubro Publicidad de la Información, que son el numeral 27 y el artículo 10 transitorio, que expresan:



Número 27:



“27) Intercálase el siguiente artículo 90 quáter:



“Sin perjuicio de las normas sobre acceso a la información pública, el Servicio deberá mantener en su sitio de dominio electrónico la información actualizada sobre las siguientes materias:



“a) Solicitudes de concesión de acuicultura ingresadas a trámite señalando su número de ingreso, ubicación, superficie y grupo de especies hidrobiológicas incorporadas en el proyecto técnico;



“b) Informes sobre situación sanitaria y uso de antimicrobianos por cantidad y tipo de las agrupaciones de concesiones e informes sobre el programa nacional de vigilancia de enfermedades de alto riesgo, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86;



“La información será actualizada semestralmente.



“c) Resultados de los informes ambientales de los centros de cultivo;



“d) Zonificación sanitaria que se realice de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, indicando las zonas libres, infectadas y de vigilancia;



“e) Centros de cultivo con suspensión de operaciones por incumplimiento de las condiciones ambientales dispuestas en el reglamento; y



“f) La identificación de las embarcaciones sancionadas de conformidad con el artículo 86 ter.”.



Artículo 10 transitorio:



“La ubicación de las solicitudes de relocalización que sean presentadas en las Regiones de Los Lagos y de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de conformidad con el artículo 5º de esta ley, serán informadas por el Director Zonal de Pesca mediante reuniones periódicas a las que serán convocados los representantes de las organizaciones de la pesca artesanal de la región respectiva. Dichos representantes podrán manifestar sus observaciones en el plazo de 10 días hábiles contado desde la comunicación. Asimismo, dicha información se publicará por el mismo plazo en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca pudiendo cualquier interesado formular sus observaciones.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Publicidad de la Información (16 votos a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Orpis, Pizarro y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Honorables señores Sabag y Muñoz Barra.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, Sus Señorías deben pronunciarse sobre el rubro Nuevas Sanciones, el cual comprende los numerales 19, letra b); 28, 29 y 34, que señalan:



Número 19, letra b):



“b) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos:



“El titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical, será sancionado con una multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. Las sumas recaudadas por este concepto se distribuirán entre las regiones y comunas en la forma señalada en el inciso segundo de este artículo.



“No se renovará la concesión al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere en inciso anterior.



“Tampoco se renovará la concesión al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos. Las infracciones deberán referirse a hechos acaecidos en un mismo centro de cultivo, respecto de trabajadores del concesionario que hayan prestado sus servicios en el referido centro en la época de ocurrencia de la infracción.



“Con todo, la Subsecretaría podrá renovar la concesión al titular si, previo informe de la Dirección del Trabajo, constata una conducta laboral irreprochable del concesionario con posterioridad a los hechos que configuraron la sanción prevista en el inciso anterior.



“Las multas por prácticas desleales o antisindicales aplicadas al titular de una concesión se contabilizarán respecto de sus sucesivos titulares cuando la transferencia de la concesión se efectúe directa o indirectamente a una persona o empresa relacionada a que se refiere el artículo 81 bis de esta ley.”.



Número 28:



“28) Incorpórase en el inciso primero del artículo 118, a continuación de la expresión “en ellos”, la frase “o en los programas sanitarios dictados por resolución del Servicio de conformidad con dichos reglamentos.”.



Número 29:



“29) Introdúcense los siguientes artículos 118 ter y 118 quáter:



“Artículo 118 ter.- Serán sancionados los titulares de las concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones:



“a) En el caso de los cultivos de peces, sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento o, en el caso de los demás cultivos, no suspender el ingreso de ejemplares al centro de cultivo desde la fecha de comunicación de la evaluación negativa de la información ambiental efectuada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento.



“b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo o la coordinación de las mismas en las agrupaciones de concesiones, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.



“En los casos antes señalados, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 unidades tributarias mensuales.



“Si en el plazo de cuatro años contados desde la primera infracción, se configura una segunda infracción de las antes señaladas en el mismo centro, se sancionará al titular de la concesión con la suspensión de operaciones del centro respectivo por el plazo de tres años. Se caducará la concesión o autorización respectiva, al titular de la misma que no dé cumplimiento a la suspensión de operaciones antes indicada.



“La suspensión se hará efectiva a partir de la fecha de notificación de la resolución de la Subsecretaría que la impone. No obstante, en los casos en que existan ejemplares en cultivo a dicha fecha, la suspensión será aplicada a partir de la cosecha de éstos, quedando prohibido el nuevo ingreso de ejemplares.



“El plazo de suspensión de operaciones dispuesto en virtud de este artículo no se computará para los efectos de tipificar la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



“Se declarará la caducidad de la concesión de acuicultura, si se configura una tercera infracción de las señaladas precedentemente, en el plazo de tres años contados desde el cumplimiento de la segunda suspensión respecto de este centro de cultivo.



“En el evento de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad de los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales.



“El titular del centro de cultivo en que se constate el uso de fármacos o de sustancias químicas prohibidas para la acuicultura, será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reiterarse la infracción dentro del plazo de dos años, la multa se duplicará.



“Las infracciones de este artículo no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2º del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministro en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.



“Artículo 118 quáter.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso séptimo del artículo anterior, en caso de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos hidrobiológicos exóticos en sistemas extensivos, se presumirá que existe daño ambiental de conformidad con la Ley Nº 19.300 si el titular del centro no recaptura como mínimo el 10% de los ejemplares en el plazo de 30 días contados desde el evento, prorrogables por una vez en los mismos términos.”.



Número 34:



“34) Incorpórase el siguiente artículo 137 bis nuevo:



“El que liberare especies hidrobiológicas exóticas desde centros de cultivo al ambiente sin obtener la autorización previa a que se refiere el reglamento del artículo 87, será sancionado con multa de 100 a 3000 unidades tributarias mensuales y con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación. 



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, a quienes durante este largo debate han manifestado preocupación por el tema ambiental, quiero señalarles que el numeral 34 se halla vinculado con el llamado “escape”, que lesiona severamente a la pesca artesanal y perjudica al conjunto de otras actividades económicas que se desarrolla en el borde costero. Pues bien, aquí se establece no solo una sanción de multa, sino, además, una pena de presidio menor en su grado mínimo a medio para los responsables del mencionado delito.



Esta norma no estaba incluida en el proyecto original y tiene que ver igualmente con las numerosas opiniones que la Comisión escuchó en su trabajo, tanto en terreno como en el mismo Parlamento.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, si no me equivoco, a este rubro pertenece también la letra b) del número 19. 



Por la forma de votación, que ha sido un poquito compleja, quiero ratificarlo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Está en lo correcto, señor Senador. 

El señor LETELIER.- Gracias.



El citado numeral agrega varios incisos al artículo 84, relacionados con las sanciones por prácticas antisindicales.



Se señala que el titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical será sancionado con una multa; que las sumas recaudadas por dicho concepto se distribuirán en cierta forma; que “No se renovará la concesión” -a esto me quiero referir- “al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere en el inciso anterior”, y que “Tampoco se renovará la concesión” -discúlpeme, señor Presidente, pero esto parece digno de Ripley- “al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales”.



Me gustaría saber si en la historia de Chile hay tres sentencias ejecutoriadas por prácticas antisindicales. Lo pregunto porque esta norma, por muy bien inspirada que esté, en la práctica es letra muerta. 



Lo que uno desearía es entregar un bien nacional de uso público a empresas que quieren emprender, que tienen la posibilidad de impulsar negocios, que cuidan el medioambiente, que no generan problemas sanitarios y que respetan lo que es, de acuerdo con la OIT, el “trabajo decente”.



Sin embargo, exigir tres sanciones consecutivas, ejecutoriadas, por prácticas antisindicales, equivale a decir: “¡Hagan lo que quieran!”. Seguramente los autores de la disposición se hallan muy bien inspirados, pero, al parecer, no conocen cómo funciona realmente el Derecho Laboral en Chile; no saben lo difícil que es demostrar una práctica antisindical; ignoran cómo actúan los jueces al momento de sancionar y ejecutoriar una sentencia en esta materia. 



Y el inciso siguiente -introducido, según entiendo, en la Comisión de Hacienda- relativiza aun más la situación al establecer: “Con todo, la Subsecretaría podrá renovar la concesión al titular si, previo informe de la Dirección del Trabajo, constata una conducta laboral irreprochable”. La pregunta es: ¿irreprochable en qué sentido? ¿Desde cuándo? ¿Quiere decir eso que alguien podría tener dos o tres sanciones por prácticas antisindicales?



Lo curioso, señor Presidente, es lo siguiente.



Hoy en día son muchas las transnacionales -noruegas, específicamente- que se hallan en esta industria. En su país respetan la ley y no incurren en prácticas antisindicales porque, si lo hacen, en ese mismo minuto les quitan la concesión. Sin embargo, vienen a Chile a no respetar la ley y, pese a ello, les imponemos normas tremendamente débiles.



A mi juicio, esta parte de la legislación, aunque bienintencionada, de moderna no tiene nada. Es letra muerta; no sirve. En efecto, aquí se señala que la concesión no se va a renovar a quien “acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos”, pero ello tiene que ocurrir en un mismo centro. Es como si a la cadena de supermercados Líder, que opera con ciento cuarenta y tantas razones sociales distintas, se le exigiera incurrir en tres prácticas antisindicales en un solo local y no a la misma empresa.



Yo creo que detrás de la norma existe una buena intención. No quiero pensar que haya habido una burla a este Parlamento al redactarla. Pero la verdad es que, para quienes somos integrantes de la Comisión de Trabajo, sabemos que es poco seria, si es que efectivamente se desea dictar alguna disposición que limite el abuso de la ley laboral por parte de las empresas a las que se les va a entregar una concesión.



Voto en contra, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, debo hacer una precisión.



Desgraciadamente, esa norma ya se había votado y, por error, se incluyó acá. Pero, la Mesa no tiene problema en que se someta nuevamente a pronunciamiento. 



Sin embargo, quiero señalar algo: al revisar el comparado, me percaté de que esta disposición fue agregada en la Comisión de Hacienda. Antes no caducaban las concesiones por prácticas antisindicales.



Entonces, lo peor que se puede decir es que, a lo mejor, la modificación no avanza mucho o no lo hace de manera suficiente. No obstante, reitero que antes no existía posibilidad de sancionar esas faltas.



En tal sentido, no se trata de que la Comisión de Hacienda haya cambiado una norma vigente, sino que agregó la que está en debate, la cual, a juicio de algunos, es algo tibia o no lo suficientemente enérgica.

El señor NARANJO.- Es como ir para atrás y dar dos pasos para adelante.

El señor NOVOA (Presidente).- No, este es uno hacia adelante. Se podrían pedir cinco pasos en el mismo sentido, pero la sanción por prácticas antisindicales se introduce por primera vez.

El señor LETELIER.- No es una sanción. Constituye un Gatopardo de la peor especie.

El señor NOVOA (Presidente).- No lo sé, señor Senador. Yo no participé en las Comisiones.



No quiero argumentar más detalladamente. Sin embargo, no hay acá una modificación de la Comisión de Hacienda a textos previos, sino un agregado.



Es lo que quería resaltar. 



El Senador señor Escalona -a quien le doy la palabra- señala que no es así.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, ocurre que, lamentablemente, la indicación se presentó en un capítulo ajeno al propiamente sindical, pues figura en patentes y multas.



Entonces, en el comparado aparece en dos lugares distintos. Por eso la confusión.



Pero fue la Comisión de Pesca la que introdujo lo de las prácticas antisindicales. Puede que no sea en este mismo lugar, pero está en el proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- La Mesa solo quería precisar, pues no desea abrir una polémica que no corresponde. Pero en este artículo se introduce la cuestión en debate. Puede ser -como lo señala el Senador señor Escalona- que la Comisión de Pesca aprobase en otra disposición algo que después fue modificado.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que se trata de un precepto nuevo, posiblemente mal ubicado. Pero, en mi concepto, es una norma ineficaz, que puede prestarse para engaño en cuanto a que aquí hay un avance. Y no estoy dispuesto a ser parte de una farsa. Con ello no quiero ofender a nadie, pero para el movimiento sindical no hay progreso alguno.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- Solo intento precisar lo que se está votando. No deseo opinar sobre el mérito de una norma que recién estoy viendo en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el asunto en votación es otro. En lo laboral, el Ejecutivo ha asumido el compromiso de hacer entrega de un estatuto laboral que está elaborando con la participación de las organizaciones de trabajadores del sector.



Aquí se aumentan las sanciones y se incluyen otras causales de caducidad, como alterar la densidad. En verdad, su nivel es altísimo. Puede que a algunos no les guste, porque no aparece “la guillotina”. Pero elevar el monto de las multas no tiene sentido. Siempre hay que contrapesar la sanción con el daño causado, tal como reza la norma.



Por eso, proponemos que se vote a favor de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Por error, la disposición se ha puesto en votación dos veces. En ambos casos ya estaría aprobada, según el resultado que se registra. Se trata, específicamente, de algo que ya fue resuelto en el rubro Concesiones.



En todo caso, como se abrió debate nuevamente, ofrezco la palabra al Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta a los representantes ministeriales, porque mi inquietud se refiere a si existe realmente el convencimiento de que esto no sea una falacia. Porque -no estoy opinando sobre lo sustantivo del proyecto, pues no participé en la Comisión-, desde el punto de vista laboral, se aplicará la sanción de caducidad de la concesión cuando se cometan transgresiones sindicales tres veces consecutivas en el mismo lugar. Para qué engañarnos entre nosotros: ¡eso significa que nunca se perderá una concesión!



Entonces, me llama la atención lo propuesto. No me refiero a lo positivo del proyecto en su totalidad, pero, como alguien decía “exijo una explicación” a los capacitados exponentes ministeriales, para que me convenzan y me digan, antes de votar, que ellos creen que esta situación no constituye una falacia ni algo inalcanzable.



Un señor Senador sostenía que la norma equivale a “una tomadura de pelo” al Senado, a los trabajadores y a los interesados que pertenecen a los niveles menores.



Realmente resulta sorprendente. Yo diría que hiere la sensibilidad por la seriedad con que se debería tratar un asunto de esta naturaleza. 



Me estoy refiriendo a la redacción de esta parte de la iniciativa que dice que se caducará una concesión si se cometen transgresiones a prácticas sindicales por tres veces consecutivas. Porque sin ser experto en la materia, puedo pensar que si una empresa incurre en dos faltas seguidas y tiempo después en otra, no tendrá una sanción. 



¡Eso es una tomadura de pelo!



Por esa razón, señor Presidente, voy a votar que no.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este debate resulta interesante, porque pone más en evidencia lo que hemos venido señalando desde el principio: los Ministros de Economía y de Hacienda se transformaron en sastres a fin de hacer un traje a la medida para los intereses económicos. Eso es este proyecto. En él hay una mirada absolutamente liberal para enfrentar ciertos problemas.



Por ello, quiero insistir en los criterios vinculados a cómo se establecen las rentabilidades, los créditos y, en este caso, las hipotecas. 



Además, la iniciativa no aborda en adecuada forma todo el aspecto biológico, lo ecosistémico y los procesos en que se desenvuelve esta actividad empresarial. 



Como queda evidentemente patente con el asunto en debate, no hay ninguna medida seria y profunda de protección laboral, y los resguardos sanitarios y ambientales resultan absolutamente insuficientes.



Por eso, es tan absurdo y vergonzoso, como lo señalé anteriormente, que se renueven las concesiones con el 50 por ciento de los informes ambientales positivos, y no más de la mitad negativa. Eso no ocurre en ninguna parte. 



Por lo tanto, el proyecto que nos ocupa no es más que una pequeña pirotecnia, porque todo lo escrito con la mano se borra inmediatamente con el codo. Por ejemplo, aquí se señala que no se está privatizando un bien nacional de uso público y que se establecerán resguardos ambientales y laborales, cosa absolutamente desvirtuada.



Por la magnitud del problema que sufrimos, pienso que el instrumento legal generado no se hace cargo -ni lo hará- de las dificultades futuras y tendremos los mismos inconvenientes actuales. 



Por eso resulta interesante que de esto quede constancia en la historia de la ley para comprobarlo en diez años más. 



Con la presente iniciativa atravesaremos idénticos graves problemas de deterioro en los ecosistemas de las dos Regiones más impolutas del planeta. Estoy absolutamente convencido de que los enfrentaremos en la biomasa; en el desarrollo sustentable; en una gran depredación de las otras especies que conviven en la actividad acuícola; en un inmenso menoscabo de los programas turísticos, y en un tremendo perjuicio para los pescadores artesanales. 



Y, como se ha expresado muy claramente, no está abordado de modo alguno el pasivo ambiental generado por esta industria, que afectará a una parte importante de un ecosistema muy relevante y representativo del país.



Por lo tanto, quiero reiterar que, a mi parecer, este proyecto comunica el espíritu que lo ha inspirado. Y el Ejecutivo y los autores de la iniciativa pasarán a la posteridad, y espero que la historia los recuerde muy bien. Porque le habrán hecho un grave daño a la soberanía del país y a su desarrollo sustentable, al enmascararse una falsa política ambiental con un conjunto de criterios errados y una falsa política laboral con instrumentos que, junto con no tener dientes ni muelas, carecen de capacidad para operar y resguardar efectivamente lo que pertenece a todos los chilenos, y llevar a cabo un desarrollo armónico y sustentable, protegiendo ecosistemas que son de los pocos en el planeta que quedan impolutos. Y nosotros los deterioraremos de manera aceleradísima, como producto de estas visiones negligentes y de corto plazo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, entiendo que el Senador señor Escalona solicitó al Gobierno retirar del proyecto en el trámite de la Cámara de Diputados las disposiciones francamente lamentables que en este momento están siendo votadas. Lo cierto es que constituyen una ofensa a la inteligencia de todos quienes nos encontramos acá. Lo propuesto es realmente impracticable y no tiene parangón en otras disposiciones legales.



Creo que la Oposición estará de acuerdo con nosotros en cuanto a que estos preceptos no son solo atentatorios contra el sentido común, sino que son contrarios a las normas más elementales de desarrollo del sindicalismo moderno en Chile.



En la sesión anterior, solicité -en mis intervenciones me he dedicado a preguntar, pues no pretendo conocer todo- que me indicaran qué pasará con los pescadores artesanales. Hasta el momento no se me ha contestado. Entiendo que el señor Ministro de Economía tiene respuesta. Porque una de las cosas obvias es que durante mucho tiempo hemos tratado de defender, con escaso éxito, las cinco millas de esos trabajadores. Creo que lo hemos hecho todos. Sin embargo, dadas las características de tal actividad económica, es altamente probable que muchas veces haya dificultades y problemas para el pleno desarrollo de la pesca artesanal así como también de la acuicultura.



Qué pasará frente a situaciones de esta naturaleza, en particular en el sur del país. Porque en el norte, dada la extensión de su costa, es posible que haya una distribución relativamente equilibrada de zonas o “barrios”, tanto para la acuicultura como para la pesca artesanal.



Por consiguiente, como la mayor parte de la actividad pesquera se desarrolla en Regiones, sería bueno que, antes de seguir adelante, conozcamos la opinión del Gobierno con relación a la pregunta que formulé hace dos semanas.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, obviamente, votaremos en contra.



En verdad no alcanzo a explicarme el sentido de esta disposición, salvo -como se ha señalado acá- el de hacer una declaración puramente formal.



La concesión es por 25 años. Aquí ella no se está suprimiendo, como ocurriría en otras legislaciones, pues incluso se habla de renovarla por un plazo igual a aquel.



Conforme al texto de la letra b), una empresa que haya cometido prácticas antisindicales año por medio podría tener 14 sanciones ejecutoriadas y no obstante concedérsele una vez más la concesión. A eso llega lo absurdo del texto aprobado en la Comisión de Pesca. Porque las prácticas antisindicales deben ser por tres años, en ciclos consecutivos. Si fuera una concesión a seis años, uno podría entenderlo. Pero se trata de una a 25 años.



Si eso llegara a ocurrir, se establece en el agregado introducido por la Comisión de Hacienda del Senado que, no obstante la sanción hay posteriormente una conducta irreprochable, podría renovarse la concesión. Entonces, lo dicho desgraciadamente es cierto: se está promoviendo un proyecto donde, en la práctica, la señal que se da es la de que las malas prácticas laborales no son una causal para impedir la renovación de la concesión. Por lo tanto, otorgamos una concesión en que, finalmente, al Estado no le preocupa de manera sustantiva que se respete la legislación laboral, la cual desde muchos aspectos, es ya de suyo precaria.



Entonces, la señal que estamos dando en este aspecto con esta iniciativa, tanto para el interior del país como para la comunidad internacional, es muy negativa: la de una nación que todavía cree que el desarrollo debe basarse en condiciones laborales desmedradas. Y, a mi parecer, no tiene nada que ver con la modernización que Chile necesita.



Todos los indicadores señalan que nuestro gran problema es la productividad. Y ella requiere -está probado en todo el mundo- relaciones laborales de la hora presente, respeto al trabajador, trabajo decente, incentivos de capacitación, etcétera, y una cultura empresarial que entienda que el cumplimiento de la legislación laboral es una exigencia básica y no un detalle en una gestión empresarial moderna.



Y aquí no estamos dando esa señal, que es indispensable.



Por eso, voto que no.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Nuevas Sanciones (13 votos a favor, 9 en contra y dos abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, García, Horvath, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro y Núñez.



Se abstuvieron los señores Escalona y Pizarro.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde pronunciarse sobre el rubro Nuevas Facultades de Fiscalización.



En él inciden los numerales 30, letras a), b) y c) y 31 y el artículo 8° transitorio.



El numeral 30 propone introducir las siguientes modificaciones en el artículo 122:



“a) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:



“a) Inspeccionar y registrar inmuebles, establecimientos, centros de cultivo, centros de acopio, centros de faenamiento, recintos, naves, aeronaves, trenes, vehículos, contenedores, cajas, embalajes o envases o elementos que hayan servido para cometer las infracciones, tales como artes y aparejos de pesca donde se produzcan, cultiven, elaboren, procesen, almacenen, distribuyan y comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados.



“En el evento de oposición al registro o inspección, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública, la que contará con la facultad de descerrajar, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.



“b) Intercálase en la letra b), entre las expresiones “calidad sanitaria” y “de los productos”, la frase “de los materiales de importación usados destinados a las actividades de pesca o acuicultura, y”, y agrégase, a continuación de la voz “exportación”, un punto y coma (“;”).



“c) Agréganse las siguientes letras j), k) y l):



“j) Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados a las especies hidrobiológicas y requerir, bajo declaración jurada, informes de producción, declaraciones de stock de productos elaborados y destino de los mismos.



“k) Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria así como las certificaciones de que trata esta ley o los reglamentos dictados conforme a ella. El reglamento establecerá los requisitos técnicos y financieros que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones, las normas relativas al cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente inscripción. Los inscritos en el registro tendrán la obligación de remitir al Servicio copia fidedigna de los instrumentos elaborados dentro del plazo de cinco días, contado desde su emisión.



“El Servicio suspenderá del registro, hasta por un plazo de cinco años, a quienes pierdan uno o más de los requisitos establecidos para la inscripción. Asimismo, el Servicio suspenderá del registro, en los mismos términos antes señalados, a quienes incumplan con las obligaciones legales y reglamentarias, en los casos que el reglamento establezca.



“Se eliminará del registro a quienes elaboren los instrumentos sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.



“La suspensión o eliminación del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de la eliminación, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que forme parte.



“La inscripción en el registro tendrá una vigencia de tres años y podrá ser renovada a petición de los interesados.



“l) Exigir el uso de un sistema de posicionamiento automático a las embarcaciones que prestan servicios de cualquier naturaleza a los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones, de conformidad con las disposiciones del Título V de esta ley.”.



Por su parte, el numeral 31 incorpora el siguiente artículo 122 bis, nuevo:



“Artículo 122 bis.- El Servicio deberá elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo, a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122 letra k).



“Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio. Los titulares deberán entregar al Servicio, previo a la elaboración de la información ambiental, en la oportunidad fijada en el reglamento, el comprobante de pago de la tasa correspondiente ante la Tesorería General de la República.



“Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este artículo se presumirán válidos salvo que los afectados acrediten por cualquier vía que los mismos son erróneos, falsos, infundados o que en su elaboración se han cometido omisiones.”.



Por último, el artículo 8° transitorio expresa:



“Artículo 8°.- La elaboración de la información ambiental a que se refiere el artículo 122 bis por parte del Servicio o de personas naturales o jurídicas a quienes éste lo encomiende, comenzará a regir un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.



“La publicación actualizada de la información en el sitio de dominio electrónico del Servicio Nacional de Pesca, a que se refiere el artículo 90 quater de la Ley General de Pesca y Acuicultura, comenzará a regir máxime un año después contado de la publicación de la presente ley.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



Ofrezco la palabra para fundamentar el voto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas correspondientes al rubro Nuevas Facultades de Fiscalización (20 votos a favor y dos abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en el rubro Procedimiento Infraccional inciden los numerales 32, letras a) y b) y 33.



El numeral 32 modifica el artículo 125 en el siguiente sentido:



“a) Suprímese en el párrafo tercero del número 1, la oración final.



“b) Agrégase el siguiente número 18 nuevo a dicho artículo:



“18) En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, salvo el abandono del procedimiento, el desistimiento de la demanda y lo que resulte contrario a la naturaleza contravencional de este procedimiento.”.



Por su parte, el número 33 incorpora el siguiente artículo 132 bis nuevo:



“Artículo 132 bis. Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.



“Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



Ofrezco la palabra para fundamentar el voto.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿el artículo 122 bis estaba incluido dentro de lo recién votado?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador. Acabamos de aprobar, por 20 votos a favor y 2 abstenciones, los artículos 122 y 122 bis, correspondientes al rubro Nuevas Facultades de Fiscalización. 



Ahora estamos votando los artículos 125 y 132 bis, referidos al capítulo Procedimiento Infraccional.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ello está contenido en los numerales 32), letras a) y b), y 33).

El señor NAVARRO.- ¿Ya se trató el artículo 137 bis?

El señor NOVOA (Presidente).- Esa norma ya se votó, señor Senador. Fue aprobada cuando se vio el rubro Nuevas Sanciones. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, le pido disculpas por mi confusión. Pero la votación de las normas resulta compleja, porque los distintos preceptos de cada capítulo están en diferentes páginas. 



En todo caso, me referiré al artículo 132 bis. Dice: “Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.



“Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.



En caso de daño ambiental, percibir la situación territorial aislada ya representa una grave dificultad, así como también la constatación de los hechos.



Cuando discutimos esta norma en la Comisión, me opuse al plazo de prescripción de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria, porque el daño ambiental producido puede perdurar por mucho más tiempo. 



Por lo tanto, cabe preguntarse cómo se determinará el instante en que se incurrió en la infracción. Porque el inciso primero de la referida disposición dice: “Las acciones para perseguir las infracciones (...) prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.”. 



Se va a armar un gran debate respecto de hechos descubiertos en un tiempo superior a tres años. Unos argumentarán que la infracción tuvo lugar antes y otros, que fue después. Y ahí comenzará el debate científico sobre cuándo se cometió. Lo mismo ocurre en materia penal: cuál es la data de muerte de una víctima.



En general, me preocupa que se ponga un plazo contado desde la fecha en que se incurre en la infracción. Porque, en materia medioambiental, precisar el momento en que aquella se produjo será motivo de gran controversia dados los mecanismos de investigación científica utilizados para tal determinación. 



Podría ocurrir que una salmonera fuera descubierta en una grave infracción ambiental y señalara que eso sucedió en el pasado, como en el caso del río Loa, donde los contaminantes habían sido vertidos hace mucho tiempo por otras empresas y no por CODELCO.



Por eso, la prescripción de tres años me parece absolutamente frágil, pequeña y, además, innecesaria. 



Si existe infracción, una vez descubierta y comprobada se debiera perseguir de manera permanente. No estoy hablando de una acusación infundada, sino de un hecho donde hay prueba fehaciente. 



En tal caso, la prescripción de tres años va a introducir una debilidad a la norma. Bastará con generar controversia respecto de si han transcurrido tres años y uno o dos meses desde la fecha de la infracción -hay flexibilidad para precisar la fecha exacta- para que las sanciones correspondientes prescriban. 



Yo planteé reiteradamente el asunto. En la Comisión pregunté por qué el plazo de prescripción no era de cinco o diez años. ¿Por qué se fijaron tres años? ¿Existe alguna variable científica o un factor de ciclo geológico o medioambiental para ello?



Una infracción pudo haberse cometido hace diez años y recién ahora constatarse su existencia, porque apareció la prueba del delito o porque están las consecuencias a la vista. 



Por lo tanto, alegar la prescripción de las acciones por haber transcurrido más de tres años me parece absolutamente insuficiente. 



Señor Presidente, aun cuando estoy en contra del numeral 33), me voy a abstener, dado que se votan varias normas en conjunto y algunas contienen elementos positivos.



He dicho.



¡Patagonia sin represas! 

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, ni siquiera debiéramos pronunciarnos sobre el artículo al que hizo mención, porque no fue objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe. Además, para poder votarlo, se requería la unanimidad de la Sala.



Pero, como estamos votando todas las normas agrupadas en rubros, no es pertinente cambiar el criterio ahora. 



Por desgracia, esa es la situación. 



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseo hacer presente al señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra que la norma vigente establece un plazo de seis meses para la prescripción y ahora se propone ampliarlo a tres años. Así que debiera votar como corresponde. 

El señor NAVARRO.- Es que no debiera haber plazo de prescripción.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Por 18 votos a favor y 2 abstenciones, se aprueba el rubro “Procedimiento Infraccional” (numerales 32), letras a) y b), y 33) del artículo 1°).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Zaldívar.


Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, corresponde votar el rubro Caducidad de la Concesión.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Si privatizamos, cómo van a caducar las concesiones...!

El señor ALLAMAND.- ¡Patagonia sin represas y el sur sin salmones...!

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego a Sus Señorías esperar a que el señor Secretario termine de explicar lo que se vota a continuación. Luego podrán formular sus comentarios. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Decía que el capítulo Caducidad de la Concesión incide en las letras a), b) y c) del numeral 35), y en el artículo 3º transitorio. 



La letra a) del numeral 35) busca modificar la letra e) del artículo 142, de la siguiente forma: 



“i. Incorpórase, en el párrafo primero, la siguiente oración final: ‘Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.’.”.



“ii. En el párrafo tercero, reemplázase la frase ‘por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año’ por ‘una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito’, y agrégase la siguiente oración final: ‘Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.’.”.



“iii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo: 



‘El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.’.”.



La letra b) propone agregar, en el inciso primero del artículo 142, las siguientes letras i), j), k) y l):



“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.



“j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.



“k) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.


“l) Haber sido sancionado el titular tres veces en dos años en virtud de lo dispuesto en el artículo 118 ter, letra b, párrafo séptimo o del artículo 137 bis.”.



La letra c) busca agregar el siguiente inciso final al artículo 142: 



“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.



Por su parte, el artículo 3º transitorio señala:



“El plazo de paralización de actividades en que hubieren incurrido las concesiones de acuicultura, en el lapso comprendido entre el 1 de julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



Hay poco quórum. Si no llegan pronto los señores Senadores, las concesiones no podrán caducar. ¡Se transformarían en realidad las amenazas de algunos...!



Pero acaba de cambiar la situación: ya tenemos quórum.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban el numeral 35), letras a), b) y c), y el artículo 3° transitorio, normas relativas al rubro Caducidad de la Concesión (17 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Se abstuvo el señor Navarro.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, el rubro Institucionalidad incide en los artículos 7°, 8° y 9° permanentes, que son del siguiente tenor:



“Artículo 7º. Créase, en el Servicio Nacional de Pesca, la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, cuya función será planificar y coordinar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización y otras funciones en materia de acuicultura en el ámbito del Servicio. A tales efectos, se deberá establecer por decreto con fuerza de ley la reestructuración orgánica de los departamentos del Servicio y sus funciones a nivel nacional, regional y local.”.



“Artículo 8º. Modifícase el artículo 27 del decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1983, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados en el sentido de agregar en el artículo 27 letra b) la frase ‘y Subdirector Nacional de Acuicultura’.”.



“Artículo 9º. Créase, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal, grado 5º EUS, que para el sólo efecto del artículo 7 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.



“El cargo de Director Zonal que se crea será destinado al ejercicio de funciones en la XI región.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos 7°, 8° y 9° permanentes, correspondientes al rubro Institucionalidad (18 votos).


Votaron los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no alcancé a marcar mi abstención.
El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de abstenerse del Senador señor Navarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Finalmente, el rubro llamado “Pequeña Escala” incide en el artículo 14 transitorio, que dice: “En el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de la presente ley se establecerá el estatuto de la acuicultura de pequeña escala.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Entiendo que se está entregando una facultad para dictar dicho estatuto por la vía reglamentaria.



La norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es uno de los artículos más comunes en los proyectos que se han tramitado durante mi permanencia en el Congreso, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado: normas genéricas que dejan en manos del Ejecutivo la dictación de un estatuto.



Tengo todo el derecho a pensar que al próximo Gobierno no le interesa el Estatuto de la Acuicultura de Pequeña Escala; que le importa fortalecer a los poderosos y a los grandes, como lo ha hecho en toda su trayectoria política.



Señor Presidente, a la Senadora Matthei le rechazaron sus indicaciones -yo las respaldé- para incluir en la iniciativa -no con rango menor de estatuto- la acuicultura de pequeña escala, que se desarrolla en las Regiones Cuarta, Sexta, Octava. Aquellas fueron absolutamente desechadas.

El señor ALLAMAND.- ¡Por ser ajenas a las ideas matrices!

El señor NAVARRO.- El Senador señor Allamand hace referencia a las ideas matrices. Pero la verdad es que la concesión que el Estado ofrecía a las grandes empresas era de tal envergadura que motivó la unanimidad de la voluntad política, el acuerdo político entre la Derecha y la Concertación.



Constituye parte esencial de la derrota de la coalición gobernante en la reciente elección el conjunto de acuerdos que permanentemente hubo entre tales conglomerados en ambas ramas del Parlamento. Ello, pese a que la Concertación era mayoría. Cuando ingresé al Senado, había 20 Senadores oficialistas. Pero la perdieron por la llamada “política de los acuerdos”, “política de los consensos”. ¡Si no había nada que consensuar! ¡Ya todo se había acordado durante 16 años!



Ello forma parte del análisis político luego de la derrota electoral presidencial.



Quiero señalar que el plazo de seis meses contemplado en el artículo 14 transitorio no se va a cumplir. La disposición es un desafío, ya no para la Concertación, que se va del poder, sino para las bancadas de enfrente, que serán parte del próximo Gobierno. Ahí se verá si este es capaz o no de dictar en seis meses el mencionado estatuto.



Cabe recordar que, cuando se trató el proyecto que regularizó un conjunto de caletas pesqueras a lo largo de todo Chile -el Senador señor Sabag participó en su discusión-, en la Cámara de Diputados se aprobó una indicación que disponía que en seis meses se haría un estudio para incorporar todas las caletas que quedaron fuera. Hubo muchas que reclamaron legítimamente ese derecho. Sin embargo, han pasado más de cuatro años y nada se ha hecho.



Por lo tanto, no creo que se cumpla la promesa contenida en el artículo 14 transitorio de que en un plazo de seis meses se establecerá un Estatuto de la Acuicultura de Pequeña Escala. En ese período el futuro Gobierno no se va a preocupar por los pequeños acuicultores; estará dedicado a muchas otras cosas. Por ello, el plazo planteado es mentiroso.



Asimismo, siento que el estatus de ese reglamento marca una diferencia sustancial con la Ley de Pesca y Acuicultura que estamos despachando. Yo quiero que esa materia sea parte de la futura ley.



Me pregunto, señor Presidente: ¿Se va a incorporar el estatuto dentro de esta normativa, como parte del articulado? Si así fuera, habría que efectuar una reforma a la ley. 



La calidad de estatuto la asimilo a la de un reglamento. Es decir, habrá un reglamento administrativo, que no será debatido por el Senado, para la pequeña acuicultura, porque así lo dice el texto legal.



Por eso, señor Presidente, tengo la convicción de que se debe reglamentar, regular, incentivar, financiar y estimular el desarrollo de la acuicultura de pequeña escala. A muchos acuicultores -profesionales brillantes en sus universidades- no se les permite desarrollar dicha actividad y deben prestar servicios en grandes empresas, porque el Estado los deja abandonados. Los emprendedores carecen de oportunidades. Para tenerlas, requieren un fuerte respaldo, financiamiento y, por cierto, regulación de la actividad.



Si el estatuto referido se convertirá en un reglamento discrecional dictado por el nuevo Ejecutivo, un Gobierno de Derecha, la verdad es que tengo serias dudas de que aquel se concrete a la brevedad.



Lamento mucho que haya sido parte del acuerdo político de la Concertación con la Derecha la generación del Estatuto de la Acuicultura de Pequeña Escala y que este no se haya incorporado como norma esencial del proyecto. 



Debiera haber igualdad de condiciones entre empresarios: por una parte, los “grandotes”, los que lo hicieron mal y que hoy son beneficiados por el Estado, y por otra, los pequeños, los que aportan su capacidad, su inteligencia, para desarrollar una actividad que también da mucho empleo.



Por las objeciones expuestas, señor Presidente, nuevamente me voy a abstener. 



Esta materia, al igual que la referida a educación, forma parte de un acuerdo político entre la Concertación y la Derecha, lo que genera ciertos frutos: incertidumbre y absoluta desaprensión respecto a los temas importantes.



A mi juicio, muchos acuicultores no votaron por la Concertación, porque no se vieron reflejados en el proyecto que nos ocupa. Se pronunciaron por Piñera. Yo espero que les cumplan.



Me abstengo.



¡Patagonia sin represas!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 14 transitorio, relativo al rubro Pequeña Escala (18 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Se abstuvo el señor Navarro.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hago presente a la Sala que la letra b) del numeral 7) del artículo 1° dice lo siguiente:



“Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos;” -esto está superaprobado; pero ahora viene la siguiente frase- “así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley.”.

El señor NÚÑEZ.- Habría que ponerlo en Castellano.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La última frase es ininteligible. 

El señor CANTERO.- No se entiende.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Al parecer, el Ministerio de Economía estima que está de más y, en consecuencia, se podría eliminar.

El señor NOVOA (Presidente).- Está de más. Y resulta incomprensible.



¿Habría acuerdo para suprimir esa frase?

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, con la expresión “así como”, independiente del uso del lenguaje, alude a lo que hemos venido insistiendo: corregir la redacción de la parte laboral, a fin de que la práctica antisindical también constituya una causal de caducidad.





Al respecto, desearíamos que, con motivo del tercer trámite constitucional, el Ejecutivo acogiera nuestro punto de vista en el sentido de suprimir el inciso que la Comisión de Hacienda  incorporó en la letra b), nueva, del artículo 84 y al cual nos hemos referido reiteradamente. 



Por lo tanto, si el punto y coma se transformara en punto y se eliminara la frase final, se excluiría la aplicación de otra posible causal de caducidad.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, las causales de caducidad son trece. Según esta disposición, las concesiones tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo en diversas situaciones, a menos que -esta es una de las causales- la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos. Pero también podría acontecer que no se incurriera en ninguna de las causales de caducidad: no pagar la patente, fallecimiento del titular, en fin. 



Estoy citando ejemplos de causales antiguas. Hay otras nuevas, entre ellas la de ser objeto de tres sanciones administrativas en tres años por graves incumplimientos ambientales o sanitarios, y varias más.



Entonces, yo sugeriría -con su venia, señor Presidente- encargar a la Secretaría que realice las correcciones de redacción pertinentes, o bien, que busquemos un texto que permita despejar la confusión actual.



La expresión “así como” es, a mi juicio, la que genera error.

En este último caso, propongo que la norma quede como sigue: “a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos o no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley”.



Creo que la Secretaría y todos nosotros entendemos cuál es el espíritu de la disposición. Y se puede redactar sin necesidad de eliminar esa locución. De lo contrario, la concesión se podría renovar por 25 años más, pese a que se encuentre presente alguna causal de caducidad.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, la duda de la Secretaría radicaba precisamente en que si se ha constatado una situación de caducidad, la concesión termina. 



Entonces, no veo qué se puede renovar.

El señor LETELIER.- Podría existir una causal de caducidad y que la concesión siguiera vigente. Porque la caducidad no se produce ipso facto. No: tiene que ser alegada, resuelta de cierto modo y declarada formalmente.



Se debe cumplir todo un procedimiento.



En consecuencia, es necesario establecer ese criterio.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Me permiten?



Yo considero razonable que no se renueve una concesión si existe alguna causal de caducidad que se haya verificado





Eso parece lógico.



Por lo tanto, la norma debería disponer que la concesión se puede renovar, salvo que registre tres informes ambientales negativos o se hayan verificado causales de caducidad contempladas en la presente ley.

El señor LETELIER.- ¡Eso es!

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará a la Secretaría para precisar que las concesiones de acuicultura no se renovarán cuando hay tres informes ambientales negativos o se han verificado causales de caducidad...

El señor LETELIER.- Que estén contempladas en la presente ley.

El señor NOVOA (Presidente).-...contempladas en la presente ley.



Perfecto.


Ese texto u otro similar. Así resulta comprensible. 

El señor LETELIER.- Está bien.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, dado que, efectivamente, hubo indicación del Ejecutivo para eliminar, entre otras, la causal de caducidad de la concesión por graves faltas laborales, estimo que el inciso en comento amplía la verificación de otras causales de caducidad establecidas en la presente ley, que son varias.

El señor NOVOA (Presidente).- “Establecidas en la ley”.

El señor NAVARRO.- Por lo tanto, ya que se va a efectuar la modificación referida, podría agregarse el vocablo “otras”. Porque, además de la causal de caducidad por daño ambiental, hay otras...

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, siempre se trata de caducidades establecidas en la ley.



En mi opinión, la norma de la letra b) del numeral 7), que nos ocupa, se puede corregir por ser solo un defecto de redacción.



El punto planteado por el Senador señor Escalona no se puede subsanar porque en tal caso, sencillamente, no se aceptó la causal. Y la única forma de que ello ocurra es la señalada por él mismo: que se introduzca la enmienda pertinente en el tercer trámite constitucional del proyecto.



En el precepto que ahora nos ocupa, está claro que la concesión no se renovará si se ha verificado alguna causal de caducidad contemplada en la ley.

El señor ORPIS.- Exacto.

El señor NOVOA (Presidente).- Todas esas causales se hallan establecidas. Y el problema es únicamente de redacción.

El señor NAVARRO.- El hecho de que la norma no las explicite implica que no existen. Por ende, no podrá haber caducidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Hay muchas causales de caducidad.

El señor NAVARRO.- Pero que no se entienda que se trata únicamente de la ambiental.

El señor NOVOA (Presidente).- No. Por eso el texto expresará que las concesiones no se renovarán cuando existan tres informes ambientales negativos o se hayan verificado las causales de caducidad de esta ley. 



Por consiguiente, una vez verificada cualquiera de dichas causales, no se renovará la concesión.

El señor LETELIER.- Eso es.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo invito a hacer la referencia con relación a mi última intervención, tocante a los plazos de prescripción.



El concepto “verificado” da cuenta de movimiento; de que es factible que tenga lugar algún proceso diverso de verificación de las causales.



Creo que el inciso tiene que ser determinante en estatuir que, no habiéndose cumplido las causales existentes, la caducidad operará de manera inmediata. Y verificada...

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Senador, no nos confundamos. Aquí no estamos hablando de caducidad, sino de renovación de concesiones. Porque si se constata la causal de caducidad, la concesión caduca y no se puede renovar.



La disposición en análisis se refiere a las concesiones que no han expirado; que vencieron pero respecto de las cuales tal vez existan informes ambientales negativos o condiciones o causales de caducidad que no se hicieron efectivas como tales, pero que sí fundamentan su no renovación.



Ese es el punto.

El señor LETELIER.- En efecto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en razón de la lectura que yo hago, termino diciendo lo siguiente.





Si el concesionario cumple con el aspecto medioambiental, operará la renovación. Sin embargo, quizás haya otras observaciones en proceso. Por lo tanto, de acuerdo con esta disposición, se autorizará la renovación en tanto no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley. 



Como digo, puede haber varias causales en proceso, por ejemplo, de apelación. Pero en virtud de esta norma, habiéndose cumplido solo lo relativo a los informes ambientales, procederá la renovación aun cuando se encuentren en etapa de verificación...

El señor NOVOA (Presidente).- No es así.

El señor NAVARRO.- ...las otras causales ambientales.



Señor Presidente, quiero dejar superclaro el punto, porque de ser interpretada así la disposición, estaremos, en definitiva, frente a un grave problema: por un lado, a una renovación solo por cumplimiento ambiental, y por otro, a una renovación automática -así la entiendo yo-, mientras “no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley”. Y estas, repito, pueden encontrarse en proceso.



Entonces, ambas operarán en tiempos diferentes. 



O sea, habrá un tiempo para la renovación sobre la base del problema ambiental, y otro para la renovación mientras se verifican las demás causales de caducidad.



Entonces, se realizará una verificación. 



Lo que no creo apropiado -lo pregunto a los representantes del Ejecutivo- es que, si hay cumplimiento ambiental, la concesión se renueve automáticamente y se quede en espera de la verificación de las otras causales de caducidad.

El señor NOVOA (Presidente).- No nos anticipemos, Su Señoría. Aquí está claro: la concesión no se renovará en los casos de informes ambientales negativos...

El señor NAVARRO.- Correcto.

El señor NOVOA (Presidente).-...o de verificación de causales de caducidad.

El señor LETELIER.- ¡Exacto!

El señor ORPIS.- “O” de verificación.

El señor NOVOA (Presidente).- Eso autoriza para no renovar la concesión.

El señor NAVARRO.- Correcto.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, se autoriza el cambio en la redacción del inciso referido en los términos señalados, esto es, la frase “o se hayan verificado las causales de caducidad de esta ley.”.



Ha concluido la discusión particular del proyecto y queda despachado en este trámite.



Terminado el Orden del Día.

PETICIÓN DE OFICIO
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor NOVOA (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



A la señora Presidenta de la República, al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra de Agricultura, sobre POSTULACIÓN DE PARQUES Y RESERVAS NACIONALES DE AYSÉN Y MAGALLANES COMO PATRIMONIO MUNDIAL.
)-------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:30.








Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE ACUERDO  DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA PROTOCOLO DE 1996 RELATIVO A CONVENIO SOBRE PREVENCIÓN DE CONTAMINACIÓN DEL MAR POR VERTIMIENTO DE DESECHOS Y OTRAS MATERIAS, DENOMINADO “CONVENIO DE LONDRES 1972”

(6729-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, 1972”, adoptado el 7 de noviembre de 1996.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FACULTA A MINISTERIOS DE RELACIONES EXTERIORES; HACIENDA; ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, Y AL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES, PARA INTEGRARSE A DIRECTORIO DE FUNDACIÓN IMAGEN DE CHILE

(6759-10)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Facúltase a los ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción; y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse y participar como miembros en la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia. Del mismo modo, los ministerios enunciados y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes estarán facultados para participar, en su caso, en la modificación, disolución y liquidación de dicha persona jurídica, en conformidad a sus estatutos.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los Ministros de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción; y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por sí o a través de sus representantes, podrán participar en los órganos de dirección y de administración establecidos en los estatutos de la Fundación Imagen de Chile y con las atribuciones en ellos señaladas, en cargos que no podrán ser remunerados. 


Artículo transitorio.- Declárase válida la integración de los ministros de Relaciones Exteriores; Economía, Fomento y Reconstrucción; y el Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la fecha de publicación de la presente ley, en el directorio provisorio de la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CON EL OBJETO DE EVITAR VULNERAR PROHIBICIÓN DE EXIGIR ANTECEDENTES ECONÓMICOS PARA CONTRATACIÓN DE TRABAJADORES

(6129-13)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2° del Código del Trabajo, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

1) Sustitúyese en el inciso séptimo, las expresiones “Exceptúanse solamente los trabajadores que tengan” por “Excepcionalmente un empleador podrá solicitar a los registros o bancos de datos personales estos certificados, cuando se trate de la contratación de trabajadores para realizar labores en las cuales se les otorgue”; asimismo para reemplazar los vocablos “; y los trabajadores que tengan” por “o de trabajadores que tendrán, en razón de los servicios a contratar,”.

2) Agrégase el siguiente inciso final:

"La infracción a lo dispuesto en el inciso séptimo de este artículo será sancionada con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales. Se presumirá la responsabilidad del empleador en la conducta de discriminación señalada, si directamente, a través de terceros dependientes del empleador, o bien mediante empresas que presten servicios de selección de personal o similares, son solicitados a los organismos que administren bases de datos personales de conformidad a la ley N°19.628, las informaciones relativas a los datos comerciales del postulante a un empleo con ocasión del proceso de selección o contratación. Para que el afectado pueda acreditar que dicha información se solicitó, deberá hacer uso de las facultades y derechos que le otorga el inciso primero del artículo 12 de la norma legal citada.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE RECLAMO JUDICIAL EN CONTRA DE SANCIONES APLICADAS POR PERCEPCIÓN INDEBIDA DE SUBSIDIO NACIONAL PARA TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

(6758-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el 12 de enero de 2010.
- - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo único del proyecto debe ser aprobado como norma de Ley Orgánica Constitucional, por tratarse de una norma que se refiere a las atribuciones que tienen los tribunales, de acuerdo a lo dispuesto por el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República.


Hacemos presente que, con fecha 10 de noviembre de 2009, la Honorable Cámara de Diputados ofició al Presidente de la Excma. Corte Suprema, para que se pronunciara previamente, sobre la modificación propuesta en este proyecto de ley, en cumplimiento a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Carta Fundamental.


La Excma. Corte Suprema informó sobre este proyecto de ley, mediante oficio Nº 275, de 10 de diciembre de 2009.

- - - - - - -


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Transportes, señor Raúl Erazo y de la Fiscal de esa Cartera de Estado, señora Paola Tapia.

- - - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Establecer y regular una instancia judicial, a través de la cual se puedan impugnar las sanciones aplicadas por la percepción indebida del subsidio nacional, para el transporte público remunerado de pasajeros, dispuesto por la ley Nº 20.378, puesto que la ley actual sólo se limita a señalar la posibilidad de deducir acciones judiciales, en términos genéricos.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO


La ley N° 20.378 sólo establece recursos administrativos en contra de los actos administrativos que aplican sanciones. La ley sólo menciona la posibilidad de deducir acciones judiciales, en términos genéricos. 


Por lo anterior, el Ejecutivo ha estimado pertinente modificar la ley N° 20.378 que es aquella que creó un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros, complementando la regulación de la reclamación judicial, creando un procedimiento especial que señale específicamente el Tribunal competente y el procedimiento respectivo.
- - - - - - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley 20.378, de 5 de septiembre de 2009, que crea un subsidio nacional para el transporte público de pasajeros, de cargo fiscal, destinado a compensar los menores pagos que realizan los estudiantes en el transporte público.


Esta ley, en su artículo 8º, faculta al Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones respectivo o al Subsecretario de Transportes, cuando corresponda, para sancionar a los propietarios de buses, minibuses y trolebuses, de transporte remunerado de pasajeros que perciban indebidamente los recursos provenientes del subsidio a que se refiere la ley, con las siguientes sanciones:


a) Amonestación por escrito.


b) Suspensión total o parcial del subsidio. La suspensión parcial podrá implicar una disminución en la entrega del mismo de hasta un 80% del monto asignado.


c) Cancelación de la inscripción del vehículo o del servicio.


d) Caducidad de la concesión, en su caso.


e) Adicionalmente a las sanciones indicadas, podrá aplicar un multa a beneficio fiscal, la que no podrá ser inferior a 5 unidades tributarias mensuales ni exceder de mil unidades tributarias mensuales.


Por su parte el artículo 11 en actual vigencia de la ley Nº 20.378, regula los recursos administrativos procedentes, disponiendo que contra la resolución que aplique una sanción, podrá deducirse, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación, recurso de reposición ante la misma autoridad de la cual hubiere emanado el acto administrativo recurrido y en subsidio podrá interponerse, en igual plazo, recurso jerárquico. Dentro de los siguientes 30 días hábiles, la autoridad  recurrida se pronunciará sobre la reposición solicitada, mediante resolución dictada al efecto. Rechazada total o parcialmente la reposición, se conocerá del recurso jerárquico interpuesto subsidiariamente.


Resuelta la reposición y, o el recurso jerárquico, la resolución se notificará personalmente, por cédula o mediante carta certificada dirigida al domicilio que haya fijado el afectado.


En su inciso final, dispone que en lo no previsto por este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas establecidas en la ley Nº 19.880. Lo anterior es sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondan.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO.


El Mensaje del Ejecutivo señala que el sábado 5 de septiembre de 2009, se publicó en el Diario Oficial la ley N° 20.378, que crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros.


En el Título II de la citada ley, se establecen las sanciones por percepción indebida de los recursos provenientes del subsidio, las circunstancias que se considerarán para la determinación de las sanciones, el procedimiento previo en el cual deberán fundarse y los recursos administrativos que procedan en contra de las resoluciones que aplican las respectivas sanciones.

1.- Sanciones.


El artículo 8° de la ley N° 20.378, es la norma que establece las sanciones. 


En primer lugar, dispone que las personas que perciban indebidamente los recursos provenientes del subsidio a que se refiere dicha ley, con excepción de las señaladas en la letra b) del artículo 4°, podrán ser objeto de la aplicación de las siguientes sanciones: Amonestación por escrito, Suspensión parcial o total del subsidio, Cancelación de la inscripción del vehículo o del servicio, o Caducidad de la concesión. 


El Mensaje señala que es necesario precisar que los beneficiarios del subsidio a que se refiere el literal b) del artículo 4° son las personas que se indican a continuación y que se encuentren, al 31 de diciembre del año anterior a la entrega del subsidio, en alguna de las calidades que se señalan en los literales siguientes: 

a) Beneficiarios del artículo 3° de la ley N° 18.020.

b) Beneficiarios de los artículos 2° y 4° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987.

c) Las familias que se encuentren registradas en el sistema de protección social “Chile Solidario”.


En segundo lugar, el artículo 8° establece que, adicionalmente a las sanciones indicadas, podrá aplicarse una multa a beneficio fiscal, la que no podrá ser inferior a 5 Unidades Tributarias Mensuales ni exceder de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.


En tercer lugar, señala que la aplicación de las sanciones de amonestación, suspensión, cancelación de inscripción del vehículo o del servicio o caducidad de la concesión, es sin perjuicio de la obligación de devolver quintuplicadas las sumas percibidas indebidamente y de las responsabilidades civiles y penales que pudieren corresponder.


En cuarto lugar, dispone que los beneficiarios del subsidio a que se refiere el literal b) del artículo 4°, que perciban indebidamente el subsidio respectivo, serán sancionados a través de la vía administrativa y penal, según corresponda. Además, que el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


2.- Las circunstancias que se considerarán para la determinación de las sanciones


El artículo 9° de la ley N°20.378 establece que para la determinación de las sanciones, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.

b) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma, y

c) La conducta anterior del infractor.


3.- El procedimiento sancionatorio.


En el artículo 10 de la ley N° 20.378 se regula el procedimiento previo en que deben fundarse las sanciones. 


El procedimiento contempla la formulación de cargos, la presentación de los respectivos descargos, la rendición y apreciación de la prueba, los plazos, y la dictación de la resolución que en definitiva se dicte. Esta resolución será fundada, aplicará la sanción, sobreseimiento o absolverá, según corresponda.


4.- Los recursos que proceden en contra de la resolución que aplica una sanción.


El artículo 11 de la ley N° 20.378 dispone que en contra de la resolución que aplique una sanción, podrá deducirse por escrito, recurso de reposición ante la misma autoridad de la cual hubiere emanado el acto administrativo recurrido. En subsidio, podrá interponerse recurso jerárquico. 


Finalmente, la norma agrega que en lo no previsto por ella, se aplicarán supletoriamente las normas establecidas en la ley Nº 19.880, y que lo anterior es sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondan.


El Mensaje de S.E. la Presidenta de la República agrega que de lo expuesto se puede apreciar que la ley N° 20.378 no reguló un procedimiento especial para reclamar judicialmente en contra de las sanciones aplicadas por la Administración.

En seguida, el Mensaje señala los principales contenidos del proyecto de ley indicando:

a. Naturaleza de la acción.


Se trata de una apelación que será conocida y fallada por la I. Corte de Apelaciones de Santiago, cuya agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección.

b. Titulares de la acción


Son titulares de la acción las personas que hubieren sido sancionadas con suspensión parcial o total del subsidio, cancelación de la inscripción del vehículo o del servicio en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros, caducidad de la concesión, o con la multa señalada en el inciso tercero del artículo 8°, por haber percibido indebidamente el subsidio creado por la ley N° 20.378. 


c. Tribunal Competente


El recurso se interpone ante el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para ante la Corte de Apelaciones de Santiago. El Ministro deberá elevar los autos a la Corte dentro del plazo de los cinco días siguientes a la interposición del recurso. 

d. Plazo de interposición.


La apelación se interpondrá dentro del plazo de 10 días contado desde la notificación de la resolución que resolvió el recurso de reposición o el jerárquico, según corresponda.


e. Tramitación del recurso


La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto de ley en estudio se encuentra estructurado en un artículo único, que mediante dos numerales modifica el artículo 11 de la ley Nº 20.378.

El Nº 1, intercala entre los actuales incisos segundo y tercero, el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Con todo, la resolución que resuelva la reposición o el recurso jerárquico, en su caso, pronunciándose sobre la aplicación de las sanciones indicadas en las letras b), c) y d) del inciso primero del artículo 8° o de la multa señalada en el inciso tercero del mismo artículo, será apelable ante la Corte de Apelaciones de Santiago. La apelación deberá interponerse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de la notificación de la resolución. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones deberá elevar los autos a la Corte dentro de quinto día de interpuesto el recurso. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.

El Nº 2, suprime del actual inciso tercero que pasó a ser cuarto, la frase situada a continuación del punto seguido (.) que pasará a ser punto final (.): "Lo anterior, es sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondan.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 

Durante la discusión de esta iniciativa legal el Subsecretario de Transportes, señor Raúl Erazo manifestó que este proyecto de ley complementa la ley Nº 20.378, que creó un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, ya que cuando se debatió en el Parlamento dicha ley se contempló la posibilidad de efectuar un reclamo administrativo ante el Subsecretario de Transportes, con apelación al Ministro y de que se pudieran efectuar las acciones judiciales que correspondan. Esta redacción genérica se debió, a que establecer normas que afectaban la organización y atribuciones de los tribunales de justicia implicaba oír necesariamente a la Excelentísima Corte Suprema, lo que dilataba la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la ley Nº 20.378 y, consecuentemente, en la puesta en marcha del subsidio.


Por esta razón, el Ejecutivo se comprometió, en esa oportunidad, a enviar un proyecto de ley que contemplara un recurso y un procedimiento para reclamar de las sanciones que los beneficiarios pudieran considerar injustas, iniciativa legal que está proponiendo en este momento.


Destacó que la apelación se presentará ante el Seremi de Transportes respectivo y, posteriormente, el propio Ministerio elevará los autos a la I. Corte de Apelaciones de Santiago. Por otra parte, el reclamante no tendrá la obligación de viajar a la ciudad de Santiago ya que el propio Ministerio será el que estará obligado a tramitar el recurso presentado por el reclamante ante dicho Ministerio.


La Honorable Senadora señora Matthei coincidió con lo expresado por el Subsecretario de Transportes, en el sentido de que la presentación de esta iniciativa legal obedece al cumplimiento de un compromiso alcanzado entre la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda, Unidas, con ocasión de la aprobación del proyecto de ley que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.


En seguida, solicitó al Ejecutivo la revisión de la tabla contenida en el artículo 8º de la ley Nº 20.378, en consideración a que no existiría una adecuada proporcionalidad para la aplicación de una multa a beneficio fiscal, que no podrá ser inferior a 5 Unidades Tributarias Mensuales ni exceder de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, debiendo considerarse el número de buses.


Finalmente, en consideración a las observaciones formuladas por la Excelentísima Corte Suprema, relativas a esta iniciativa legal, contenidas en el Oficio Nº 275, de fecha 10 de diciembre de 2009, solicitó dejar expresa constancia que en contra de la resolución de la Ilustrísima Corte de Apelaciones procederán, en todo caso, los Recursos de Casación y de Queja. Argumento que se contiene dentro de los considerandos y declaración del fallo del Tribunal Constitucional, rol Nº 1.209 de fecha 21 de octubre de 2008, en relación al proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas y otras medidas que indica.


El Honorable Senador señor Pérez señaló en relación al Oficio Nº 275, de fecha 10 de diciembre de 2009, de la Excelentísima Corte Suprema, que las observaciones son formales, sin embargo, son atendibles.


De esta forma, expresó que concuerda con la observación formulada, en el sentido de que debería tratarse de un Recurso de Reclamación y no de Apelación, puesto que el Secretario Regional Ministerial (SEREMI) no es un tribunal, por lo tanto, dicta una resolución que es reclamable.


En seguida, señaló que sería preferible que la presentación del Recurso de Reclamación se dedujera ante la Corte de Apelaciones respectiva, puesto que en la práctica se produce la indefensión del reclamante.


En relación a esta materia, el Subsecretario de Transportes, señor Raúl Erazo, explicó que el procedimiento de reclamo que se considera en esta iniciativa legal es prácticamente idéntico al que se contiene en la Ley General de Telecomunicaciones en que el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones es la última autoridad administrativa ante la cual se recurre y la etapa siguiente es la presentación ante la Corte de Apelaciones de Santiago. 


El Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Girardi, solicitó al Ejecutivo que remita a esta Comisión un informe técnico que de cuente del criterio que se consideró para la aplicación de la multa a beneficio fiscal contenida en el artículo 8º de la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte remunerado de pasajeros.


En votación el proyecto de ley en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Pérez Varela, en los mismos términos que venía formulado.

- - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
"Artículo único.-  Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, de la siguiente forma:

1. Intercálase entre los actuales incisos segundo y tercero, el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Con todo, la resolución que resuelva la reposición o el recurso jerárquico, en su caso, pronunciándose sobre la aplicación de las sanciones indicadas en las letras b), c) y d) del inciso primero del artículo 8° o de la multa señalada en el inciso tercero del mismo artículo, será apelable ante la Corte de Apelaciones de Santiago. La apelación deberá interponerse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de la notificación de la resolución. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones deberá elevar los autos a la Corte dentro de quinto día de interpuesto el recurso. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.".


2. Suprímese del actual inciso tercero que pasó a ser cuarto, la frase situada a continuación del punto seguido (.) que pasará a ser punto final (.): "Lo anterior, es sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondan.".".

- - - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 13 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.066, DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Y OTROS CUERPOS LEGALES PARA INCLUIR MALTRATO DEL ADULTO MAYOR EN LEGISLACIÓN NACIONAL

(5376-18; 5142-18; 5055-18; 4691-18 y 4167-18)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa sobre el proyecto de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en cuatro mociones y un mensaje, refundidos en el primer trámite constitucional, que corresponden a las siguientes iniciativas:



a) Boletín Nº 4.167-18, que tipifica como delito el no proveer a los ascendientes imposibilitados de las condiciones mínimas para vivir, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Amelia Herrera Silva y Marta Isasi Barbieri y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo; René Manuel García García y Alfonso Vargas Lyng;


b) Boletín Nº 4.691-18, que sanciona a quien ejerza violencia contra adultos mayores o ancianos, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo y Osvaldo Palma Flores;


c) Boletín Nº 5.055-18, que modifica la ley de violencia intrafamiliar con el objeto de prevenir la violencia contra los adultos mayores del país, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Marcos Espinosa Monardes, Carlos Abel Jarpa Wevar, José Pérez Arriagada y Alejandro Sule Fernández;


d) Boletín Nº 5.142-18, que incluye el maltrato económico o patrimonial y el abandono o abuso por omisión de adultos mayores en la ley de violencia intrafamiliar, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y señores Pedro Araya Guerrero; Gabriel Ascencio Mansilla; Eduardo Díaz del Río; Jaime Mulet Martínez; Sergio Ojeda Uribe; Carlos Olivares Zepeda; Jorge Sabag Villalobos y Mario Venegas Cárdenas, y


e) Boletín Nº 5.376-18, modifica la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República.


Cabe hacer presente que Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en carácter de simple, a contar del día 15 de diciembre de 2009.


A las sesiones en que la Comisión discutió el proyecto concurrió, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, abogado señora Paz Irarrázaval. Asistió, por la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, la abogado de la Unidad Especializada de Responsabilidad Penal Juvenil Adolescente y de Violencia Intrafamiliar, señora María Angélica San Martín. Concurrió, por el Ministerio de Justicia, el abogado asesor del Departamento de Asesorías y Estudios, señor Sebastián Cabezas. Asistieron, por el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), la Directora Nacional, señora Paula Forttes Valdivia, y la encargada del Departamento Jurídico, señora Tania Mora.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto en informe no contiene disposiciones que requieran un quórum constitucional especial para su aprobación.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  2.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 1a, 2a Nº 3), y ·3.


4.- Indicaciones rechazadas: 2a Nos 1) y 2), y 4.


5.- Indicaciones retiradas: no hay.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -


El proyecto en informe fue aprobado en general por la Sala del Senado en sesión de 30 de junio de 2009, oportunidad en que se fijó plazo para presentar indicaciones hasta el 15 de julio del presente, plazo que posteriormente se amplió en dos oportunidades, hasta el 27 de julio, y 24 de agosto, respectivamente. 


Cabe hacer presente que la Sala del Senado, al aprobar esta iniciativa dispuso, por trece votos a favor, seis en contra y tres abstenciones, que la iniciativa fuera analizada en particular por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y posteriormente por la Comisión de Hacienda, a fin de analizar el financiamiento de las medidas de protección que ella contempla. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1º


Mediante este artículo se introducen modificaciones a los artículos 3°, 5° y 7° de la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.

Nº 1)


Modifica el inciso primero del artículo 3º de la referida ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar, disposición que dispone que el Estado adoptará políticas públicas tendientes a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial contra mujeres y niños, y a prestar asistencia a las víctimas. La modificación consiste en agregar entre los beneficiarios especialmente citados a los adultos mayores.


Este numeral no fue objeto de indicaciones.

- - -

Nº 2)


Modifica el artículo 5º de la citada ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar. Esta disposición determina que por violencia intrafamiliar se entiende todo maltrato que afecte la vida o integridad física o psíquica de las víctimas protegidas en la ley, la que considera para estos efectos al cónyuge del ofensor, que tenga una relación de convivencia con él, al que tenga con él o su cónyuge o conviviente un parentesco por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el tercer grado inclusive. 


Su inciso segundo establece que también existe violencia intrafamiliar cuando dicho maltrato ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga en persona menor de edad o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar del ofensor.


La modificación consiste en mencionar expresamente que también existe violencia intrafamiliar cuando el maltrato a que se refiere el inciso primero recae en una persona que es adulto mayor.


Este numeral no fue objeto de indicaciones.

- - -

Nº 3)


Modifica el artículo 7º de la Ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar. Su inciso primero dispone que cuando exista una situación de riesgo inminente de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, para una o más personas, con el solo mérito de su denuncia el tribunal adoptará las medidas de protección o cautelares del caso. 


Su inciso segundo establece diversos hechos que permiten presumir que existe un riesgo inminente. 


Su inciso tercero, por su parte, indica que el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima este embarazada, o se trate de personas discapacitadas o con una condición que los torne particularmente vulnerables. La modificación consiste en agregar, entre las condiciones que determinan una especial protección, el que se trate de adultos mayores.


Respecto de este numeral del artículo 1° se presentó la indicación Nº 1a, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, que propone reemplazar el Nº 3) por otro, que incorpora al adulto mayor entre los casos de especial protección, y establece hechos que constituyen una especial situación de riesgo, en los siguientes términos:


“3) Intercálase, en el inciso tercero del artículo 7º, a continuación de la palabra “vulnerable”, el siguiente texto: “, como si se tratare de un adulto mayor. En este último caso, considerará especialmente como situación de riesgo la circunstancia de que disponiendo el adulto mayor de un inmueble para residir, de su propiedad o a cualquier otro título, haya sido expulsado de éste por alguno de los parientes señalados en el artículo 5º o permaneciendo en él sea relegado por dichos parientes a sectores secundarios del inmueble o se le haya restringido o limitado su desplazamiento.”.


Sobre el particular, la Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), señora Paula Forttes, manifestó que en Chile las tres cuartas partes de los adultos mayores son propietarios del inmueble donde viven, y que es de común ocurrencia que reciban en sus casas a parientes que no tienen hogar, y que, en esos casos, a veces los allegados terminan expulsando al legítimo propietario de su propia vivienda.


Los miembros de la Comisión manifestaron su acuerdo con la idea contenida en la indicación, considerando que los adultos mayores que terminan siendo expulsados de sus viviendas, por sus propios parientes, quedan en una situación de desamparo grave, porque normalmente se trata del único inmueble que poseen y en donde residen, el cual han obtenido luego de una vida de trabajo, y representa toda su inversión y capital.


Sin perjuicio de ello, acordaron modificar su redacción a fin de señalar expresamente que las circunstancias que la norma describe constituyen una situación de riesgo inminente, a fin de hacer aplicable la facultad del tribunal de adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


- Sometida a votación la indicación, modificada en la forma antes descrita, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -

Artículo 2º


El artículo aprobado en general propone, mediante dos numerales, modificar los artículos 84 y 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.

Nº 1)


Modifica el artículo 84 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia. 


El referido artículo determina quienes están obligados a denunciar los hechos que pudieren constituir violencia intrafamiliar, remitiéndose a la norma del artículo 175 del Código Procesal Penal, sancionando el incumplimiento con la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, esto es, multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales. 


Cabe hacer presente que, de acuerdo al inciso segundo del Código Procesal Penal, dicha pena no se aplica cuando quien omitió denunciar arriesgaba la persecución penal propia, de su cónyuge, de su conviviente, o ascendientes, descendientes o hermanos.


La modificación aprobada en general consiste en agregar un inciso tercero al artículo 84 de la ley que creó los Tribunales de Familia, que reduce la exención de responsabilidad sólo al caso que quien debió denunciar arriesgaba la persecución penal propia.

Nº 2)


Modifica el artículo 92 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia. Esta disposición establece un conjunto de medidas cautelares que puede impetrar el juez de familia para proteger a la víctima de violencia intrafamiliar y a su grupo familiar.


La modificación aprobada en general consiste en agregar dos párrafos finales, que establecen una nueva medida cautelar a favor de los adultos mayores en situación de abandono, consistente en ordenar, respecto de ellos, la medida de internación que establecen los artículo 130 y siguientes del Código Sanitario, norma que facultad al Director del Servicio de Salud correspondiente para ordenar la internación de enfermos mentales y adictos a las drogas o el alcohol en los establecimientos hospitalarios que indica. 


El inciso segundo propuesto señala que se entenderá que un adulto mayor está en situación de abandono cuando requiera de cuidados y esté desamparado.


Respecto a estos numerales se presentaron dos indicaciones. 


La indicación Nº 1, de Su Excelencia la señora Presidente de la República, propone reemplazar el artículo 2° por otro, que suprime el N° 1) y reproduce el Nº 2) de la norma aprobada en general.


La abogado asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Paz Irarrázabal, explicó que la norma aprobada en general tiene un inconveniente práctico importante, ya que la letra f) del Nº 7) del artículo 19 de la Constitución Política de la República expresamente prohíbe que la ley obligue a una persona a declarar contra sus ascendientes, descendientes y cónyuges en una causa criminal. En virtud de dicha garantía constitucional, agregó, quien tenga a su cuidado un adulto mayor no puede ser obligado a denunciar un hecho constitutivo del delito de maltrato habitual, contenido en el artículo 14 de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, cuando es cometido por una de los parientes que señala la referida letra f), pero si quedaría en la obligación de denunciar un hecho menos grave, como es el caso de la violencia intrafamiliar que conocen los jueces de familia.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que, sin perjuicio de lo antes expuesto, es compleja la decisión de mantener la norma que exime de sanción al incumplimiento de la obligación de denunciar la violencia intrafamiliar cometida en contra de un adulto mayor aunque se arriesgue la persecución penal propia o del cónyuge, conviviente, ascendientes, descendientes o hermanos, ámbito en que se dan tales situaciones, pero que tampoco parece razonable sancionar el incumplimiento del deber de denuncia actos que puedan importar violencia intrafamiliar si no es obligatoria tal denuncia respecto de situaciones más graves aún, como son los delitos de maltrato habitual.


- Sometida a votación la indicación en cuanto suprime el numeral 1) aprobado en general, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -


Como antes se ha señalado, el numeral 2) aprobado en general propone modificar el artículo 92 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, disposición que establece un conjunto de medidas cautelares que puede decretar el juez de familia para proteger a la víctima de violencia intrafamiliar y a su grupo familiar.


La modificación aprobada en general consiste en agregar al referido artículo 92 dos párrafos finales, del siguiente tenor:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá, cumpliéndose los requisitos establecidos en los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario, decretar la medida de internación allí prevista.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono, el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiere de cuidados.”.


Cabe hacer presente que la indicación N° 1, de Su Excelencia la señora Presidente de la República repite estas normas, modificando el encabezado del artículo 2° en atención a que es la única enmienda que considera respecto de la ley N° 19.968.


Por su parte, la Indicación Nº 2, de los Honorables Senadores señores Orpis, García y Romero, incide en el primero de los párrafos propuestos, y propone reemplazarlo por el siguiente:



“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá decretar la medida de internación en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente.”.

La señora Directora del SENAMA explicó que, en su opinión,  la norma actual debe ser perfeccionada, porque establece que el juez deberá decretar, dentro del proceso por violencia intrafamiliar, medidas de protección para adultos mayores o personas afectadas por alguna incapacidad o discapacidad (artículo 92, Nº 8, ley Nº 19.968), pero, a continuación, no señala ninguna medida específica para brindar esta protección, por lo que el magistrado que conoce del asunto no tiene una atribución práctica que le permita proteger a adultos mayores en situación de abandono. 


Agregó que la disposición aprobada en general es un punto de partida, en atención a que al iniciarse la tramitación del proyecto los únicos establecimientos que contaban con presupuesto público y que podrían hacerse cargo de mayores adultos que requieren internación de larga estadía, eran los establecimientos asistenciales de que tratan los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario. 


Indicó que actualmente existe un plan piloto aprobado en el presupuesto para el año 2010, que faculta a SENAMA para financiar diez establecimientos de larga estadía para adultos mayores (asignación 22:03:01:24:715:09, ley de presupuestos de la Nación para el año 2010, por $1.965.043.000, que autoriza gastos para el Programa de Viviendas Protegidas para Adultos Mayores, a través de las siguientes líneas: Stock de Viviendas, Condominios de Viviendas Tuteladas y Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores (10 establecimientos), en el marco del convenio establecido con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo), por lo que podría aprobarse la indicación Nº 2, con algunas modificaciones. 


Añadió que los cálculos que se han hecho indican que un adulto mayor postrado necesita una asignación de cuatrocientos mil pesos mensuales para atenderse debidamente en uno de esos establecimientos, por lo que a través de la ficha de protección social se podría evaluar si la persona objeto de este abandono está en condición de sufragar este gasto con ingresos propios, o requiere ayuda del Estado.


La encargada del Departamento Jurídico de SENAMA, señora Tania Mora, explicó que actualmente está vigente el decreto Nº 134, del Ministerio de Salud, publicado el año 2006, que regula el funcionamiento de establecimientos autorizados de larga estadía para adultos mayores, que son instituciones privadas autorizadas y controladas por el Servicio de Salud correspondiente, y que debe  cumplir con una serie de condiciones materiales y de planta de personal para hospedar a estos adultos mayores. 


A la fecha, agregó, hay seiscientos establecimientos a lo largo del país que cumplen con esta norma, y se estima que hay igual número de hogares de ancianos ilegales. La idea a futuro, señaló, es que con recursos públicos se financien estos hogares, de forma que el juez de familia que conoce de una situación de abandono pueda derivar al anciano afectado a uno de estos lugares.


La Honorable Senadora señora  Alvear observó que no corresponde asimilar a un adulto mayor en situación de abandono a un enfermo mental, a un alcohólico o a un adicto a las drogas, que son los usuarios de los establecimientos de salud a que hacen referencia los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario, por lo que hay que desechar el texto aprobado en general, en esa parte. 


Indicó que una norma como la propuesta por la Directora de SENAME indudablemente tiene costo para el erario público, y requeriría indicación expresa de Su Excelencia la señora Presidente de la República y un informe financiero que la avale, porque una medida de este tipo tiene que estar financiada, ya que de lo contrario se estaría aprobando una disposición legal que no puede ser cumplida por los organismos públicos, lo que es una pésima señal para la ciudadanía. 


En razón de lo anterior, recordó Su Señoría, en la discusión en general de este proyecto se acordó que el proyecto fuera informado también por la Comisión de Hacienda, porque esa es la única forma que tiene el Senado de asegurarse que estén considerados los recursos necesarios para financiar el esfuerzo que se quiere hacer a favor de tales adultos mayores.


Por su parte, los Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez observaron que la modificación propuesta está íntimamente relacionada con el procedimiento para casos de violencia intrafamiliar, y no toma en cuenta que no todas las situaciones de abandono de adultos mayores se deben a un problema de violencia intrafamiliar, sino que también, la mayor parte de las veces, es ocasionada por la pobreza de los propios ancianos y de sus familias. 


En tal consideración, Sus Señorías fueron de la opinión de distinguir entre el abandono producto de violencia intrafamiliar y el abandono como un problema social, procediendo la judicialización sólo en el primer caso y, en el segundo, derivándolo a una instancia administrativa que provea de esta prestación de protección social. 


La abogado de la Unidad Especializada de Responsabilidad Penal Juvenil Adolescente y de Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señora María Angélica San Martín, explicó que el artículo 14 de la ley de violencia intrafamiliar considera que es delito el ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º, por lo que siempre se ha interpretado que se requiere una actividad positiva para cometer tal ilícito, un hacer del delincuente, y no una mera omisión, como sería el caso del abandono de adultos mayores.


La encargada del Departamento Jurídico de SENAMA, señora Tania Mora, recordó que no todos los casos de violencia intrafamiliar se refieren a delitos de maltrato habitual y que, además, los jueces de familia también están encargados de analizar los asuntos sociales dentro de la familia. Agregó que aunque es efectiva la observación indicada por los Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez, también es un hecho que para las situaciones en las que hay abandono de adultos mayores constitutivo de violencia intrafamiliar, el juez no tiene atribuciones específicas que le permitan ir en ayuda de ese anciano abandonado, como las que considera la norma propuesta.


- Sometida a votación las indicaciones N° 1 y 2, subsumida la primera en la segunda, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto. 
- - -

Artículo 3º


El artículo aprobado en general propone sustituir el artículo 489 del Código Penal.


Respecto de este artículo se presentaron dos indicaciones. La primera, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, correspondiente a la 2a, que propone reemplazar el artículo por otro que propone enmiendas a los artículos 12, 456 y 489 del Código Penal, y la segunda, de Su Excelencia la señora Presidente de la República, que propone sustituir el artículo 489 del Código Penal.


El Nº 1) de la indicación Nº 2ª, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, propone modificar el artículo 12 del Código Penal, disposición que establece las circunstancias agravantes la responsabilidad criminal.


La modificación se refiere a la causal 6a, que señala: “Abusar el delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en términos que el ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa.”. 


La indicación propone agregar a dicha causal el siguiente párrafo: “Se entenderá que existe abuso de fuerza siempre que la víctima sea una persona mayor de 60 años.”.


El Nº 2) de la indicación Nº 2a modifica el número 2º del artículo 456 bis del Código Penal, numeral que indica que en los delitos de robo y hurto será circunstancia agravante de la responsabilidad penal el hecho que la víctima sea un niño, anciano, inválido o persona en manifiesto estado de inferioridad física. La modificación consiste en reemplazar la voz “anciano” por la expresión “mayor de 60 años”.


Ambas disposiciones fueron estudiadas conjuntamente por la Comisión.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto explicó que la práctica judicial ha demostrado que los jueces, para configurar las agravantes de responsabilidad que según el Código Penal procede cuando la víctima es un adulto mayor, interpretan, de manera muy garantista, que los delincuentes actúan sólo cuando las circunstancias les son favorables, lo que explica que, en general, las víctimas de los delitos sean personas desvalidas. 


Siguiendo esta razonamiento, agregó, los jueces son reacios a agravar la responsabilidad del ofensor cuando la víctima sea un adulto mayor, porque consideran que esa pura circunstancia no constituye, por si misma, abuso de la superioridad del sexo o de las fuerzas, que previene la causal 6ª del artículo 12 del Código Penal, sino sólo una condición que tuvo el delincuente en vista para decidir cometer el delito.


La Comisión solicitó la opinión del profesor de Derecho Penal señor Juan Domingo Acosta, quién remitió su informe a la Comisión, que sobre el punto en discusión señala lo siguiente:


“El proyecto pretende objetivar la aplicación de la agravante bajo la forma de presumir la concurrencia del abuso de fuerza por el solo hecho de que la víctima tenga una determinada condición asociada a su edad (mayor de 60 años).


La agravante del artículo 12 Nº 6 del C. Penal exige no sólo el abuso de la superioridad de sexo o edad, sino también –y esto es lo que le da contenido a la misma y la asimila a la alevosía- es necesario que ese abuso se realice: “en términos que el ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa.” El proyecto prescinde de este elemento y entiende que concurre la agravante por la sola circunstancia de ser la víctima mayor de 60 años, sin importar si objetivamente estaba o no una menor defensa. 


Parece obvio que el sólo hecho de ser la víctima mayor de 60 años no implica que exista siempre una menor defensa. Así, si un sujeto de 70 años causa lesiones a uno de 61 años, probablemente no concurrirá este elemento, pero al tenor del proyecto, debería aplicarse la agravante. 


Adicionalmente, la norma del proyecto aparece construida como una presunción de derecho (“se entenderá que existe abuso de fuerza siempre que...”), razón por la cual su constitucionalidad es dudosa, ya que se trata de una forma de responsabilidad penal (agravante).


En términos generales, no es adecuado construir agravantes sobre la base de criterios puramente objetivos, como lo es fijar una edad cronológica, que siempre tendrá una dosis de arbitrariedad. El hecho de incrementar la responsabilidad penal se debe apreciar en cada caso, según sus circunstancias, en la medida en que concurran los presupuestos que determinen una mayor antijuridicidad o una mayor reprochabilidad o ambas, según sea la naturaleza de la circunstancia modificatoria de responsabilidad penal.”.


El Honorable Senador señor Gómez indicó que es delicado establecer que una agravación de responsabilidad procederá cada vez que se configure un hecho objetivo establecido por el legislador, y no se le permita al juez, que conoce los hechos concretos de la causa, apreciar a la luz de tales circunstancias si procede o no una agravación de responsabilidad.


La Honorable Senadora señora  Alvear señaló que la circunstancia 6ª del artículo 12 del Código Penal vigente es clara, en el sentido de que se agrava la responsabilidad del delincuente que actúa abusando de su superioridad física. En consecuencia, agregó, cada vez que la víctima sea un adulto mayor y el delincuente cometa el delito abusando precisamente de la ventaja que le otorga el hecho de que la víctima es un anciano que no se puede defender, debería proceder la agravación de la responsabilidad criminal del victimario, sin que sea necesario objetivar la situación en la ley, como pretende la indicación.


La señora Directora del SENAMA precisó que hay una delicada línea de división entre la protección que merece un adulto mayor por la situación específica de desamparo en que puede llegar a encontrarse, y la inhabilitación que podría causársele por el mero hecho de tener cierta edad, aunque en la práctica sea una persona que se pueda valer perfectamente bien sin ayuda de nadie. La funcionaria destacó que esta línea divisoria debe respetarse y no procede considerar en la ley que una persona es débil o inferior por el mero hecho de tener más de cierta edad.


- Sometidos a votación los números 1) y 2) de la indicación Nº 2a, fueron rechazados por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión.

Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Gómez. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.

- - -


Como se ha señalado, el artículo 3° aprobado en general propone modificar el artículo 489 del Código Penal, disposición que establece una exención de responsabilidad criminal por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se causaren las personas ligadas por los vínculos que indica, en los siguientes términos: 





“Art. 489. Están exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se causaren:





1° Los parientes consanguíneos legítimos en toda la línea recta.





2° Los parientes consanguíneos legítimos hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral.




3° Los parientes afines legítimos en toda la línea recta.





4° Los padres y los hijos naturales.





5° Los cónyuges.





La excepción de este artículo no es aplicable a los extraños que participaren del delito.”.


La modificación aprobada en general restringe la exención de responsabilidad de los parientes consanguíneos sólo al primer grado en la línea recta; suprime los números 2°, 3° y 4°; elimina la regla que establece que la exención no es aplicable a los extraños que participen en el delito, y agrega que esta excepción de responsabilidad criminal no será aplicable cuando la víctima sea un adulto mayor.

- - -


El Nº 3) de la indicación 2a del Honorable Senador señor Muñoz Aburto coincide con la modificación aprobada en general.


Por su parte, la indicación Nº 3, de Su Excelencia la señora Presidente de la República, reemplaza el artículo 3º por otro que repone, en la exención del artículo 489 del Código Penal, a los parientes consanguíneos hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral (hermanos), repone la regla que establece que la exención no se comunicará a los extraños que participen en el delito, y mantiene el resto de las modificaciones aprobadas en general.


La Comisión estudió el Nº 3) de la indicación 2a y la indicación Nº 3, en forma conjunta.

El Honorable Senador señor Espina manifestó su opinión en el sentido de resultar muy complejo el criminalizar las relaciones de familia pero, por otra parte, coincidió con la idea que justifica la norma aprobada en general, en cuanto es de muy común ocurrencia que los parientes que viven con un adulto mayor pensionado se apropien de ese ingreso mediante poderes mal habidos o, directamente, hurtando el dinero del cobro sin que reciban sanción alguna.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó coincidir con tal preocupación. Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que el artículo 489 del Código Penal ocupa una terminología antigua, haciendo mención a parentescos que han sido eliminados del ordenamiento jurídico nacional, al referirse a parientes legítimos o a padres e hijos naturales.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que se justifica la revisión de la norma en vista de las numerosas irregularidades que ocurren en perjuicio de los adultos mayores que, por cobijar en sus hogares a parientes más necesitados, terminan siendo víctimas de actos inescrupulosos que no tienen sanción penal.


Sin embargo, agregó, coincide en la conveniencia de ser muy cuidadoso al modificar la referida disposición del Código Penal, estimando que es necesario mantener como regla general que no es conveniente criminalizar los conflictos patrimoniales al interior de la familia.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo respecto de las preocupaciones planteadas. Además, teniendo presente que la Comisión introdujo modificaciones a este mismo artículo en el proyecto correspondiente a los Boletines N° 4.937-18 y 5.308-18, sobre femicidio, propuso actualizar la terminología empleada en el resto de los numerales del artículo 489, eliminando la expresión “legítimos” en sus tres primeros numerales, derogando su número 4°, y agregar, como nuevo inciso final, una regla que establezca que estas exenciones no se aplicarán cuando la víctima del delito sea una persona mayor de 60 años, criterio que fue compartido por los miembros presentes de vuestra Comisión.


- Sometido a votación el Nº 3) de la indicación 2a y la indicación Nº 3, fueron a aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez.


- - -


La indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, agrega un artículo al final del proyecto, que establece que la internación de un adulto mayor en un establecimiento de larga estadía requerirá su consentimiento expreso o una resolución judicial que la ordene, y añade que la internación subsistirá sólo mientras lo quiera el adulto mayor en cuestión, o rija la sentencia judicial que lo ordenó.


Los miembros de la Comisión consideraron que esta norma es innecesaria, porque las reglas actuales establecen que todos los mayores de edad son plenamente capaces, por lo que su internación en un establecimiento de larga estadía requerirá siempre su consentimiento, ya que de lo contrario quedarían gravemente conculcados sus derechos, y su inobservancia haría procedente la interposición de recursos judiciales, como el de amparo.


Respecto a los mayores adultos que no puedan expresar su voluntad claramente, Sus Señorías observaron que siguiendo las mismas reglas generales existentes en materia civil, en tal caso procedería la declaración de interdicción, que es un procedimiento judicial que termina en una sentencia, por lo que puede considerarse que para este caso la regla propuesta también es innecesaria.


- Sometida a votación la indicación Nº 4, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez.

- - -


Como consecuencia de los acuerdos antes consignados, vuestra Comisión os propone introducir al texto aprobado en general las siguientes:

MODIFICACIONES

Artículo 1º

Nº 3)


- Reemplazar el Nº 3) por el que sigue:


“3) Agrégase en el inciso tercero del artículo 7º, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final, nueva : ”Se considerará especialmente como situación de riesgo inminente el hecho que un adulto mayor dueño o poseedor, a cualquier título, de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por algunos de los parientes señalados en el artículo 5º.”.”. (Indicación Nº 1a, aprobada con modificaciones, unanimidad 4 x 0).

Artículo 2º


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Agrégase, en el número 8 del artículo 92 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, los siguientes párrafos finales, nuevos:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá decretar la internación del afectado en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiera de cuidados.”.”. (Indicación Nº 2, unanimidad 4 x 0).

Artículo 3º


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 489 del Código Penal:


1) En sus números 1º, 2º y 3º eliminar la palabra “legítimos”; 


2) Derógase su número 4°, y 


3) Agrégase como inciso final, nuevo, el siguiente:


“Además, esta exención no será aplicable cuando la víctima sea una persona mayor de sesenta años.”.”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De ser aprobadas las modificaciones propuestas, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el inciso primero del artículo 3°, a continuación de la palabra “mujer”, la frase “, los adultos mayores”.


2) Intercálase en el inciso segundo del artículo 5°, a continuación del vocablo “edad”, la expresión “, adulto mayor”.


3) Agrégase en el inciso tercero del artículo 7º, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final, nueva : ”Se considerará especialmente como situación de riesgo inminente el hecho que un adulto mayor dueño o poseedor, a cualquier título, de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por algunos de los parientes señalados en el artículo 5º.”.


Artículo 2º.- Agrégase, en el número 8 del artículo 92 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, los siguientes párrafos finales, nuevos:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá decretar la internación del afectado en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiera de cuidados.”.


Artículo 3º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 489 del Código Penal:


1) En sus números 1º, 2º y 3º eliminar la palabra “legítimos”; 


2) Derógase su número 4°, y 


3) Agrégase como inciso final, nuevo, el siguiente:


“Además, esta exención no será aplicable cuando la víctima sea una persona mayor de sesenta años.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 15 de diciembre, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente accidental), Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.

Valparaíso 16 de diciembre de 2009

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.066, DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Y OTROS CUERPOS LEGALES PARA INCLUIR MALTRATO DEL ADULTO MAYOR EN LEGISLACIÓN NACIONAL

(5376-18; 5142-18; 5055-18; 4691-18 y 4167-18)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”, e iniciado en cuatro mociones y un mensaje, refundidos en el primer trámite constitucional, que corresponden a las siguientes iniciativas:



a) Boletín Nº 4.167-18, que tipifica como delito el no proveer a los ascendientes imposibilitados de las condiciones mínimas para vivir, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Amelia Herrera Silva y Marta Isasi Barbieri y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo; René Manuel García García y Alfonso Vargas Lyng;


b) Boletín Nº 4.691-18, que sanciona a quien ejerza violencia contra adultos mayores o ancianos, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo y Osvaldo Palma Flores;


c) Boletín Nº 5.055-18, que modifica la ley de violencia intrafamiliar con el objeto de prevenir la violencia contra los adultos mayores del país, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Marcos Espinosa Monardes, Carlos Abel Jarpa Wevar, José Pérez Arriagada y Alejandro Sule Fernández;


d) Boletín Nº 5.142-18, que incluye el maltrato económico o patrimonial y el abandono o abuso por omisión de adultos mayores en la ley de violencia intrafamiliar, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y señores Pedro Araya Guerrero; Gabriel Ascencio Mansilla; Eduardo Díaz del Río; Jaime Mulet Martínez; Sergio Ojeda Uribe; Carlos Olivares Zepeda; Jorge Sabag Villalobos y Mario Venegas Cárdenas, y


e) Boletín Nº 5.376-18, que modifica la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

A la sesión en que la Comisión discutió el proyecto concurrieron, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señora Paz Irarrázaval; y por el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), la Directora Nacional, señora Paula Forttes; la Jefa de Planificación, señora Patricia Alanis; y la encargada del Departamento Jurídico, señora Tania Mora.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión no introdujo modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 2º permanente, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY
Incluir el maltrato de adultos mayores entre las conductas sancionadas por la ley de violencia intrafamiliar.
- - -



Cabe hacer presente que la Sala del Senado, con fecha 30 de junio de 2009, dispuso que la iniciativa fuese analizada en particular por la Comisión de Hacienda, a fin de estudiar el financiamiento de las medidas de protección que ella contempla. 

- - -

DISCUSIÓN 

La disposición de competencia de la Comisión se reseña de manera sumaria a continuación:
Artículo 2º


El artículo aprobado en general propone, mediante dos numerales, modificar los artículos 84 y 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.

El numeral 1) agrega en el artículo 84, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“No se eximirá de esta obligación a ninguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 177 del Código Procesal Penal, salvo el caso de persecución penal propia.”.


El numeral 2) agrega en el número 8 del artículo 92, los siguientes párrafos finales:

“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá, cumpliéndose los requisitos establecidos en los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario, decretar la medida de internación allí prevista.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono, el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiere de cuidados.”.


Respecto de los referidos numerales se presentaron la siguientes indicaciones números 1 y 2: 


La indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, que propone reemplazar el artículo 2° por otro, que suprime el N° 1) y reproduce el Nº 2) de la norma aprobada en general.


La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Orpis, García y Romero, es para reemplazar el primer párrafo que agrega el numeral 2), por el siguiente:



“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá decretar la medida de internación en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente.”.
La Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), señora Forttes, manifestó que el proyecto de ley busca corregir una omisión en la ley de violencia intrafamiliar, aumentar la protección penal de los adultos mayores y dotar a los tribunales de la facultad de decretar medidas de protección a favor del adulto mayor en casos de abandono o maltrato.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó el número de casos de abandono y maltrato referidos precedentemente, y quiénes son las personas que generalmente denuncian la existencia de dichos casos.

La Directora Nacional del SENAMA, señora Forttes, sostuvo que del año 2007 a la fecha se ha verificado un promedio de 60 casos extremos anuales. Agregó que casos extremos son aquellos en que el adulto mayor debe ser retirado del lugar en el que vive.

Asimismo, señaló que el porcentaje de maltrato hacia el adulto mayor se estima que ronda el 20% y el porcentaje de denuncias es de un 1%. Indicó que las denuncias son efectuadas normalmente por un vecino, una persona conocida o un familiar indirecto.

Observó que el aumento en la esperanza de vida genera un escenario de mayor dependencia y cuidado de los adultos mayores, lo que conlleva que la familia se enfrente a tensiones que antes no se vivían, debiendo cuidar los hijos a los padres sin que exista una adecuada red de servicios, que recién comienza a implementarse.

Manifestó que se esta haciendo un estudio de dependencia a nivel nacional que permitirá conocer las condicionantes territoriales de la dependencia, de las cargas familiares y del subsidio que hacen las mujeres en materia de cuidados, debido a que del 100% de personas que se encargan de adultos mayores, el 96% son mujeres, de las cuales un 90% corresponde a hijas con un promedio de 10 años sin vacaciones.

Planteó que una segunda etapa está referida a los servicios sociosanitarios, para lo que firmaron un convenio con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo para construir viviendas tuteladas y establecimientos de larga estadía, las primeras son parte de un modelo de condominio de 20 casas con un espacio común y con un supervisor las 24 horas del día, enfocado a adultos mayores con algún grado de dependencia que no requieren cuidados permanentes, y las segundas existen para las personas totalmente dependientes. Observó que hay 3.387 viviendas construidas por el Estado asignadas a adultos mayores, y 12 proyectos de condominios tutelados, de los cuales 7 están funcionando. Agregó que los supervisores son pagados por el SENAMA y elegidos por el mismo Servicio en conjunto con el municipio correspondiente. Respecto de los establecimientos de larga estadía, señaló que hay 7 proyectos en construcción y 7 en etapa de adjudicación. Añadió que los recursos para que operen todas las viviendas mencionadas precedentemente, provendrán de las pensiones de los beneficiados en una proporción del 85% del total de las mismas, y el resto será aportado por el Servicio con fondos de un Programa nuevo, de Servicios de Atención al Adulto Mayor, incluido en la Ley de Presupuestos del año 2010 (asignación 22:03:01:24:715:09), por un total de 1.965.043.000 de pesos. Agregó que el 85% de la pensión se utiliza cualquiera sea el monto de la misma, aunque casi todas corresponden a montos bajos debido a que el ingreso se hace mediante Ficha de Protección Social.

Indicó que el costo mensual de la atención de un adulto mayor totalmente dependiente es de 450.000 pesos, lo que se verifica en un centro de 80 plazas como el de Puerto Montt. Asimismo, señaló que financian 300 plazas en el Consejo Nacional de Protección a la Ancianidad (CONAPRAN), producto de un convenio antiguo con la Dirección de Presupuestos que se traspasó al Servicio.

El Honorable Senador señor García preguntó si se contemplaban todos los recursos necesarios en las leyes vigentes para poder dar cumplimiento al proyecto en discusión.

La Directora Nacional del SENAMA, señora Forttes, expresó que están contemplados aproximadamente 14 mil millones de pesos para construcción de viviendas, 2 mil millones para la operación de los centros ya instalados y mil millones asignados a CONAPRAN.

El Honorable Senador señor García manifestó conocer establecimientos de atención al adulto mayor operados por instituciones vinculadas a la Iglesia Católica, con buenas instalaciones, en que la persona entrega el 100% de su pensión, aunque la mayoría obtienen la pensión básica, por lo que no alcanzan a cubrirse los costos que son en promedio de 300.000 pesos por persona. Por lo anteriormente planteado, señaló que será necesario que exista una subvención para el financiamiento de los referidos hogares.

La Directora Nacional del SENAMA, señora Forttes, indicó que existe un problema en el sentido señalado precedentemente, que requiere distintos modelos de intervención, por lo que el estudio de dependencia resulta vital pensando en una especie de seguro que se puede financiar de varias maneras. Respecto del proyecto en discusión, observó que su objetivo es más acotado y se enfoca en los casos más extremos y urgentes.

- En votación las indicaciones números 1 y 2, fueron aprobadas, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 18 de enero de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“1.-
El proyecto de ley en comento, en su artículo 2°, modifica el número 8 del artículo 92 de la Ley N° 19.968, que creó los Tribunales de Familia, estableciendo que para el caso de adultos mayores en situación de abandono, el Tribunal podrá decretar la internación del afectado en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente, entendiendo por situación de abandono el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiera de cuidados.

2.- Los costos asociados a la implementación de la iniciativa en comento, serán financiados a través del presupuesto del “Programa Servicios de Atención al Adulto Mayor”, dependiente del Servicio Nacional del Adulto Mayor. Cabe indicar que para dicho programa la Ley de Presupuestos 2010 considera un monto ascendente a $ 1.965.043  miles.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el inciso primero del artículo 3°, a continuación de la palabra “mujer”, la frase “, los adultos mayores”.


2) Intercálase en el inciso segundo del artículo 5°, a continuación del vocablo “edad”, la expresión “, adulto mayor”.


3) Agrégase en el inciso tercero del artículo 7º, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final, nueva : ”Se considerará especialmente como situación de riesgo inminente el hecho que un adulto mayor dueño o poseedor, a cualquier título, de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por algunos de los parientes señalados en el artículo 5º.”.


Artículo 2º.- Agrégase, en el número 8 del artículo 92 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, los siguientes párrafos finales, nuevos:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá decretar la internación del afectado en alguno de los hogares o instituciones reconocidos por la autoridad competente.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiera de cuidados.”.


Artículo 3º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 489 del Código Penal:


1) En sus números 1º, 2º y 3º eliminar la palabra “legítimos”; 


2) Derógase su número 4°, y 


3) Agrégase como inciso final, nuevo, el siguiente:


“Además, esta exención no será aplicable cuando la víctima sea una persona mayor de sesenta años.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot  y Hosaín Sabag Castillo.

Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE FORTALECE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

(6815-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto sólo en general.

Asimismo, concurrieron en representación del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Mónica Jiménez; la Jefa de la División Jurídica, señora Regina Clark, y los Asesores, señora María José De las Heras, y señores Xavier Vanni, Sebastián Farías y Roberto Pérez Muñoz. 
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor José Antonio Viera Gallo.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley tiene por objetivo principal fortalecer la educación pública, mediante la reestructuración del actual modelo de educación pública. Para estos efectos, propone la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública, concebidas como corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo único giro será prestar el servicio educacional en los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

Asimismo, plantea la creación del Servicio Nacional de Educación, entendido como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y con patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación. Este Servicio deberá prestar apoyo a los sostenedores públicos, velar por el mejoramiento de la calidad de la educación que imparten y ejecutar las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que los artículos que se indican a continuación tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales:

Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12 y el artículo séptimo transitorio, toda vez que abordan materias que tienen directa relación con lo preceptuado en el inciso quinto, del número 11°, del artículo 19, de la Carta Fundamental, el cual encarga a una ley orgánica constitucional establecer los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de enseñanza básica y media; señalar las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento, y establecer los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel. Asimismo, porque algunas de ellas abordan o dicen también relación con materias que constituyen elementos complementarios indispensables de las anteriores, como lo ha señalado en diversas oportunidades el Tribunal Constitucional. 
También, los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, primero transitorio, segundo transitorio en su numeral 1), tercero transitorio, noveno transitorio y décimo segundo transitorio son de carácter orgánico constitucional, porque regulan materias propias de las Bases Generales de la Administración del Estado, en cuanto a la estructura de los servicios públicos, a la carrera funcionaria y su personal, y a las reglas sobre probidad y transparencia. Todo esto en conformidad a lo establecido en el artículo 38 de la Constitución Política de la República. 

Por último, es de carácter orgánico constitucional el artículo 34, en cuanto modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 118 a 126 de la Carta Fundamental.

En consecuencia, las citadas normas deberán ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

Durante la discusión del presente proyecto de ley, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vistas sobre el mismo:

Del Colegio de Profesores: el Presidente, señor Jaime Gajardo. 
Del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz: el señor Guillermo Scherping. 
Del Centro de Estudios Públicos: el Coordinador Académico, señor Harald Beyer. 
De la Universidad de Chile: La Académica, señora, Pilar Romaguera, y del Centro de Investigación Avanzada en Educación, el señor Juan Pablo Valenzuela. 
El Abogado y Profesor de Derecho Constitucional: el señor Francisco Zúñiga. 
De la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación: el Presidente, señor Nelson Viveros.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza.

2) La ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación.
3) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.704, del Ministerio del Interior, de 2002, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.
4) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones del Estado a establecimientos educacionales.
5) El decreto con fuerza de ley N° 1 de 1980, del Ministerio del Interior, que reglamenta la aplicación del artículo 38 del decreto ley N° 3.063 de 1979, sobre Rentas Municipales, y que contiene las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal, en lo relativo, entre otros, a traspasos de servicios del sector público.
6) La ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

7) La ley N° 20.247, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, estableciendo un aumento de las subvenciones a establecimientos educacionales.

8) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

9) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación.

10) La ley N° 19.464 que establece las normas y concede un aumento de remuneraciones para el personal no docente de los establecimientos educacionales que indica.

11) La ley N° 19.882 que regula nueva política de funcionarios públicos que indica.

12) El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

13) El decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

14) El decreto ley N° 1.263, de 1985, que establece la Administración Financiera del Estado.

15) La ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO


Con fecha 5 de enero de 2010, S. E. la Presidenta de la República, envió el Mensaje N° 1727-357, el cual señala que la educación pública está inscrita en la historia de Chile como un pilar fundamental en la construcción de una sociedad más libre, justa y equitativa. En efecto, acota que de las aulas de los establecimientos educacionales públicos han egresado personalidades que han dado forma a nuestra identidad en todos los ámbitos de la vida nacional, desde Presidentes de la República, hasta destacadas figuras en el área de las artes, las humanidades y de la ciencia.
Por lo dicho, arguye que todos los chilenos nos sentimos orgullosos del patrimonio que nos ha legado la educación pública, gratuita, de excelencia, integradora, participativa, laica y pluralista. Añade que el inmenso aporte que la educación pública ha hecho al país se erige como un referente ineludible a la hora de diseñar una política para su fortalecimiento.
Enseguida, destaca que en la actualidad existen distintos proyectos de ley que perfeccionan el marco regulatorio y la arquitectura del sector educativo y que el presente proyecto de ley forma parte coherente de estas reformas en marcha. Al respecto, recuerda que en el mes de abril del año 2007 se inició la tramitación del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, que tiene por objetivo establecer y explicitar los principios y fines de la educación, los deberes que al Estado le corresponden en esta materia, los derechos y obligaciones de los actores del proceso educativo y las disposiciones generales sobre los tipos, niveles y modalidades del sistema educativo, así como las normas que fijan el ordenamiento de un currículo nacional flexible, moderno, democrático y orientado hacia las necesidades del siglo XXI. 

Por otra parte, señala que en el mes de julio del año 2008 se presentó una indicación sustitutita al proyecto de ley que crea una Superintendencia de Educación, creando al mismo tiempo la entidad de la Agencia de la Calidad, cuyo objetivo principal es orientar el mejoramiento de la calidad de la educación y evaluar el cumplimiento de los estándares que de conformidad con la ley se establezcan. Además, precisa que se establece que la Superintendencia de Educación deberá encargarse de la fiscalización del uso de los recursos por parte de los sostenedores y de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, con la finalidad de que éstos cumplan con la normativa educacional. Asimismo, indica que se prescribe que la Superintendencia de Educación deberá proporcionar información, en el ámbito de su competencia, a la comunidad educativa y a los otros usuarios e interesados, deberá atender los reclamos y denuncias que éstos formulen y establecer las sanciones que en cada caso corresponda.

Por otra parte, comenta que se han aprobado dos leyes que incrementan los recursos públicos, destinados al financiamiento de la educación, a saber: la ley N° 20.248, que establece una Subvención Preferencial, y la ley N° 20.247, que aumentó la subvención educacional general en un 15%, para todos los niveles y modalidades educativas, y en un 10% adicional la subvención para la educación rural.
En este contexto, sostiene que el presente proyecto de ley viene a dar cumplimiento a un compromiso aún pendiente con la educación pública y en este sentido recalca que sus ideas matrices responden al convencimiento de que una educación pública de primer nivel es indispensable para que Chile sea una sociedad de oportunidades, que garantice a todos sus habitantes el igual acceso a los frutos del desarrollo y al progreso del país. Adicionalmente, acota que no se podrá alcanzar este objetivo si no se regula un Estado con un rol más decisivo en el área de la educación.

Posteriormente, indica que este proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación, cuyas principales funciones serán ejecutar las políticas educativas y prestar apoyo técnico pedagógico a las escuelas y liceos del país. Asimismo, señala que la creación del Servicio Nacional de Educación busca armonizar la organización interna del Ministerio de Educación con los principios de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, ya que entrega al Servicio Nacional de Educación la ejecución de las políticas, planes, programas y normas que establezca el Ministerio de Educación.

Por otra parte, comenta que este proyecto de ley genera las condiciones para la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública, las que -comprometidas con el proceso de descentralización- avanzan en la modernización del aparato público en el ámbito educativo.
De esta forma, considera que con la reforma educacional en curso, se estarían ampliando las oportunidades educativas, desde la más temprana infancia y se estaría materializando la contribución del Estado a la sociedad, en la medida que asegure el acceso, la permanencia y el egreso del sistema educativo, con aprendizajes de calidad. Por eso, arguye que son criterios esenciales el acceso, la igualdad de oportunidades y la calidad educativa.

Resalta, enseguida que se ha planteado la necesidad de avanzar en Chile hacia un Estado moderno que cuente con un eficiente, adecuado y equitativo Sistema de Protección Social, fundado en la noción de derechos sociales de las personas, que se basa en un Estado que brinda asistencia y que asume la protección social como su sello, para lo cual arguye que resulta esencial dar un paso cualitativo en el ámbito educacional.

Enseguida, señala que la educación pública, administrada por las municipalidades y por las corporaciones municipales, atiende a la mayoría de la población escolar más vulnerable, lo que de por sí representa un gran desafío, el que se une a otros factores que se deben abordar, a saber:
a) Falta de atribuciones pedagógicas. Al respecto, explica que legalmente el Ministerio de Educación está a cargo del ámbito pedagógico, mientras que el municipio está a cargo del ámbito administrativo educacional. En su opinión, esta división de funciones se ha traducido en una falta de claridad en la determinación del responsable de los resultados educativos. 

b) Dificultades para administrar. Sobre el particular, comenta que los municipios tienen grandes dificultades para administrar adecuadamente el servicio educativo, especialmente por las leyes que se les aplican.

c) Desigualdad de condiciones respecto de la educación particular. En este punto, señala que la mayoría de los alumnos atendidos por la educación municipal provienen de las familias de menor capital cultural, puesto que en la práctica la educación pública no puede seleccionar a sus alumnos. Asimismo, recuerda que en la educación pública la mayoría de los establecimientos educacionales no tienen financiamiento compartido.
d) Dispersión de la población escolar, lo que a su parecer se refleja en que el 45% de la matrícula nacional es municipal, aumentado esta cifra a un 72% en el sector rural. Sobre este mismo punto, reconoce que en los últimos años se ha producido una pérdida de matrícula de la educación municipal, especialmente en la enseñanza básica. En efecto, informa que entre los años 1981 y 2007 la participación del sector municipal disminuyó desde un 78% a un 45%.

Posteriormente, sostiene que para nadie debe resultar aceptable que la calidad de la educación que reciban nuestros hijos se encuentre determinada por el nivel de ingresos familiares. Por ello, arguye que es deber del Estado velar por una educación pública de calidad y mantener una especial preocupación por ella, ya que permite garantizar la existencia de una oferta educativa inclusiva, gratuita y no discriminatoria.
Acota que la educación pública tiene en su centro la idea de que para cimentar la democracia y para construir la cohesión social es necesario que los niños, niñas y jóvenes de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas, puedan ser educados en un mismo espacio pedagógico. En este sentido, señala que mientras la libertad de enseñanza permite una diversidad de proyectos educativos, la existencia de una educación pública de calidad permite que la diversidad del país pueda ser educada bajo un proyecto educativo común.
En esta misma línea, expresa que la educación pública debe aportar decisivamente a la construcción y a la consolidación de la vida republicana, puesto que la educación privada siendo valiosa y necesaria, tiene como límite el proyecto educativo de un grupo en particular, mientras que la educación pública tiene detrás de su proyecto educativo una visión del país que aspiramos construir.
Luego, comenta que apoya un sistema mixto de educación que, por una parte, garantice el ejercicio pleno del derecho a una educación gratuita y sin discriminaciones y, que por otra, valore la participación del sector privado como expresión de la libertad, riqueza y la diversidad cultural. En este sentido, entiende que es esencial la existencia de una educación pública de calidad, lo que se manifiesta en su aspiración de privilegiarla, puesto que prevé que su existencia se encuentra en riesgo.

Por lo dicho, considera indispensable que, junto a las reformas generales al sistema educativo antes señaladas, se aborden también los problemas que hoy afectan a la educación pública, puesto que fortalecer y mejorar la calidad de la educación pública es una necesidad del país y una cuestión de justicia y de equidad. En este contexto, postula una educación pública que asegure a todos el derecho a una educación de calidad, laica, pluralista, gratuita, republicana, transparente, inclusiva y no selectiva, y que contribuya al fortalecimiento de la identidad nacional y local.

A la luz de lo expuesto, explica que el presente proyecto de ley se inspira en los siguientes criterios:

a) Operar descentralizadamente, en el marco de normas de carácter y validez nacional.

b) Fortalecer la autonomía y la responsabilidad de los sostenedores públicos, definiendo estándares nacionales: de aprendizaje; de desempeño de los sostenedores y de sus escuelas, y de desempeño de los docentes.
c) Radicar en los sostenedores públicos las competencias técnico pedagógicas y de supervisión.

d) Garantizar la profesionalización de los equipos técnicos de estas administraciones, a través de procesos rigurosos y transparentes de selección que trasciendan la gestión política.

e) Asegurar la transparencia en la información y en la rendición de cuentas sobre el uso de los recursos y los resultados educativos de todos los sostenedores.
Enseguida, señala que para implementar todos estos criterios el presente proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública.

Recuerda, asimismo que todas estas reformas se enmarcan en el contexto de una nueva arquitectura del sistema educativo, que reconoce cinco órganos en la alta dirección del sector: el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación, la Agencia de la Calidad, el Servicio Nacional de Educación y el Consejo Nacional de Educación, cada uno con roles y responsabilidades específicas y separadas, funcionales al sistema y debidamente coordinadas.
Así, explica que el Ministerio de Educación será el responsable de diseñar la política educacional, de proponer los estándares de desempeño y el currículum, mientras que el Servicio Nacional de Educación será el responsable de brindar apoyo pedagógico a los sostenedores, de ejecutar las políticas, planes y programas del Ministerio de Educación, de realizar los procesos de acreditación de las instituciones de asistencia técnica y de velar por el mejoramiento continuo de la calidad de la educación impartida por los sostenedores públicos.

Por otra parte, indica que el Consejo Nacional de Educación es el responsable de aprobar los estándares y el currículum y que la Superintendencia de Educación será la responsable de fiscalizar que los sostenedores y sus establecimientos educacionales cumplan con las leyes, requisitos, normativas y reglamentos, dictando sanciones si lo amerita. En cuanto a la Agencia de la Calidad, acota que será la responsable de realizar una evaluación independiente y externa del aprendizaje de los alumnos y del desempeño de los establecimientos educacionales y de los sostenedores, de informar a los padres y apoderados respecto de los logros de aprendizaje de sus pupilos, y de validar los instrumentos de evaluación de los docentes.
Recalca que esta arquitectura implicará no sólo la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de la Calidad, sino también el rediseño del Consejo Nacional de Educación y, necesariamente, la modernización, readecuación y el fortalecimiento del Ministerio de Educación. 
En este escenario, señala que el Servicio Nacional de Educación, será ahora el que apoye prioritariamente a los sostenedores públicos, lo que representa un cambio estructural en el actual ordenamiento jurídico y administrativo de la educación.

Al mismo tiempo, sostiene que se propone la creación de Corporaciones Locales de Educación Pública, concebidas como corporaciones de derecho público, con dedicación exclusiva a la gestión de la educación en un territorio determinado, que puede comprender una o más comunas. Agrega que estas entidades serán autónomas, ágiles y flexibles, y que dispondrán de personal técnicamente calificado para atender a los establecimientos educacionales a su cargo, tanto en el ámbito técnico pedagógico, como en el administrativo financiero, uniendo así en una sola entidad ambas funciones, que a su parecer son inadecuadamente separadas en el marco legal actual.

Luego, comenta que estas corporaciones tendrán un Consejo Directivo que responderá ante la ciudadanía, y un Director Ejecutivo seleccionado por métodos equivalentes a los del Sistema de la Alta Dirección Pública, que responderá ante el Consejo Directivo. Asimismo, indica que las Corporaciones tendrán financiamiento fiscal para desempeñar adecuadamente su rol directivo.

Por otra parte, señala que se reconocen los siguientes principios especiales de la educación pública: el laicismo y la libertad de conciencia; el pluralismo; la gratuidad; el respeto a la diversidad cultural; el compromiso con la democracia y con la cultura cívica; la transparencia; la integración e inclusión social, y la calidad educativa.

Asimismo, informa que se establecen ciertos deberes especiales para los sostenedores públicos, entre otros mencionó: el velar por la erradicación de cualquier forma de discriminación arbitraria en sus establecimientos educacionales; el contribuir al desarrollo educativo local, a la valoración de las identidades específicas y al reconocimiento de las particularidades de los territorios que atienden; el prestar una educación gratuita; el cumplir con los estándares de calidad, y el propender a la inclusión de la población escolar en sus establecimientos educacionales .

Posteriormente, expresa que este proyecto de ley establece que los sostenedores públicos no podrán seleccionar a sus postulantes, salvo cuando existan más postulantes que matrículas disponibles o, excepcionalmente, en la enseñanza media, en el caso de los establecimientos de educación pública reconocidos por su excelencia, en los cuales se podrá seleccionar a sus alumnos según su rendimiento académico, por medio de procesos transparentes.

En cuanto a las Corporaciones Locales de Educación Pública, explica que éstas se conciben como corporaciones de derecho público, autónomas, con personalidad jurídica y con patrimonio propio. Además, expone que se regula que tendrán un objeto único, el cual consistirá en prestar el servicio educativo de conformidad a la ley, en los niveles y modalidades que corresponda en los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

También, señala que las Corporaciones deberán contar con un Consejo Directivo, que será un órgano colegiado, de carácter resolutivo, y que tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación, y con un Director Ejecutivo, que tendrá a su cargo la gestión técnico-pedagógica y la administración de la Corporación. Agrega que las Corporaciones tendrán las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.

b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.

d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos educacionales de su dependencia, con el objeto de fortalecer sus capacidades y su autonomía técnico pedagógicas.

e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos educacionales de su dependencia.

f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema, respecto de sus establecimientos educacionales.

En relación al Consejo Directivo de cada Corporación, informa que éstos estarán integrados por el o los alcaldes de las comunas en cuyo territorio operen, por dos personas designadas por el Ministerio de Educación, quienes deberán, en cualquier caso, estar en minoría dentro de dicho Consejo. Asimismo, acota que para efectos de cumplir con el principio de mayoría del gobierno local deberán, también, integrar este Consejo el número de concejales que señale el reglamento.

Por su parte, indica que el Consejo Directivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Establecer las normas generales que regulen la organización y el funcionamiento de cada Corporación.

b) Aprobar el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
c) Aprobar el presupuesto de la Corporación.

d) Aprobar la apertura, fusión o cierre de los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
e) Nombrar y remover, al Director Ejecutivo de la Corporación, de conformidad a las normas que sean homologables a las del Sistema de la Alta Dirección Pública.

f) Establecer las normas que regulan la organización y el funcionamiento del Consejo.
g) Aprobar la cuenta pública anual que rinda el Director Ejecutivo.

h) Aprobar la propuesta de convenio que la Corporación suscriba con el Servicio Nacional de Educación.

i) Rendir cuenta de la gestión de la Corporación en conformidad a la ley.

Luego, señala que las Corporaciones contarán con un Director Ejecutivo seleccionado y removido por un sistema similar al de la Alta Dirección Pública, que tendrá como principales funciones:

a) Proponer al Consejo Directivo el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
b) Contratar y poner término a las funciones del personal de conformidad con la normativa vigente.
c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo Directivo, informándole periódicamente sobre ello, así como respecto de la marcha de la institución.

d) Delegar en funcionarios de la Corporación, en particular, en los directores de los establecimientos educacionales bajo su dependencia, las funciones y atribuciones que estime conveniente.
e) Aprobar, a propuesta del director del establecimiento, el proyecto educativo de cada uno de los establecimientos de dependencia de la Corporación.

Luego, advierte que el personal que sea contratado para prestar servicios en las unidades de administración de la Corporación y que no ejerza funciones en los establecimientos educacionales, que se rijan por estatutos especiales, se regirá por las normas del Código del Trabajo.

Por otra parte, señala que cada Corporación tendrá financiamiento fiscal directo, a través de una contribución anual que se consignará en la Ley de Presupuestos del Sector Público, destinada a la gestión de las Corporaciones. Acota que lo anterior, es sin perjuicio de otros recursos que la ley le asigne, como es el caso de las subvenciones, y de otros aportes voluntarios que las personas deseen otorgarles.
En relación al Servicio Nacional de Educación, explica que este proyecto de ley establece la creación de esta entidad, como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación. Añade que este Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, consagrado en la ley Nº 19.882 y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las direcciones regionales y provinciales que puede establecer.
Posteriormente, indica que el objetivo del Servicio  Nacional de Educación será prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, precisa que le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas, elaborados por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. 

A continuación, enumera las principales funciones que tendrá el Servicio Nacional de Educación:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los sostenedores públicos para el cumplimiento de los estándares de calidad, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda, de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los sostenedores que reciben subvención o aportes del Estado.

c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto los sostenedores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.

d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional.

En lo relativo a la administración y dirección superior del Servicio Nacional de Educación, señala que ésta estará a cargo de un Director Nacional, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo. Asimismo, comenta que el Director Nacional será un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. Agrega que el Director establecerá la organización interna de la planta del personal y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como también el personal adscrito a tales unidades.

Posteriormente, explica que este proyecto de ley contempla un período de transición de cinco años, contados desde que se dicten los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley. En dicho período, precisa que se faculta a las municipalidades para que, voluntariamente, inicien el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública. Asimismo, comenta que transcurrido este plazo será obligatorio para las municipalidades iniciar este procedimiento. Acota que la constitución misma de las Corporaciones Locales de Educación Pública se dispondrá mediante uno o más decretos con fuerza de ley.
En otro orden de ideas, aclara que los traspasos de los docentes a las respectivas Corporaciones no implicarán un cambio en el régimen jurídico de éstos, puesto que continuarán siendo regulados por las normas que establece el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y por la ley N° 19.464, según sea el caso.

Por último, señala que para asegurar que los mejores funcionarios pasen a formar de la dotación de personal del Servicio Nacional de Educación, se establece un sistema de concursos internos y externos, de manera de garantizar que este Servicio cuente con el personal idóneo para la importante labor que la ley le está encomendando.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, la Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, señaló que mientras se tramita esta iniciativa se implementarán un conjunto de acciones para mejorar las condiciones en que opera la educación pública, a fin de revertir, o al menos, detener la disminución sostenida de su matrícula y de facilitar la gestión educativa de los sostenedores, haciendo que asuman mayores niveles de responsabilidad respecto de su administración.
Enseguida, expuso que la educación pública está inscrita en la historia de Chile como un pilar fundamental en la construcción de una sociedad más libre, justa y equitativa. En efecto, acotó que de las aulas de los establecimientos públicos han egresado personalidades que han dado forma a nuestra identidad en todos los ámbitos de la vida nacional, desde Presidentes de la República, hasta destacadas figuras del área de las artes, las humanidades, la ciencia y de la vida cívica. Agregó que, sin duda, todos los chilenos nos sentimos orgullosos del patrimonio que nos ha legado la educación pública. En este contexto, señaló que la sociedad actual está en deuda con la educación pública que hoy se imparte.
Sobre esta última idea, indicó que las deficiencias que presenta la educación pública, con su actual organización, han incidido en una pérdida considerable de su matrícula durante los últimos años y en una desigual distribución de sus oportunidades, especialmente en la enseñanza básica. En lo que concierne a la pérdida de su matrícula, informó que entre los años 1981 y 2007 la participación del sector municipal disminuyó desde un 78% a un 45%. En cuanto a su desigual distribución, expresó que existe una gran dispersión de la población escolar, lo que se refleja en que el 85% de la matrícula municipal está en las zonas urbanas, siendo que el 67% de sus colegios, casi todos de básica, están en las zonas rurales con un promedio de 65 alumnos por establecimiento. Añadió como dato adicional que de los 5.909 establecimientos municipalizados que tenemos a lo largo del país existen cerca de 1.000 establecimientos con un número igual o inferior a 5 alumnos y de 3.000 establecimientos con una matrícula igual o inferior a 20 alumnos, lo que equivale a decir que la mitad de todas las escuelas y liceos de este sector cuentan, prácticamente, con menos de 20 alumnos.
En estas condiciones, reconoció que la educación pública enfrenta serios problemas, mencionando entre otros:

a) Una falta de gobernabilidad, lo que se refleja en una confusa asignación de roles entre el sistema municipal y el Ministerio de Educación. Sobre este mismo punto, comentó que la gestión de los establecimientos educacionales municipales está dividida entre los municipios y el Ministerio de Educación. En efecto, indicó que los municipios asumen el área administrativa y el Ministerio de Educación el área técnico pedagógico. Esta división, continuó, genera una falta de claridad en la determinación del responsable frente a los resultados de los distintos niveles del sistema.
b) Una heterogeneidad estructural, en su opinión, debida a una mala distribución territorial de los establecimientos y a las diferencias en el número de alumnos matriculados entre los establecimientos. Sobre el particular, comentó que con la actual estructura es imposible enfrentar con mayor efectividad las brechas de calidad, producto de la desigual distribución de capacidades en el territorio nacional.
c) Una escasa capacidad profesional para la gestión y la docencia, lo que su a juicio se suma con un disímil fortaleza técnica entre los administradores educacionales.

Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley aborda soluciones en la dimensión institucional, así como también en otras dimensiones claves, como por ejemplo la carrera docente, que requiere un tratamiento específico en otros cuerpos legales. En lo referente a la carrera docente, anticipó que el Ejecutivo está trabajando en este tema y que prontamente presentará una nueva fórmula para modificar el Estatuto Docente.

En estas circunstancias, arguyó que este proyecto de ley responde a un compromiso pendiente con la educación pública y comentó que sus ideas matrices expresan su convencimiento de que una educación pública de primer nivel es indispensable para que Chile sea una sociedad de oportunidades que garantice a todos sus habitantes el acceso a los frutos del desarrollo y que contribuya al progreso del país. Asimismo, expresó que sin un rol decisivo del Estado en la educación, no se logrará avanzar en el empeño que tienen el Ejecutivo de que los alumnos del sector municipal también puedan acceder a la educación superior.
Luego de destacar el gran aporte que la educación pública ha hecho al país, señaló que para diseñar una política para su fortalecimiento es indispensable tener presente algunos de los principios que la inspiran, a saber:
a) Garantizar la existencia de una oferta educativa inclusiva, gratuita, no discriminatoria y de calidad

b) Cimentar la democracia y potenciar la cohesión social. Precisó que este objetivo se pone en práctica cuando en un mismo espacio pedagógico comparten niños, niñas y jóvenes de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas.
c) Aportar a la consolidación de la vida republicana. Al respecto, indicó que la educación pública se sustenta en un proyecto educativo que conlleva una visión del país que aspiramos construir, que la educación privada, siendo valiosa y necesaria, en algunos casos no alcanza a desarrollar, porque tiene como límite el proyecto educativo de un grupo en particular.
Enseguida, señaló que estos principios conforman el marco en que debe desenvolverse la educación pública, de manera de asegurar a todos, el derecho a una educación de calidad, laica, pluralista, gratuita, republicana, transparente, inclusiva y que contribuya al fortalecimiento de la identidad nacional y local. Sobre esta misma idea, recalcó que fortalecer v mejorar la calidad de la educación pública es una necesidad del país y de su desarrollo. Asimismo, acotó que se trata de una cuestión de justicia y equidad.
A continuación, procedió a enumerar los diversos criterios que orientan el presente proyecto de ley, a saber:

a) Permitir una operación descentralizada de las entidades administradoras de la educación pública, en el marco de normas de carácter y validez nacional.
b) Fortalecer la autonomía y la responsabilidad de los gestores públicos, definiendo estándares nacionales y otorgándoles nuevas competencias.
c) Radicar las competencias técnico pedagógicas y de supervisión de establecimientos en los gestores públicos.
d) Garantizar la profesionalización de los equipos técnicos de quiénes tienen la responsabilidad de administrar.
e) Asegurar la transparencia en la información y la rendición de cuentas sobre el uso de los recursos y los resultados educativos de todos los gestores.
Posteriormente, señaló que todos estos criterios fortalecen la educación pública, porque buscan solucionar sus principales problemas. En efecto, arguyó que esta iniciativa legal presenta una propuesta para mejorar sus dificultades administrativas y la relación entre el Ministerio de Educación y los gestores municipales. En cuanto a la heterogeneidad estructural, expresó que se propone un sistema racional de territorios, y en lo que dice relación con la falta de capacidades, precisó que se plantea exigir a los gestores públicos giro exclusivo -al igual que se le exige a los sostenedores de los establecimientos educacionales particulares- y personal altamente calificado para los entes que son responsables de la orientación técnico pedagógica.
Para concretar estas orientaciones y solucionar los problemas anteriormente mencionados, explicó que el presente proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública.
En cuanto al Servicio Nacional de Educación, indicó que esta iniciativa legal consagra la creación de un Servicio Nacional de Educación, como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y con patrimonio propio. Agregó que éste estará sometido a la supervisión de la Presidencia, a través del Ministerio de Educación y que se tratará de un servicio afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882. Su domicilio, continuó, será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las direcciones regionales y provinciales que pueda crear.
Luego, explicó que el Servicio Nacional de Educación se crea para superar el problema de heterogeneidad estructural y de la escasa capacidad profesional técnico pedagógica que tiene lugar en el plano local. Añadió que su función ejecutora permitirá superar la relación deficiente entre el Ministerio de Educación y los gobiernos locales, así como armonizar la organización interna del Ministerio de Educación con los principios de la Ley Bases Generales de la Administración del Estado, en la medida que será el órgano ejecutor de las políticas, planes y programas que establezca el Ministerio de Educación.
En concreto, acotó que el objeto de este nuevo Servicio será prestar apoyo educativo a los gestores públicos y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, precisó que le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas, elaborados por el Ministerio de Educación para los gestores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. Con todo, recalcó que el Servicio deberá ceñirse a las políticas diseñadas por el Ministerio de Educación.
Posteriormente, enumeró algunas de las principales funciones que tendrá este nuevo Servicio, destacando entre otras:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los gestores públicos para el cumplimiento de los estándares de calidad, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los gestores que reciben subvención o aportes del Estado.
c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto de los gestores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.
d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional.
Por su parte, explicó que las Corporaciones Locales de Educación Pública se conciben como corporaciones de derecho público con dedicación exclusiva en la gestión de la educación en un territorio definido, que puede comprender una o más comunas. Además, señaló que se tratará de entidades autónomas, ágiles y flexibles, que dispondrán de personal técnicamente calificado para atender a los establecimientos educacionales a su cargo en los ámbitos técnico pedagógico y administrativo financiero, uniendo así en una sola entidad ambas funciones.
En su opinión, las Corporaciones Locales de Educación Pública resolverán la heterogeneidad estructural y la escasa capacidad profesional de los establecimientos educacionales, en la medida que se harán cargo de la gestión educacional en forma integrada. También, comentó que estas entidades responderán a los criterios que orientan a este proyecto de ley. A su vez, recalcó que en ellas quedará radicada las competencias técnico pedagógicas y de supervisión.
Por otra parte, indicó que estas Corporaciones tendrán un Consejo Directivo, que responderá ante la ciudadanía, y un Director Ejecutivo, que será seleccionado por métodos equivalentes a los del Sistema de Alta Dirección Pública, que responderá al Consejo Directivo.
En materia de funciones de estas Corporaciones, destacó las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.
d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos educacionales bajo su dependencia, con el objeto de fortalecer sus capacidades y autonomía técnico pedagógica.
e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema.
En cuanto al financiamiento de las Corporaciones, informó que cada entidad dispondrá de financiamiento fiscal directo, a través de una contribución anual que se consignará en la Ley de Presupuestos del Sector Público, destinada a la gestión misma de la Corporación. Acotó que lo anterior, sin perjuicio de otros recursos que le asigne la ley, como es el caso de las subvenciones.
Enseguida, señaló que este proyecto de ley contempla un período de transición de 5 años, contados desde que se dicten todos los reglamentos que esta norma exige para su aplicación. Durante este período, precisó que esta ley faculta a las municipalidades, que así lo estimen conveniente, a someterse a un procedimiento voluntario de constitución de Corporaciones. Añadió que transcurrido este plazo las municipalidades estarán obligadas a acogerse a dicho procedimiento. Luego, comentó que se estima que al término de dicho plazo se habrán constituido aproximadamente setenta corporaciones.

Posteriormente, aclaró que el traspaso de los docentes a las Corporaciones no significará, en ningún caso, un cambio de su régimen jurídico, puesto que seguirán dependiendo de las normas que establece el Estatuto Docente.
Comentó que en grandes líneas en el actual diseño del sistema de educación pública existe una clara separación entre lo técnico pedagógico y lo administrativo, lo que a su juicio no facilita la gestión de un establecimiento educacional, porque obviamente considera que ambas decisiones deben estar coordinadas. Acotó que con este sistema se tiende al inmovilismo, puesto que nadie toma decisiones y la inercia hace inviable una educación de calidad.
Desde su perspectiva, las instituciones que se proponen en este proyecto de ley solucionan la heterogeneidad estructural, agrupando a diversos establecimientos educacionales, favoreciendo de esta manera su gestión administrativa y técnico pedagógica, al descansar ambas en una sola mano.
Luego, observó que este proyecto de ley no se basta así mismo, porque debe ser mirado en conjunto con otras iniciativas, vinculadas a la formación inicial de los docentes y a su carrera profesional. 

En este contexto, formuló una invitación a los miembros de la Comisión a deliberar, teniendo presente que estamos tratando a un sector de la educación emblemático por su significado en la historia nacional, por su contribución al desarrollo del país y por su incidencia en las oportunidades de las próximas generaciones.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su apoyo al presente proyecto de ley, porque entiende que forma parte de un conjunto de iniciativas que el Ejecutivo ha promovido con la finalidad de mejorar la calidad de la educación, especialmente de la educación pública. En esta misma línea, valoró el esfuerzo que ha realizado el Ejecutivo para potenciar a la educación pública, por apoyar a los establecimientos educacionales subvencionados y por mejorar la situación de los alumnos.

Sin perjuicio de lo anterior, observó que aún quedan varios temas pendientes que ninguno de los proyectos de ley que ha presentado el Ejecutivo aborda, tales como: el Estatuto Docente, el financiamiento de la educación pública; el trato preferencial que se le debe dar a la educación pública, y el sistema de subvenciones.

En cuanto al presente proyecto de ley, expresó que se inclina más por formar entidades macrozonales, que administren a los establecimientos educacionales públicos, porque a su juicio las administraciones territoriales locales no tendrían la capacidad para implementar las políticas educativas de carácter nacional.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick indicó que apoya la iniciativa de mejorar la calidad de la educación pública, porque entiende que se trata de un elemento esencial para la integración social en nuestro país. En efecto, acotó que la baja calidad de la educación pública es la causa directa de la segmentación que tenemos en nuestra sociedad. En este contexto, anunció su voto a favor de la presente iniciativa legal.

No obstante, manifestó su preocupación por el gran debate que habido en torno al presente proyecto de ley y por la forma en que se ha manejado su tramitación. De hecho, comentó que le sorprendió que este proyecto de ley haya sido reingresado al Senado. Asimismo, opinó que antes de votar en general su idea de legislar se debe escuchar los planteamientos de los expertos sobre la materia. Finalmente, anunció la presentación de numerosos indicaciones al presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que es partidario de desmunicipalizar a la educación pública y terminar definitivamente con el rol de los alcaldes en el área de la educación. Por otra parte, manifestó su preocupación por la educación especial, la cual a su juicio no ha sido considerada dentro de esta gran reforma a la educación pública. En efecto, acotó que los niños con discapacidades sensoriales son excluidos del sistema, puesto que no existen escuelas para atender su discapacidad. Con esto, continuó, se está marginando a los niños mudos y sordomudos, ya que las escuelas especiales sólo atienden a niños con disparidades intelectuales.

En lo que concierne al presente proyecto de ley, opinó que lo encuentra pobre, porque no diferencia entre la subvención destinada a los establecimientos educacionales públicos y los particulares. Sobre este punto, planteó la necesidad de duplicar su subvención o de crear un fondo compensatorio que ayude a apaliar las necesidades de la educación pública. Asimismo, indicó que apoya la idea de crear Corporaciones zonales que administren la educación pública que sean dirigidas por una Consejo Directivo elegido en votaciones populares.

No obstante lo anterior, señaló que apoya la iniciativa de aprobar la idea de legislar en la materia.

La señora Ministra de Educación pidió a los miembros de la Comisión votar cuanto antes de la idea de legislar en la materia, porque existe una necesidad urgente de solucionar el grave problema que aqueja a la educación pública de nuestro país.

El Honorable Senador señor Núñez anunció su voto favorable, sin perjuicio de lo anterior manifestó una serie de dudas respecto del proyecto de ley en estudio, tales como: qué sucederá con los municipios; qué rol tendrán los Gobiernos Regionales; inversiones del FNDR en la educación pública, y qué sucederá con las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación.

Posteriormente, hizo presente la necesidad de escuchar la opinión de los expertos en la materia.

Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier pidió al Ejecutivo la siguiente información: distribución geográfica de la matrícula de los alumnos que asisten a la educación pública; acceso a la educación pública de los alumnos que presentan algún tipo de discapacidad sensorial, y costos de las Corporaciones Locales de Educación Pública.

En sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo, quien señaló que las concepciones vigentes del modelo educativo han arrastrado al colapso a la educación en general y particularmente a la educación pública. Acotó que el rol subsidiario del Estado en la educación se expresa en una descentralización, que desconcentró atribuciones administrativas sin financiamiento suficiente, y en el principio de libertad de enseñanza, lo que derivó en el proceso de selección de alumnos. En esta misma línea, indicó que producto de esta concepción subsidiaria, las universidades se encuentran actualmente sumidas en una crisis, en que el modelo ha empujado a las universidades de tradición pública a transformarse, cada vez más, en servicios docentes del mercado de la educación superior.
En cuanto al concepto de la educación pública, precisó que éste debe garantizar y proteger el derecho a la educación, entendido como un bien social público, laico, de alto nivel tecnológico, con contenidos teóricos e infraestructura de calidad. Asimismo, señaló que debe concebirse a este derecho sin ningún tipo de discriminación, ni restricciones, ya sea de índole económica, social, cultural, ideológica o política, educacional, étnica y de género, que además considere las necesidades especiales de la educación diferencial y las diferencias sexuales.

Enseguida, comentó que para hacer efectivo este objetivo, el Estado debe proveer un sistema de su propiedad para dar cumplimiento a la obligación del Estado de garantizar el derecho a la educación. A este sistema, continuó, se le debe dar un trato preferente, sin perjuicio de que existan otros subsistemas, de diversa propiedad, proyectos educativos y formas de financiamiento. Acotó que la libertad de enseñanza tiene como condición la existencia no sólo de una educación privada, sino también la de una educación estatal de calidad y una regulación estricta de ambas.
En materia de administración de la educación pública, afirmó que la actual forma de administración municipal ha colapsado, por esto se requiere una descentralización real, que considere tamaño de la matrícula, centros educativos, docentes y auxiliares de la educación y cuyo único objetivo sea la educación.
Por otra parte, consideró que la administración descentralizada del sistema escolar debe ser regional, propendiendo a la integración de la realidad local de cada comunidad y fomentando los proyectos de desarrollo de cada zona. Agregó que esta administración debe asegurar la participación de las comunidades escolares y de la sociedad, creándose para ello Consejos de Educación de carácter resolutivo regionales, comunales, y por establecimiento educacional, con una amplia participación en la toma de decisiones de los representantes de la comunidad, integrando a los alcaldes, profesores, estudiantes, padres y apoderados.
Asimismo, expresó que cada comuna debe contar con colegios públicos de excelencia y que a nivel regional deberán crearse instituciones de educación superior públicas que fomenten la investigación y el desarrollo local, tanto en el plano científico, como en el artístico y en el intelectual. Todo esto, continuó, teniendo como base a los colegios públicos ya existentes en cada localidad.
En lo que concierne al rol del Ministerio de Educación, señaló que éste debe actuar como una instancia directiva, normativa, reguladora, supervisora y fiscalizadora del sistema educativo. También, indicó que debe cumplir un papel técnico, de apoyo pedagógico y de coordinador de las políticas educacionales a nivel nacional. En este contexto, sostuvo que el Ministerio de Educación sería el responsable de orientar el desarrollo del marco curricular y de los programas, así como de la administración escolar, la gestión financiera y de los sistemas de régimen de desarrollo lectivo y calendario escolar por regiones. Asimismo, comentó que deberá encargarse de la acreditación de la calidad de la educación de las instituciones de educación superior, como del perfeccionamiento docente gratuito.
En este modelo, precisó que la Superintendencia de Educación debe entenderse como un aparato fiscalizador de la educación en todos sus niveles, que velará por la correcta implementación de las reglamentaciones y el uso de los recursos. Añadió que será competencia de esta Superintendencia el cumplir un rol fiscalizador de las entidades de financiamiento privado. De este modo, arguyó que el Ministerio de Educación podrá concentrarse en los aspectos educativo-pedagógicos que aseguren una educación de calidad.
Con respecto al financiamiento de la educación pública, recalcó que el sistema público debe ser gratuito, debiendo el Estado financiar de manera preferente y descentralizada a dicho sistema, estableciendo presupuestos regionales de educación que permitan el financiamiento suficiente de sus establecimientos educacionales. Además, indicó que se debe propender a la expansión de la educación pública, como mejor garantía del derecho a la educación de calidad, de integración social y de vínculo con un proyecto de desarrollo nacional democrático. 
En cuanto a la profesión docente, sostuvo que la formación docente inicial y el perfeccionamiento del servicio, junto con las condiciones laborales para la enseñanza, la carrera profesional, la evaluación profesional docente formativa, la evaluación periódica del sistema en su conjunto, y el Estatuto de la Profesión Docente, son factores indispensables para una educación de calidad. Por lo mismo, resaltó que es urgente que el Estado asegure un sistema nacional de formación docente de calidad, así como un sistema de perfeccionamiento continuo en servicio, lo que implica una regulación de todas las instituciones que imparten tanto pedagogía como perfeccionamiento docente. Por otra parte, señaló que se requiere la construcción de la carrera profesional para el ejercicio de la docencia en esta nueva época y una reorganización del trabajo docente, asegurando dentro del contrato de trabajo docente tiempos no lectivos suficientes para la planificación, evaluación, investigación, perfeccionamiento continuo en servicio, y trabajo colaborativo en equipo.
En lo relativo a la calidad de la educación pública, comentó que el régimen de la actual Jornada Escolar Completa debe ser modificado, puesto que no se traduce en nuevos logros para los estudiantes, puesto que únicamente genera el efecto de mantener encerrados y controlados a los jóvenes, deformando así el rol de los docentes. En efecto, sostuvo que dentro de la nueva legislación, el Estado debe garantizar una Jornada Escolar Completa, que cumpla al menos con los siguientes aspectos:
1.- Proyectos Educativos que den cuenta de la visión cultural, misión pedagógica y social, con objetivos estratégicos particulares de cada localidad y del establecimiento educacional, considerando sus necesidades, carencias y fortalezas.
2.- Revisión de los contenidos fundamentales e incorporación de aquellos que den cuenta de las características y necesidades socioculturales de la población escolar, según etnias, regiones y localidades.
3.- Promover una Jornada Escolar Completa con un currículum flexible que permita el cumplimiento de objetivos pedagógicos complementarios a los formales, de actividades de desarrollo deportivo, artístico, cultural y de socialización.
Con respecto a la infraestructura de la educación pública, indicó que se debería crear una entidad estatal, encargada de las construcciones de los establecimientos educacionales, a objeto de asegurar la calidad de las dependencias e instalaciones que se requieren para apoyar el proceso de educación. También, propuso reactualizar el Departamento de Mantención, Equipamiento y Adquisiciones del Estado, con la finalidad de supervigilar el buen funcionamiento de los edificios escolares y su mantención y reparación. Por otra parte, expresó que se deben establecer nuevas regulaciones sobre el espacio físico de los establecimientos educacionales, estableciendo que por sala no puede haber un número mayor de 30 alumnos.
En cuanto al presente proyecto de ley, señaló que éste no resuelve los problemas estructurales de la municipalización, puesto que en ella los alcaldes siguen siendo los responsables de su administración, por lo mismo no tienen preocupación exclusiva por la educación, quedando la educación sujeta a su arbitrio. Por otra parte, indicó que la diversidad de tamaño de las comunas hace imposible que una nueva administración dependa exclusivamente de su asociación, puesto que geográficamente sólo sumarían pequeñas unidades, haciendo prácticamente imposible contar con capacidades para el desarrollo pedagógico en su administración. Por lo anterior, sostuvo que este proyecto de ley es inviable, ya que no existe otra solución que desmunicipalizar la educación pública.
Bajo este contexto, planteó las siguientes propuestas:

1.- Que el Estado se haga responsable de los establecimientos educacionales, a través de la creación de los Servicios Regionales de Educación, dependientes del Ministerio de Educación, los que tendrán un tamaño mínimo aconsejable, dependiendo de factores geográficos, económicos, número de colegios, alumnos y de profesores, y economía relevante de la zona. Por lo mismo, acotó que en cada región podrá existir más de un Servicio. Asimismo, opinó que debe contar con un Consejo de Administración Participativo, en el que participen autoridades del Ministerio de Educación, autoridades regionales, representantes de los alcaldes, decanos de las facultades de educación, profesores, apoderados y estudiantes organizados y un representante de la economía relevante del territorio.
2.-. Modificar el sistema de financiamiento, asumiendo el abandono que el Estado ha hecho de la educación pública, estableciendo por un largo período un presupuesto de recuperación y de desarrollo. De lo contrario, precisó que el Estado estaría renunciando a un sistema escolar con integración social y convivencia democrática en su seno, como parte esencial de su calidad.
3.- Reestructurar al Ministerio de Educación, reforzando sus principales fortalezas en la definición de políticas educativas, curriculares, de evaluación de la calidad integral, desarrollo y perfeccionamiento docente y de apoyo a los equipos pedagógicos de los servicios regionales. A su vez, sostuvo que esta propuesta exige un nuevo tipo de Secretarías Regionales Ministeriales, con un fuerte liderazgo pedagógico y en estrecha relación, en cada región, con la educación superior.

Recalcó que su propuesta rechaza la creación de agencias acreditadoras de los establecimientos educacionales y la odiosa clasificación de las escuelas y de los liceos, porque consideró que ella profundiza la crisis de la educación e insiste en la competencia entre lo público y lo privado, como un elemento movilizador de la calidad, reduciendo curricularmente la educación y su calidad a lo estandarizable y medible, como indicador para el mercado. Sobre esta misma idea, comentó que esta ecuación sería la responsable de la destrucción de la calidad de la educación y particularmente la educación pública. 
A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Profesor del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz, señor Guillermo Scherping Villegas, quien se refirió, en primer término al informe efectuado por la OCDE el año 2004 respecto de la educación escolar en nuestro país, el que concluyó que ésta presenta tres deficiencias serias, a saber: el inapropiado valor que se asigna al mercado en educación; la segmentación intencionada, y la ausencia de visión y relación sistémica dentro del Sistema Escolar.

Agregó que, a su vez, el Consejo Asesor Presidencial para la Educación, destacó tres elementos claves a resolver respecto del Sistema Nacional de Educación: calidad, igualdad de oportunidades, e integración social en el sistema escolar.


Destacó que ambos diagnósticos guardan estrecha relación con el debate del proyecto de ley en estudio sobre Fortalecimiento de la Educación Pública, por cuanto  el deterioro de la educación de propiedad pública, y su intencionado desprestigio social, constituyen un factor crucial al momento de perseguir una mayor calidad integral en el conjunto del sistema educativo mixto chileno. 

Agregó que ello ocurre en la inmensa mayoría de los países del mundo, incluidos los pertenecientes a la OCDE, en los cuales la educación de propiedad pública es el referente de calidad de los Sistemas Educativos Nacionales.


La educación pública, acotó, según la definición de la Unesco y de  la OCDE, es aquella cuyos establecimientos son controlados y gestionados por una autoridad u organismo público, independientemente del origen de su financiamiento. Conforme a dicha definición la educación pública chilena es aquélla que actualmente administran los municipios y que el proyecto en estudio pretende modificar.


Aseveró que comparte  la  definición de la misión y propósitos de la educación pública contenida en el proyecto, añadiendo que éstas dan cuenta de  la asimetría de responsabilidades entre los subsistemas público y privado con financiamiento del Estado, lo que obliga a un tratamiento diferenciado para ambos.

Afirmó que una educación pública integral, no puede circunscribirse solamente a compensar desigualdades económicas sociales y culturales, sino  que, además,  debe tener como misión la de construir un espacio escolar de integración de la diversidad social y cultural de la sociedad. Añadió que existe evidencia que aulas integradas socialmente generan mejores y mayores resultados educativos, además de constituir un poderoso fundamento de solidez democrática de un país.


Por ello, destacó el valor del  proyecto en estudio, ya que, a su juicio, refleja el amplio consenso existente en orden a crear una nueva institucionalidad para la educación pública que supere lo que el Consejo Asesor Presidencial denominó los “nudos críticos de la educación municipal”, siendo útil para su debate contrastarlo con dicho diagnóstico.


Dentro de tales nudos, el citado Consejo Asesor, relevó la inconveniencia de depender de ciclos electorales y autoridades políticas locales, que tienen variados intereses  por la educación pública y la calidad de ella; asimismo, estimó prioritario superar la dilución de responsabilidades entre Ministerio y administradores, reuniendo las responsabilidades administrativas y pedagógicas en una sola entidad.


También el informe señala que los municipios varían significativamente en sus capacidades institucionales y que esta variación tiende a seguir la composición socioeconómica de la población comunal, lo que introduce un elemento de inequidad estructural al interior del sub-sistema público de educación.


Destacó que la diversidad de tamaño de los municipios influye en las capacidades administrativas y educacionales, como también en la generación de masa crítica pedagógica docente, lo cual se refleja en la baja proporción de profesionales en sus equipos técnicos, la alta rotación de personal calificado y las bajas condiciones de trabajo que pueden ofrecer los municipios para atraer y retener profesionales altamente calificados. 


Por lo anterior, aseveró que la propuesta de creación de  Corporaciones Locales de Educación Pública, de carácter autónomo y sobre la base de asociación voluntaria de municipios, dependientes de la autoridad política de alcaldes y concejales, no resuelve la mayoría de los nudos problemáticos del actual sistema y amenaza con frustrar las expectativas de un cambio profundo del sub- sistema público de educación.


Enseguida, afirmó que diversos sectores comparten la propuesta de crear un Sistema Público de Educación de Responsabilidad Estatal, administrado descentralizadamente por Servicios Regionales Autónomos, bajo la dirección de Consejos Regionales de Educación Pública (con participación de representantes de docentes, directivos, padres, universidades, sector productivo, municipios) y cuyo responsable ejecutivo sea definido por el sistema de Alta Dirección Pública, por un periodo que no debe coincidir con ciclos electorales.


Agregó que las unidades territoriales que cubrirá cada Servicio Regional deben ser el resultado de un exhaustivo estudio técnico, pudiendo existir varios en cada región, según las variables geográficas y tamaño de la región, debiendo, además, considerar factores socio-culturales, económicos y de escala. 


Respecto al financiamiento para crear y desarrollar estos Servicios, expresó que debe ser fijado por ley, considerando el tipo de funciones que debe cumplir, teniendo presente que la recuperación de la educación pública como referente de calidad integral demandará, a lo menos, un mediano plazo.


Luego, señaló que la creación del Servicio Nacional de Educación es un gran acierto, que resulta consistente con el imperativo de elevar la calidad integral de la educación en general y en particular de la pública. 


Destacó que la entrega de responsabilidades tanto administrativas como pedagógicas a la nueva institucionalidad hace imprescindible el apoyo educativo pedagógico del Estado, señalando que en esta tarea es fundamental consagrar la prioridad de las Universidades con formación inicial docente, en el apoyo pedagógico a que recurra el Ministerio y el Servicio Nacional para asistir a la administración descentralizada y sus establecimientos educacionales. 


Agregó que lo anterior dará lugar a un círculo virtuoso que pone al servicio del sistema educativo y de la sociedad su experiencia, a la vez que le permite retroalimentarse de la realidad escolar, comenzando a superar la observación de la OCDE en orden a la falta de relación de la formación inicial docente con el mundo escolar.


Señaló que, en su opinión, resulta insuficiente definir la calidad como sinónimo de estándares fijados por ley, toda vez que conlleva el riesgo de reducir la educación sólo a aquellos aspectos susceptibles de medición cuantitativa en aspectos cognitivos. 


Finalizó expresando que la recuperación de una educación de calidad integral hace imprescindible considerar, también, la educación valórica, conductual, artística y emocional, como base de una verdadera educación de ciudadanos que fortalezcan una sociedad democrática, ya que el desafío de fondo radica en la calidad integral, la igualdad de oportunidades, y la integración social en el sistema educativo. 

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Coordinador Académico del Centro de Estudios Públicos, señor Harald Beyer, quien señaló que parece pertinente explorar alternativas para fortalecer la educación pública, puesto que el 45% de los estudiantes asiste a sus aulas y más de un tercio de las familias la privilegian a todo evento sobre otra alternativa. Luego, acotó que esta exploración debe hacerse a partir de la experiencia comparada, considerando sobre todo que la mayoría de los sistemas educativos públicos son de carácter descentralizado, lo que permite reservar al Estado el control de los desempeños y la definición de las políticas y de los apoyos generales sin generar conflictos de interés. Además, precisó que esta alternativa asegura eventualmente que los sostenedores estatales puedan hacerse mejor cargo de las particularidades locales.

Sin perjuicio de lo anterior, reconoció que existen diversos modelos educativos, como es el caso de nuestro sistema, el cual es actualmente motivo de un amplio debate. En particular, comentó que se pide cambiar su dependencia desde los municipios a otras organizaciones, planteándose diversas institucionalidades alternativas. El presente proyecto de ley, continuó, propone crear Corporaciones de Derecho Público de carácter descentralizado, con un Consejo Superior y un Director Ejecutivo nombrado por el Sistema de la Alta Dirección Pública. Al respecto, indicó que se aspira a que esta organización tenga las suficientes capacidades para gestionar a las escuelas y a los liceos públicos, disponiéndose de fondos específicos y adicionales a la subvención escolar para estos propósitos.
Enseguida, observó que el proyecto en discusión presenta un gran problema, puesto que no ataca el fondo de los déficits de la educación estatal, lo que se evidencia en la falta de capacidad de los establecimientos educacionales para impartir una educación efectiva. Sobre esta misma idea, afirmó que esta iniciativa legal no remedia esta situación, porque este proyecto de ley se sustenta únicamente sobre la base de una ausencia de capacidades técnico-pedagógicas en los sostenedores estatales y todas las propuestas apuntan a hacerse cargo de esta falencia. A partir de esta premisa, continuó, se cuestiona a la educación en manos de los municipios o de corporaciones municipales, ya que estas instituciones no habrían sabido desarrollar esas competencias. Sin embargo, acotó que no es evidente por qué ello ha sido así y que el Mensaje de este proyecto de ley tampoco aclara este punto.
Sobre este mismo tema, indicó que este es un punto que debe ser respondido, en particular porque en muchos países la educación está en manos de los municipios y funciona bastante bien. Al respecto, citó el caso de Finlandia, aunque reconoció que, sin duda, muchos pueden sostener que nuestros municipios no tienen el mismo desarrollo institucional que ese país. Pero aún así, señaló que no deja de ser extraño que en Finlandia exista un Departamento de Educación Municipal con un jefe al igual que en la gran mayoría de nuestros municipios, lo que lo llevó a concluir que estructuralmente el sistema educativo de Finlandia no es muy distinto de lo que sucede en nuestro país. Por consiguiente, sostuvo que en nuestro caso habría que hilar más fino. En efecto, precisó que este cargo, a pesar de estar contemplado en el Estatuto Docente, no necesariamente tiene las competencias para desarrollar esta labor, ni tampoco existen indicadores que permitan evaluar su gestión, lo que lo llevó a afirmar que no existen en la actualidad las garantías mínimas para asegurar que la labor que realicen las personas que ocupan estos cargos sea idónea. Así, acotó que en estricto rigor lo que tenemos en Chile, es una educación desconcentrada pero no descentralizada, lo que a su parecer se reconoce en gran medida en el Mensaje que acompaña al presente proyecto de ley, al señalar que los sostenedores públicos tienen falta de atribuciones pedagógicas. No obstante, precisó que legalmente el Ministerio de Educación es quien está a cargo del ámbito pedagógico, lo que a su juicio avalaría la idea de que no ha habido una descentralización real de la educación pública chilena.
Recalcó que para que esto último suceda no sólo los sostenedores deben estar dotados de las capacidades para abordar el ámbito pedagógico, sino que también los establecimientos educacionales tienen que contar con los equipos directivos, los cuerpos docentes, los recursos pedagógicos, los estímulos y los apoyos adecuados para lograr una educación efectiva. Al respecto, reparó que en el proyecto gubernamental no hay nada que permita avanzar en esta dirección, puesto que más bien está inspirado en un enfoque verticalista, que retrocede en desconcentración y no avanza en descentralización. Añadió que mientras ello no suceda la educación estatal difícilmente podrá satisfacer los estándares que se le exigen.
En términos muy resumidos, indicó que el proyecto de ley en estudio aspira a trasladar los establecimientos educacionales que actualmente están en manos de los municipios a las Corporaciones de giro único, cuyos Consejos Directivos estarían integrados por los Alcaldes, que concurren a formar estas nuevas Corporaciones, eventualmente por los Concejales y personas nombradas por el Ministerio de Educación en representación minoritaria. Explicó que estas Corporaciones recibirán fondos adicionales para desarrollar la gestión administrativa y técnico-pedagógica que le encarga la ley, por un total aproximado de 120 millones de dólares.

Además, señaló que este proyecto de ley crea un Servicio Nacional de Educación que aspira a prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos y privados. Sobre el particular, opinó que tal como está planteado el texto del proyecto, en el primer caso, parece una duplicación de funciones y, en el segundo, una injerencia indebida en la gestión de los proveedores subvencionados. Acotó que no cabe duda que el Estado debe asegurarse que todos los establecimientos educacionales satisfagan los estándares mínimos de desempeño de sus estudiantes, pero consideró inadecuado que para cumplir estos propósitos se involucre directa o indirectamente en la gestión de los establecimientos educacionales tanto de carácter público como privado. En esta misma línea, sostuvo que sin duda las tareas de crear capacidades en el sistema educativo, de asegurarse de que existan los apoyos suficientes, de definir los estándares de desempeño de los alumnos que deben satisfacer los establecimientos educacionales y de controlar su cumplimiento deben recaer en el Estado central, pero gestionar a los establecimientos educacionales es una tarea que estar en las manos de sus directivos y de sus equipos pedagógicos. 
Al contrario, arguyó que este proyecto de ley está marcado por un enfoque verticalista, que supone que la manera de mejorar la educación es a través de la acción, recomendación e involucramiento de niveles superiores, incluso el central, en la gestión pedagógica de los establecimientos educacionales del Estado. Al respecto, afirmó que esto es una equivocación grave, sobre todo en momentos en que parece primar en el mundo la idea de que debe empoderarse a los establecimientos educacionales para que se hagan responsables de su gestión y acotó que este proyecto debería encaminarse en esa dirección. En cambio, señala que paradójicamente valida la situación actual, porque la municipalización ha sido un experimento descentralizador incompleto que no ha empoderado a los establecimientos educacionales. Agregó que este proyecto de ley, en lugar de abordar este problema, traslada la situación a una nueva institucionalidad que no sólo no corrige el problema mencionado sino que en muchas dimensiones lo agrava. Por lo anterior, resaltó que la principal falencia de este proyecto de ley es un problema de enfoque. 
En su opinión, el Ministerio de Educación y las nuevas Corporaciones de Educación Pública no van a poder gestionar efectivamente a los establecimientos educacionales del país, puesto que se trata de una tarea de responsabilidad de los directores de los establecimientos y de sus equipos docentes. Luego, señaló que existe una falta de capacidades en los establecimientos educacionales y muchas barreras que impiden que éstos logren transformarse en escuelas efectivas. Acotó que es en la creación de capacidades y en la eliminación de barreras en donde deberían concentrarse los esfuerzos de las autoridades y no en intentos de diversa naturaleza para remplazar o moldear en exceso la gestión de los establecimientos educativos estatales y privados.
Por lo anterior, indicó que existen buenas razones para descartar la conveniencia de este proyecto de ley o al menos para asegurar un cambio profundo del mismo, pero aún aceptando su filosofía consideró hay varios aspectos inexplicables. En primer lugar, observó por qué se obliga a todos los municipios a acogerse al traspaso de sus establecimientos educacionales a las nuevas Corporaciones de Educación Pública. Sobre este punto, indicó que existen grandes diferencias en el desempeño de los municipios y de los establecimientos educacionales, por lo cual podría haberse aceptado que los municipios que han demostrado un desempeño aceptable tuviesen la oportunidad de satisfacer los estándares de desempeño de los estudiantes que el Estado defina, a través de los canales establecidos para esos propósitos. Para ello, continuó, podría firmarse un convenio que habilite a los municipios continuar con la administración de los establecimientos educacionales mientras se cumplan las exigencias ahí estipuladas.
Adicionalmente, expresó que pensar que una reorganización de los establecimientos educacionales estatales bajo una nueva estructura burocrática va a resolver los problemas que la aquejan, es un enfoque parcial que no da cuenta de todas las complejidades de nuestro sistema educativo. Acotó que esto no significa que el proyecto de ley carezca de una lógica y que sea coherente con ella. El problema, prosiguió, es que esa lógica descansa sobre bases muy débiles. A mayor abundamiento, indicó que es evidente que hay una preocupación por el retroceso que ha experimentado la matrícula estatal en las últimas décadas, la que en el año 1981 representaba un 79% y que actualmente no supera el 45%. Sin lugar a dudas, arguyó que estamos ante un retroceso dramático, que ha ocurrido a pesar de que los establecimientos educacionales particulares subvencionados tienen resultados que con suerte son mínimamente superiores a los de establecimientos educacionales municipales. Sobre este último aspecto, precisó que existen múltiples razones detrás de esta evolución, pero que pensar que ello obedece a la manera en que está organizada la educación estatal no tiene sustento. En efecto, comentó que entre los años 1920 y 1960 en pleno auge del Estado Docente la matrícula estatal cayó desde un 86% a un 62%, en parte porque las familias al elegir el establecimiento educacional para sus hijos provocaron estos cambios en la composición de la matrícula. Recalcó, enseguida que las causas del retroceso de la educación estatal son más profundas, como puede ser la captura del gremio docente, y este proyecto no hace nada por remediar esta situación, u otras que pudieran estar sobre la base del fenómeno observado. En su opinión, este proyecto de ley en lugar de rescatar la educación estatal puede ponerle una lápida definitiva.
Por otra parte, señaló que Chile tiene un sistema educativo de provisión mixta, lo que permite a las familias que no pueden pagar un colegio particular, que opten por un establecimiento educacional estatal o particular subvencionado. En relación a los establecimientos educacionales públicos, informó que éstos están en manos de los municipios y que son administrados bajo dos modalidades, a saber: una, que se basa en la dependencia directa con los Departamentos de Administración de la Educación Municipal (DAEM) y otra que entrega la administración de los colegios municipales a las Corporaciones Municipales de Educación Municipal. 
En lo que respecta a las Corporaciones Locales de Educación Pública, comentó que esta realidad parece ser una de las mayores motivaciones del presente proyecto de ley que aspira a fortalecer la educación estatal. Explicó que esta iniciativa pretende que cada Corporación tenga un tamaño mínimo mayor al de la gran mayoría de las comunas del país. Así, acotó que el proyecto de ley en estudio autoriza la creación de hasta un máximo de 70 Corporaciones anuales dentro de los primeros cinco años, contados desde que se dicte el reglamento que hace operativa esta ley. En este lapso, informó que serán los propios municipios los que solicitarán la creación de las nuevas Corporaciones. Luego, precisó que transcurrido este plazo dicho proceso será obligatorio para todos los municipios. Sobre el particular, opinó que a la cuestión del tamaño se le da una importancia exagerada, lo que a su parecer no deja de ser sorprendente, porque la literatura especializada más bien estima que el tamaño óptimo de un distrito escolar desde el punto de vista del desempeño de los estudiantes debe ser relativamente pequeño, puesto que las ganancias en términos de costo se agotan rápidamente. Por ello, indicó que si bien hay espacio para algunas ganancias, sobre todo en las comunas rurales, tampoco es claro que ellas pueden llevarse a la práctica por razones geográficas o de distancia. En estos casos, continuó, esa realidad debe reconocerse en el diseño de la subvención, tema que este proyecto de ley no aborda y que debe revisarse de manera urgente.

A continuación, señaló que el retroceso de la matrícula pública no sólo se debe a decisiones familiares, sino que también es el resultado de acciones de los propios municipios como respuesta a las condiciones asimétricas existentes en el financiamiento y en los costos provocados por el Estatuto Docente. Acotó que este proyecto de ley, al no corregirlas, las traspasa a las nuevas Corporaciones y no queda claro porque ellas deberían actuar de una forma distinta a los municipios. Recalcó, enseguida que esta dimensión es una de las grandes ausentes en este proyecto de ley. De hecho, comentó que los recursos adicionales que se recibirán, se destinarán a financiar la gestión de esas Corporaciones, tal como los compromete el propio proyecto de ley. Por otra parte, sostuvo que este proyecto de ley no resuelve la situación de los actuales Departamentos de Administración de la Educación Municipal o la de los equipos que se desempeñan en las Corporaciones actuales. Añadió que la situación se vuelve aún más compleja al momento de haberse cumplido el plazo de los cinco años, especialmente respecto de los municipios que no han postulado a integrar una nueva Corporación. Al respecto, indicó que no queda claro cómo se resolverá la situación de la propiedad de los establecimientos educacionales. En efecto, comentó si los municipios tendrán derecho a recibir una compensación económica al menos por los terrenos en que se ubican los colegios. Asimismo, manifestó sus dudas respecto del destino del personal de los Departamentos de Educación Municipal, especialmente si serán despedidos, si tendrán derechos a ser indemnizados y quién financiará estas indemnizaciones. Acotó que todos estos aspectos que no son centrales al proyecto de ley deben ser respondidos claramente, puesto que en la práctica podrían tornar muy compleja la transición, si es que no se abordan desde ya.
En cuanto al tamaño apropiado para un distrito escolar, señaló que es claro que no tiene ningún sustento empírico la pretensión de que éstos deben ser relativamente grandes. Este punto, continuó, ha sido una materia largamente debatida y sujeta a investigaciones. Explicó que en todos estos estudios se concluyó que el tamaño apropiado es más bien pequeño. Así, informó que en una propuesta reciente sobre educación para Estados Unidos se concluyó que los distritos escolares más pequeños pueden ser más eficientes.
Por otra parte, se refirió al caso de Finlandia, tan admirado en Chile por sus excelentes desempeños en las pruebas internacionales de aprendizaje y a nivel de competencias de sus estudiantes. Informó que en este país los municipios tienen a su cargo a los establecimientos educacionales estatales y que cuentan con una población en edad escolar más reducida que la nuestra. Así, acotó que el tamaño de la población escolar atendida por cada municipio es muy inferior a la que se observa en Chile y ello no parece afectar sus desempeños. Una conclusión similar, continuó, se obtiene si se revisan las experiencias de Holanda y de Suecia. Asimismo, indicó que en nuestro país no se observa empíricamente ninguna relación entre el tamaño de la matrícula y el rendimiento en el SIMCE.
Posteriormente, señaló que las Corporaciones creadas por este proyecto de ley recibirán 1,2 UTM al año por alumno matriculado, lo que representa, considerando la matrícula que asiste a los establecimientos educacionales municipales y los valores actuales del tipo de cambio y de la UTM, alrededor de unos 130 millones de dólares. Al respecto, estimó que estamos ante una cifra cuantiosa, cuyo impacto en cada Corporación dependerá del tamaño efectivo alcanzado. Con todo, indicó que esta cifra significaría para una Corporación que tenga un tamaño cercano a la mediana de los municipios actuales, un monto de casi 9 millones de pesos mensuales adicionales a la subvención educacional, que ciertamente permitiría financiar un pequeño equipo de gestión. Ahora bien, comentó que el proyecto de ley obliga a las nuevas Corporaciones a contar con un Director Ejecutivo y al menos una unidad que se ocupará de la gestión administrativo-financiera y otra que se ocupará de la gestión técnico-pedagógica, lo que eventualmente le impone un costo administrativo relativamente alto a estas Corporaciones. En este contexto, consideró que parece más pertinente una reflexión más acabada sobre el significado de este financiamiento, porque implícitamente supone que la subvención actual no es suficiente para financiar una estructura administrativa razonable. 
A mayor abundamiento, refirió que si el argumento fuese sólo de tamaño, la transformación sugerida para hacer crecer el tamaño mínimo de cada unidad haría menos necesaria la nueva subvención. Mirado de esta perspectiva, continuó, se debilita el argumento de que una buena razón para reestructurar la organización de la educación estatal es que, dada el tamaño de los municipios, no se logra una escala adecuada. En efecto, indicó que un análisis a lo largo de estas líneas lleva a la impresión de que lo que se está declarando con estos recursos adicionales es que la actual subvención es insuficiente para asegurar una buena gestión en educación y, por consiguiente, mejores desempeños. Acotó que si ello se acepta, entonces, el problema central no tiene que ver con que los establecimientos educacionales estén en manos de los municipios. Asimismo, señaló que si se acepta el enfoque de que el monto actual de la subvención es insuficiente para financiar las competencias pedagógicas necesarias para los establecimientos educacionales estatales, la misma reflexión se puede aplicar a los establecimientos educacionales particulares subvencionados, por lo que correspondería es realizar un nuevo diseño de la subvención escolar.

Por otra parte, expresó que otro de los defectos del presente proyecto de ley es que no reconoce los impactos del Estatuto Docente sobre los costos de los establecimientos educacionales municipales. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que su principal falencia está en la manera en la que implícitamente plantea abordar el fortalecimiento de la educación pública, puesto que esta reforma no se encausa a través de las escuelas y de los liceos públicos. Al efecto, explicó que la experiencia internacional avala que el centro de la política educativa tiene que estar centrado en los establecimientos educacionales, por eso comentó que no es casualidad que la literatura hable de las escuelas efectivas. 
Sobre esta misma idea, precisó que quienes diseñan la política educativa tienen también la tentación de encargarse de la gestión educativa cuando ven deficiencias en los establecimientos educacionales. No cabe duda, prosiguió, que éstas existen y que, además, son agudas. Al respecto, comentó que existen directores vitalicios en los establecimientos educacionales municipales que nunca han sido sometidos a una evaluación de desempeño y otros que han sido seleccionados a través de concursos poco exigentes. Adicionalmente, precisó que son nulas las posibilidades para remover a un director deficiente antes de que se cumpla el plazo por el que fue nombrado. Por su parte, sostuvo que los equipos docentes son evaluados a través de un sistema centralizado que mide sus competencias profesionales antes que su desempeño en la sala de clases. 
Por ello, afirmó que dejar intacto el sistema actual, limitándose a crear instituciones intermedias como responsables de la gestión pedagógica de las escuelas y de los liceos públicos refleja una incomprensión del problema de fondo de estos establecimientos educacionales. A su juicio, la propuesta está seguramente inspirada por la observación que se ha hecho habitual en seminarios y artículos sobre la educación pública chilena de que en su seno existe una separación entre la gestión administrativa y la técnica-pedagógica, reprochándose a los municipios su incapacidad en esta última dimensión. 
Luego, consideró fundamental que la gestión técnico-pedagógica esté, en primerísimo lugar, en manos de los actores más directos del proceso educativo, que corresponde a los equipos directivos de los establecimientos educacionales y a su cuerpo docente. Asimismo, opinó que los sostenedores deben ser instancias de soporte y de evaluación de estos equipos. Añadió que el evaluador final debe ser el Estado Central, que concurre al financiamiento de los distintos establecimientos educacionales, pero sin involucrarse en la gestión.
De esta manera, sostuvo que el enfoque verticalista y poco descentralizador que plantea el presente proyecto de ley queda en evidencia al analizar el papel que se le asigna al Servicio Nacional de Educación, cuyo objeto principal es prestar apoyo a los sostenedores públicos y la ejecución de las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. Al respecto, estimó que este Servicio estaría concebido para manejar toda la educación chilena, lo que se refleja en la enumeración de sus funciones y atribuciones, en particular los artículos 28 letras a) y c), y 29 letras b) y c). Además, indicó que nuevamente se comete el error de querer mejorar la educación desde arriba. En su opinión, el Estado es un mal evaluador de sus propios programas y tiende a contentarse con la introducción de los mismos haciendo caso omiso de sus impactos. Por eso, continuó, es tan importante distinguir entre sus funciones y una adecuada descentralización de su gestión. A mayor abundamiento, afirmó que este punto confirma el verticalismo que propone el presente proyecto de ley, al pretender instalar en los Consejos Directivos de las Corporaciones Locales de Educación Pública a representantes del Ministerio de Educación. A su parecer, esta propuesta hará que estos representantes influyan directamente en la gestión de los establecimientos educacionales, sobre todo teniendo en cuenta la presión que pueden ejercer para que las Corporaciones actúen con grados importantes de acuerdo con el Servicio Nacional de Educación. De esta manera, acotó que se pierde, entonces, la responsabilidad política en estas instituciones y los directores terminarán respondiendo a una estructura central sin mayores contactos con las comunidades locales.
A continuación, indicó que la solución que propone el proyecto de ley en estudio contrasta con la Ley General de Educación y con el proyecto de ley de Aseguramiento de la Calidad, que aún se tramita en el Congreso y que ya fue aprobó en el Senado. Sobre el particular, señaló que esta iniciativa legal plantea, por una parte, poner al centro de las preocupaciones educativas la labor que cumplen los establecimientos educativos y, por otra, establecer una separación más precisa entre los roles de los distintos niveles del Estado. En efecto, explicó que la Agencia de Calidad de la Educación va a operar, a través de dos instrumentos: la prueba SIMCE o su sucesora y una visita inspectiva de personal calificado al establecimiento educacional. En cuanto a la visita inspectiva, informó que se deberá elaborar un informe sobre la marcha del establecimiento educacional, con especial énfasis en el desempeño de los alumnos. Informó que ambos instrumentos serán públicos, siendo el primero una medición cuantitativa de los logros del establecimiento educacional y la segunda un análisis más cualitativo, que comienza con una autoevaluación del establecimiento educacional y que establece recomendaciones no obligatorias para el logro de una educación de calidad. Todo esto, continuó, es reforzado con las exigencias concretas que descansan sobre estándares objetivos de aprendizaje que los establecimientos educacionales deben satisfacer en plazos razonables y definidos en la ley. Acotó que estos estándares son propuestos por el Ministerio de Educación y ratificados por el Consejo Nacional de Educación. A partir de estos cambios, consideró que se generará una necesaria reflexión al interior de las comunidades educativas locales respecto de cómo mejorar la educación de los distintos establecimientos educacionales. Comentó que esto es precisamente lo que no ocurre en la actualidad y que este proyecto de ley, al entregar la gestión técnico-pedagógica a las nuevas Corporaciones, tampoco logrará. 
En todo caso, recalcó que sin un foco puesto en los establecimientos educacionales difícilmente se logrará mejorar la educación pública. Pero, precisó que podría argumentarse que si el establecimiento educacional no tiene las capacidades difícilmente va a lidiar con este informe y con las reflexiones que ellos generen. Pues bien, señaló que se contempla que los establecimientos educacionales puedan acceder a apoyo, que puede prestar un servicio especializado del Ministerio de Educación o a un prestador independiente certificado por un panel de expertos o una institucionalidad similar. De esa forma, consideró que el enfoque sería mucho menos verticalista estimando que los impulsos para una educación de calidad deben venir desde abajo y no desde el nivel central.
Enseguida, señaló que no deja de ser curioso que el proyecto de ley en comento aspire a fortalecer la educación estatal, pero se olvida completamente de las escuelas y de los liceos. Esto lo afirma porque sus directores apenas aparecen mencionados en su articulado, sólo para anunciar que los Directores Ejecutivos de las Corporaciones podrán delegarles las funciones y atribuciones que estimen conveniente y para indicarles que dicho director aprobará los proyectos educativos que ellos elaboren. Sobre este punto, observó que es un error construir nuevas estructuras institucionales con la finalidad de mejorar la calidad de la educación estatal sin considerar a los establecimientos educacionales.
Luego, señaló que los autores de esta iniciativa legal se deberían haber preguntado cómo asegurar una transformación que convierta a los establecimientos educacionales estatales en escuelas efectivas. Al respecto, precisó que este proyecto de ley está lejos de responder esta interrogante y que más bien postula la inefectividad de las escuelas, fundada en el pequeño tamaño de las comunas y en la ausencia de una organización que reúna suficientes competencias pedagógicas en la estructura burocrática del Estado.
En esta misma línea, comentó que no es evidente cómo el presente proyecto de ley puede contribuir a resolver los problemas de calidad de la educación chilena y, en particular, los de la educación estatal. Asimismo, expresó que la descentralización de la educación chilena no se ha concretado de manera efectiva, porque los establecimientos educativos estatales en la práctica no están empoderados, careciendo de la autonomía y, estando exentos, en la práctica, de la rendición de cuentas que es la contrapartida de la primera. Agregó que en estas circunstancias difícilmente pueden sentirse responsables de los desempeños de sus establecimientos, instalándose, salvo excepciones valiosas, una cultura que no pone demasiada atención a los aprendizajes de los estudiantes y que los responsabiliza a ellos de los pobres desempeños de los establecimientos educacionales. En efecto, acotó que este proyecto de ley hace poco para remediar esta situación y que más bien confía, sin mayor sustento, que organizaciones más grandes relacionadas estrechamente con el nivel central, a través de una coordinación en el campo de los apoyos técnico-pedagógicos van a introducir los cambios que requiere una educación estatal de calidad, pero no es claro porque los establecimientos educativos van a responder a estos cambios institucionales de una manera que sea productiva para el país y que no se traduzca en un gasto permanente adicional sin mayores impactos.
Además, observó que ese gasto adicional de dudosa efectividad terminaría discriminando entre los distintos proveedores de la educación. En este contexto, indicó que si los argumentos sobre la necesidad de financiar una estructura de gestión para los establecimientos educacionales estatales son válidos no se aprecia la razón de que este financiamiento no se extienda a los establecimientos educacionales particulares subvencionados, especialmente si se estima que éste se justifica sólo para un tamaño mínimo de estudiantes, pues habría que definir adecuadamente ese mínimo y extender el financiamiento a aquellas fundaciones, sociedades o asociaciones de establecimientos educacionales que satisfagan ese mínimo. Por último, precisó que la postura que exige mayores recursos para la educación estatal por acoger a los estudiantes más vulnerables es algo que puede resolverse, a través de un mejor diseño de la subvención escolar.
Enseguida, la Comisión recibió en audiencia a la Profesora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Pilar Romaguera, quien explicó que su presentación está basada, parcialmente, en el documento “Fortalecimiento de la Educación Pública Chilena”, preparada por el Ministerio de Educación y por profesores de la Universidad de Chile, realizado durante los meses de junio y julio del año 2008. 


En relación al proyecto de ley en análisis, destacó que se trata de un proyecto que establece una institucionalidad, sin perjuicio de que exista gradualidad en su aplicación. 


Destacó que nuestro país se encuentra en un proceso de reforma profunda de su institucionalidad educativa, citando, entre otras, la Ley General de Educación, el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación y la Agencia de la Calidad, aseverando que de no mediar la aprobación del rediseño y fortalecimiento de la educación pública, las restantes propuestas serán insuficientes y no se podrá lograr un sistema educacional de excelencia.


Continuó señalando que el fortalecimiento de la educación pública permitirá alcanzar cuatro propósitos centrales:


- Garantizar el derecho constitucional de todos (social y geográficamente) a la educación obligatoria y gratuita;


- Garantizar la existencia de proyectos educativos integradores, a diferencia de proyectos educativos que representen intereses particulares o de grupos específicos de la sociedad;


- Desarrollar proyectos educativos considerados de interés común, y


- Fijar un elevado estándar de calidad, promoviendo la búsqueda de la excelencia en las escuelas  públicas y, por extensión, en el sistema educativo.


Enseguida, efectuó un diagnóstico de la realidad educacional, aseverando que la debilidad institucional impide una correcta administración y gestión de la educación pública, destacando como las principales falencias del sistema las siguientes:


1.- Las políticas educacionales y la orgánica del Ministerio de Educación no han considerado en su definición las especificidades de la educación pública.


2.- La administración de la educación  por parte de los municipios presenta diversas carencias en su diseño y gestión.


3.- La educación municipal está sujeta a un conjunto de regulaciones y restricciones que inciden en su desempeño.


4.- Falta de ecuanimidad entre la educación pública y la educación privada subvencionada.


Luego señaló que el esquema organizativo- institucional presenta múltiples fallas, a saber: falta de claridad respecto a los roles y funciones de cada uno de los actores del sistema; inexistencia de un liderazgo definido a nivel de la administración local; responsabilidades diluidas, y falta de alineamiento de los objetivos de los administradores locales con el objetivo de impulsar la educación pública y la búsqueda de la calidad educativa.


Añadió que no existe sistema alguno donde la solución de los problemas institucionales y de gestión se solucione con una descentralización total a nivel de escuelas.


Finalmente, expresó su conformidad  respecto de las normas del proyecto que crean las Corporaciones Locales de Educación Pública y el Servicio Nacional de Educación.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Profesor del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Juan Pablo Valenzuela, quien destacó, en primer término, la relevancia de la educación pública, aseverando que ésta garantiza la existencia de proyectos educativos no particulares o excluyentes, permitiendo así el desarrollo de proyectos educativos de interés común y la fijación de un estándar de calidad para el conjunto del sistema escolar que promueve la búsqueda de excelencia de las escuelas.


Luego señaló que para la OCDE y UNESCO la definición de educación pública se encuentra vinculada  a la propiedad, precisando que, en su opinión, el concepto de educación pública se encuentra ligado a la función, vale decir a la existencia de establecimientos que aseguren el derecho de los padres a que sus hijos sean admitidos en los colegios que desean.  


Agregó que actualmente  la mayoría de los colegios subvencionados particulares se comportan como una educación privada, puesto que aplican mecanismos de selección en función de su mayor o menor compatibilidad con el proyecto unilateralmente definido por los sostenedores, lo cual conlleva altos niveles de segregación.


Enseguida señaló las razones por las cuales considera que es urgente realizar una reforma institucional respecto a la educación pública, citando, entre otras,  las siguientes:


1.- La oferta de educación pública es, en promedio, de baja calidad, condicionando las oportunidades futuras de miles de niños y jóvenes, así como las oportunidades del país de alcanzar mayores niveles de desarrollo con inclusión social.


2.- La educación pública busca cimentar la democracia y construir cohesión social, para lo cual es necesario que niños y niñas de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas, puedan ser educados en un mismo espacio pedagógico, afirmando que hoy existe una extrema segregación socioeconómica y de desempeño en el sistema escolar.


3.- La existencia de la educación pública se encuentra en riesgo, habiendo decaído seriamente la cobertura desde el año 2.000 en adelante. 


Aseveró que la pérdida de matrícula obedece a que las municipalidades carecen de recursos para construir y mantener nuevas escuelas. Asimismo, los colegios son pequeños y el número de alumnos es reducido, lo que eleva los costos fijos, generando presiones por subvenciones de mayor valor.


A continuación, se refirió a los aspectos que debiera contener la reforma educacional para dar solución a los problemas diagnosticados.


- Estrategias para mejorar la calidad educativa, las que deben considerar a docentes, directivos, financiamiento y participación de las familias e incluir el rol de soporte del Ministerio de Educación.


- Institucionalidad responsable con una tarea única y con capacidad técnica suficiente.


- Regular las asimetrías entre colegios particulares subvencionados y establecimientos de propiedad del Estado y compensación por el mayor costo de estas estrategias simétricas para políticas de calidad. En este aspecto, destacó, que es necesario incluir la regulación para evaluar la carrera docente.


- Existencia de políticas públicas que eviten la segregación de las familias por medio de los proveedores de la educación con financiamiento público.


- Control de las principales causas de desfinanciamiento del sistema educacional.
A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Abogado y Profesor de Derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga, quien expuso que examinado el proyecto en materia de principios de la educación pública existe una coherencia con lo que ha sido tradicionalmente nuestra educación pública, consagrando los principios de seguridad, excelencia, integración, participación, laicismo y pluralismo. 
Desde el punto de vista del diseño institucional, comentó que este proyecto de ley anuncia un rediseño, que descansa en el Ministerio de Educación, en la Superintendencia de Educación, en la Agencia de Calidad, el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública. 

En cuanto al diseño institucional vigente, indicó que éste es básicamente un diseño derivado de aquel conjunto de proyectos modernizadores, que se iniciaron en la década de 1980 y que coincide con el tratamiento de la educación pública municipal con lo que se denominó como el decreto con fuerza de ley N° 1, el cual contiene el traspaso de la educación pública a las municipalidades.

Con respecto a la reforma que se plantea, señaló que el modelo basado en las Corporaciones Locales de Educación Pública tiene directa relación con el diseño institucional municipal actual. Sobre el particular, sostuvo que esa es la primera aprehensión que tuvo respecto del presente proyecto de ley, especialmente por que la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades refiere en su estructura competencial funciones privativas relacionadas y atribuciones esenciales. Acotó que dentro de las funciones relacionadas, el artículo 4º, literal a) menciona a la educación y la cultura. Sobre esta idea, precisó que la ausencia de una modificación a la citada norma genera en consecuencia la pervivencia de dicho precepto y una posible incoherencia entre el sistema vigente y la reforma que se propone.
Luego, explicó que las Corporaciones Locales de Educación Pública descansan en el diseño de una descentralización administrativa funcional y territorial. Agregó que por la vía de la descentralización, se crean estas entidades, como personas jurídicas de derecho público, dotándoselas de una mayor autonomía y con responsabilidades clara en cuanto sostenedores de la educación pública. Sobre este punto, consideró que esta idea es coherente con el proyecto de ley que se plantea, sin embargo, acotó que entre la descentralización y la asignación de autonomía puede haber un abismo de distancia.
En materia de competencia de estas Corporaciones, explicó que el servicio público educativo es definido con precisión, lo mismo que la planificación técnico pedagógica y la supervisión de los establecimientos educacionales que quedan supeditados a estas Corporaciones. También, aprobó que esta iniciativa legal proponga una definición de una gestión transparente en información y la rendición de cuentas de los recursos públicos y de los resultados educativos.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su preocupación respecto de la configuración de estas Corporaciones Locales de Educación Pública, porque prevé que existe una suerte de remunicipalización encubierta, ya que este nuevo servicio educacional conserva la lógica de la municipalización. En efecto, precisó que los criterios de la arquitectura de este diseño son incongruentes en relación a los objetivos de eficiencia y de profesionalización, y un ejemplo de ello está precisamente en el mismo diseño institucional.

Por otra parte, reparó en la composición del Consejo Directivo, que más bien parece un órgano político que técnico. Además, observó que el presente proyecto de ley hace referencia al mecanismo de reclutamiento del Sistema de la Alta Dirección Pública, sin expresar claramente qué significa ello, ni especificar el tipo de estabilidad que tendrá esta Dirección Ejecutiva.

A mayor abundamiento, señaló que en el proyecto de ley nada se expresa sobre el régimen del personal, y la continuidad y sucesión que existirá entre estas Corporaciones Locales y las municipalidades. Al respecto, comentó que en el proyecto de ley se contempla que el régimen laboral del personal de las Corporaciones se regirá por el Código del Trabajo y al mismo tiempo se señala que el personal docente se continuará rigiendo por el Estatuto Docente. Sin embargo, precisó que nada se dice si existe o no una continuidad y una sucesión en el cargo. En particular, destacó que este punto es relevante en cuanto a los pasivos que el Estado conserva con el personal que se desempeña a nivel docente.

En el campo patrimonial, explicó que si bien este proyecto de ley regula el patrimonio de estas Corporaciones, nada se dice respecto de la propiedad pública de los establecimientos educacionales municipales. Agregó que tampoco se pronuncia sobre la afectación de éstos al servicio público y sobre su cualidad excepcional de inembargabilidad.
Enseguida, señala que se establece un plazo de transición de 5 años y que no existe en rigor, en el régimen de transición, un mecanismo que refleje una continuidad con la gestión municipal. 

Posteriormente, puntualizó que existe una falta de armonía en la constitución de las Corporaciones Locales de Educación Municipal, puesto que habría que concordar esta iniciativa legal con lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el cual prescribe que el Estado podrá participar y tener representación en entidades que no formen parte de su administración, sólo en virtud de una ley que lo autorice, la que deberá ser de quórum calificado si estas entidades desarrollan actividades empresariales. Agregó que dichas entidades no podrán en caso alguno ejercer potestades públicas.  Sobre este último punto, consideró que la constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública conlleva claramente un problema de legalidad y de constitucionalidad, especialmente si se entienden que forman parte de la Administración del Estado. A su juicio, dichas entidades forman parte de la Administración del Estado, porque son parte del Estado y porque desarrollan una función pública y como tal serían una excepción al artículo 6º de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, a pesar de que en este proyecto de ley nada se ha dicho sobre este tema.
Luego, la Comisión recibió en audiencia al Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación, señor Nelson Viveros, quien lamentó que las elites políticas no escuchen al mundo social y que decidan a espaldas de la ciudadanía y de la sociedad. En este contexto, consideró fundamental representar el sentir del pueblo, aprobando leyes que no sólo sean producto de los acuerdos entre los partidos políticos, a los que cada día respaldan menos personas. 
Enseguida, resaltó que la educación chilena se encuentra en crisis, especialmente la educación municipalizada. Añadió que esta crisis es sistémica, afectando el área administrativa, financiera y pedagógica. A mayor abundamiento, indicó que los distintos actores involucrados en la crisis de la educación pública han dado soluciones no concordantes con las propuestas por las elites políticas, lo que se evidenció durante el Congreso Nacional de Educación, efectuado por la agrupación Educación en Movimiento, al que concurrieron unos dos mil dirigentes sociales de todo el país. Sobre este mimo punto, precisó que todo esto manifiesta la urgente necesidad de una discusión nacional, para que esta reforma de la educación considere lo que opina la ciudadanía. De otra forma, acotó que la legislación que surja tendrá un debate parcial, sesgado y excluyente.
En cuanto al marco institucional actual, expresó que la Constitución Política de la República consolidó la desestructuración y la ruptura de las relaciones económicas y sociales, constituyéndose en una refundación de la sociedad y del Estado en lo político, en lo económico, en lo social y en lo cultural. Con la recuperación de la democracia, continuó, no se realizaron los cambios sustanciales para superar las contradicciones entre la institucionalidad vigente y la democracia plena. En esta misma línea, sostuvo que este hecho ha llevado a los actores sociales a plantearse con autonomía de la clase política los proyectos de ley sobre Subvención Especial Preferencial, la Ley General de Educación, el Sistema de Aseguramiento de la Calidad y el proyecto de ley en estudio.

En cuanto a la educación pública, expresó que ésta tiende a desaparecer respecto de la educación particular subvencionada, puesto que la brecha social, económica y cultural entre pobres y ricos cada día se profundiza más, agudizando la segmentación y la estratificación social, ya que las familias vulnerables no están en condiciones para elegir donde educar a sus hijos. 

Comentó que el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, tal como se definen en la Constitución Política de la República, son parte de este diseño institucional y que requieren ser objeto de una reforma constitucional, modificando el artículo 19, numerales 10° y 11°. De otra forma, precisó que el andamiaje institucional seguirá sustentándose en el rol subsidiario del Estado. En efecto, indicó que se necesita de un cambio estructural en la educación, que implique concebir el derecho a la educación como un bien común y no como una prestación de un servicio. En esa misma línea, señaló que el Estado debe ser garante y asegurador de una educación pública, laica, gratuita, inclusiva, de excelencia, que integre los derechos y deberes de los padres para educar a sus hijos.

Por otra parte, sostuvo que no se opone a la existencia del lucro en la educación, pero no con los recursos públicos, que el Estado entrega a los privados. En efecto, insistió en que se requiere de una nueva Constitución, más amplia y democrática, que establezca los nuevos fundamentos del Estado y que termine con su rol subsidiario.
Enseguida, señaló que la educación es un proceso global, que va más allá de la escolaridad o del sistema educativo formal, por lo cual indicó que la calidad de la educación no se puede reducir a ciertos resultados de aprendizaje establecidos en el currículum, como se ha expresado en los distintos proyectos de ley que ha presentado el Ejecutivo. Además, sostuvo que sus resultados no deben servir de base para mercantilizar la educación y estimular la competitividad. En efecto, acotó que la evaluación de los resultados debe tener un carácter netamente formativo, que contribuya a mejorar los procesos de enseñanza y de aprendizaje, y no servir de sustento para el mercado educativo.
Posteriormente, comentó que se establece como foco central del Ministerio de Educación la evaluación, la medición y el control del sistema escolar. No obstante, precisó que no se asumen los procesos pedagógicos requeridos para lograr mejoramientos efectivos en los colegios más vulnerables y en el conjunto del sistema escolar. A su juicio se des-responsabiliza al Estado de esta tarea primordial, entregándosela a agencias privadas como las Asistencias Técnicas Externas.
A mayor abundamiento, expresó que se pretende reducir la capacidad de los logros de los estudiantes a la demostración de determinados resultados en un estrecho conjunto de sectores de aprendizajes del ámbito puramente cognitivo, desconociéndose otras dimensiones del ser humano, vinculadas con los valores y los principios humanistas, a pesar de que las Bases Curriculares, recientemente aprobadas por el Consejo Nacional de Educación, explicitan el tipo de persona que se quiere formar y la sociedad que se desea alcanzar.

En relación al Ministerio de Educación, señaló que éste debe ser el organismo del Estado encargado de garantizar y de asegurar el derecho a la educación de toda la población, en especial de los más desprotegidos. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que este proyecto de ley externaliza sus roles, funciones, estructura y tareas, debilitándolo y desmembrándolo institucionalmente. En efecto, acotó que su misión principal queda centrada en la capacidad de proponer políticas y formulaciones curriculares, sin capacidad de resolver, ni de aplicarlas. Agregó que esta situación podría afectar su misión actual, especialmente en lo referente a su al control de los recursos públicos traspasados a terceros y a la supervisión educativa.

Luego, consideró que los artículos permanentes 13 y 26, y los transitorios 9, 10, 11, 12, 13, 14, 17, 19 y 20 impactan directamente en la actual estructura del Ministerio de Educación, puesto que disgregan y precarizan sus funciones, y las condiciones laborales de su personal. Informó que la planta del Servicio Nacional de Educación se implementará con la dictación de una serie de decretos con fuerza de ley y de reglamentos, que serán dictados de acuerdo al arbitrio del Ejecutivo y de las autoridades de los nuevos Servicios que se crean, sin que la ley establezca sus directrices básicas, que aseguren y garanticen los actuales derechos legales, estatutarios, reglamentarios, sindicales y sociales de que gozan los funcionarios del Ministerio de Educación. Asimismo, señaló que esta ley tampoco regula las características, funciones, estructura ni la organización que deberá tener la planta del Servicio Nacional de Educación. 
Por otra parte, indicó que es particularmente sensible lo que ocurrirá con los Departamentos Provinciales de Educación, cuyos roles, funciones y tareas no están definidas en esta ley, no obstante acotó que en ellos se desempeñan casi la mitad de los funcionarios del Ministerio de Educación. Acotó que únicamente está claro cómo se conformará el nivel directivo de los organismos que se crean. 
En lo referente a las Corporaciones Locales de Educación Pública, señaló que este proyecto de ley no consagra un nuevo sistema de financiamiento, distinto al de la subvención escolar, fuente fundamental de las inequidades y de la falta de calidad del sistema público de educación, al ser sometido a las mismas reglas de mercado que las del sector particular subvencionado. Luego, sostuvo que el Estado debe intervenir para poner fin a la selección y a la discriminación de los alumnos en los colegios financiados con fondos públicos.
Por otra parte, expresó que rechaza los cambios introducidos al marco legal e institucional del sistema educativo actualmente en trámite ente el Congreso Nacional. Al respecto, opinó que estos proyectos de ley mantienen el sistema imperante y contribuyen a afianzar las orientaciones neoliberales vigentes. 
Posteriormente, señaló que apoya el retorno al Estado de todos los colegios traspasados al sistema municipal, puesto que considera que este espacio debe ser gestionado por quién le corresponde representar al conjunto de la sociedad. En esta misma línea, postuló la idea de que este subsistema sea gestionado en forma descentralizada por los Departamentos Provinciales de Educación, los que para tales efectos deben experimentar una profunda transformación y fortalecimiento, conformándose en Direcciones Provinciales de Educación. Además, propuso que organismos descentralizados del Ministerio de Educación se encarguen de la gestión administrativa, técnica y financieramente de los establecimientos educacionales, que correspondan a su jurisdicción. Acotó que dichos organismos deberán contar con patrimonio propio.
En materia de financiamiento de la educación, sostuvo que la inversión que financie a la educación deberá asegurar, a lo menos, la gratuidad y la no selección en todos los niveles y modalidades. Sobre este mismo tema, precisó que el financiamiento de los colegios públicos debería contemplar tres componentes:

a) Un financiamiento basal que considere un piso estándar por curso e incrementos ligados a proyectos o planes de logro que la comunidad escolar demande. 
b) Una asignación de recursos públicos sobre la base de territorialidad y la vulnerabilidad social de la población atendida.
c) Una asignación de recursos vinculados al cumplimiento de metas comprometidas por el establecimiento educacional y su comunidad educativa. 
Luego, planteó eliminar todas las otras formas actuales de financiamiento compartido, por considerarlos como instrumentos de privatización y de subsidariedad. Asimismo, indicó que los establecimientos particulares que deseen optar a la subvención estatal, deberán cumplir con todas las condiciones de gratuidad y de no selección de sus estudiantes, debiendo someterse en forma irrestricta a la fiscalización del Ministerio de Educación.

En lo concerniente al presente proyecto de ley, comentó que éste tiende a consolidar la educación de mercado, coloca en igualdad de condiciones a la educación municipalizada y a la subvencionada. También, reparó en que no aborda las fallas estructurales y de fondo de un sistema educativo fundado en principios de mercado. Por todas estas, sostuvo que los trabajadores del Ministerio de Educación rechazan esta iniciativa legal.
En esta misma línea, indicó que este proyecto de ley es un intento para continuar traspasando los principales roles, funciones y tareas del Estado en materia educacional al mercado, lo que a su juicio ocasionará un grave perjuicio a toda la población, especialmente a los más desvalidos, puesto que sus efectos serán demoledores para una sociedad que cada vez carece más de integración social, justicia, equidad y de participación democrática.

En consecuencia, sostuvo que la Asociación que representa desplegará todos sus esfuerzos para levantar un vasto movimiento social en torno a los temas de la educación, con el fin de: dar forma a un amplio debate nacional sobre la educación chilena; impedir que sean unos pocos los que decidan sobre cómo ejercer nuestro derecho a la educación; generar un conjunto de ideas y de propuestas para contrastarlas con las decisiones que adopte la oligárquica política, y emplazar a los candidatos que aspiran a encabezar nuestra nación para que se manifiesten respecto de las alternativas para mejorar la calidad de la educación pública.
Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier afirmó que existe un consenso en torno a que la actual institucionalidad educacional es un obstáculo para mejorar la calidad de la educación pública. Comentó, enseguida que se reunirá con las autoridades del Ministerio de Educación para conocer si efectivamente la educación pública va a cumplir una función social y servirá de instrumento de integración y de ascenso social o si se optará por una educación pública que continuará por el derrotero de la absoluta privatización.

Luego, señaló que los expositores aportaron contundentes opiniones y que en ese contexto la Comisión acordó postergar la votación de la idea de legislar, a fin de profundizar los temas más emblemáticos. Resaltó que existen algunas opiniones que postulan que el debate sobre la educación pública es fundamental instalarlo desde ya y otras que plantean que este debate debe ser postergarlo. En lo personal, sostuvo que es partidario de debatir hoy día mismo los temas de fondo relativos a la educación pública, para luego construir los consensos necesarios para aprobar este proyecto de ley.
Posteriormente, indicó que el actual sistema ha generado una segregación de la educación y en este sentido precisó que este proyecto de ley debe instar a que la educación pública vuelva a cumplir funciones y aptitudes que son fundamentales para el desarrollo de la sociedad. En esta misma línea, hizo presente la necesidad de desvincular la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública de las municipalidades y en este sentido precisó que en este proyecto de ley se debe reflexionar sobre la desmunicipalización de la educación pública.
En tanto, el Honorable Senador señor Chadwick coincidió con su par en el sentido de que existe consenso sobre las líneas gruesas del proyecto de ley que fortalece la educación pública. Sin embargo, aclaró que para lograr un mejoramiento de la calidad de la educación pública se deben introducir modificaciones en la gestión y se debe precisar el sentido de las Corporaciones Locales de Educación Pública y su dependencia.
Recalcó que también se deben impulsar modificaciones profundas en las salas de clases, en la forma y liderazgo de los directores de los colegios públicos, introducir enmiendas en el Estatuto Docente y el sistema de financiamiento, puesto que consideró que con una subvención que bordea los $36.000 en promedio no se podrá entregar una educación de calidad.
En esa línea, manifestó que hay que analizar con un mayor detalle todos los aspectos técnicos, como por ejemplo si el mejor sistema para administrar la educación pública serán las Corporaciones Locales de Educación Pública separadas de los municipios, si se integrará a los alcaldes en estas entidades o bien si se formarán Corporaciones de Municipalidades sectorizadas. A su juicio, la mejor forma para gestionar la educación pública es a través de las Corporaciones por municipios con participación de los alcaldes de cada una de ellas.
Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reconoció que se está avanzando en la medida de lo posible, no obstante precisó que se deben realizar correcciones profundas al presente proyecto de ley. Luego, señaló que los Senadores de la Concertación están concientes de la necesidad de aprobar la idea de legislar, porque es la única manera de seguir avanzando en el mejoramiento de la calidad de la educación.

Posteriormente, insistió en que existen algunos temas que deben ser corregidos, como la desmunicipalización de la educación pública, lo que implicaría dejar afuera de las Corporaciones Locales de Educación Pública a las autoridades municipales, a fin de instalar una educación pública dirigida, organizada, orientada y financiada por el Ministerio de Educación. Por último, anunció su voto a favor, sin perjuicio de que precisó que es importante avanzar en el tema del financiamiento y en la forma en que va a funcionar el sistema público.
El Honorable Senador señor Núñez señaló que luego de escuchar los distintos planteamientos de los expositores se ha percatado que este proyecto de ley no desmunicipaliza a la educación pública, ni tampoco fortalece a la educación. Asimismo, indicó que existen posturas diametralmente opuestas con visiones de fondo muy diversas que deben ser revisadas, puesto que este proyecto de ley requiere de un conocimiento y estudio acabado para así efectivamente mejorar la calidad de la educación pública.

Por su parte, la señora Ministra de Educación expresó que todos estos criterios serán analizados por los equipos de la Cartera que representa y por la Subsecretaría de Desarrollo Regional, y comunicó que espera en la próxima sesión tener varios puntos definidos respecto de los planteamientos que han formulado los miembros de la Comisión. No obstante, aseveró que lo importante para el Gobierno es aprobar la idea de legislar en la materia y recordó que este proyecto de ley forma parte del conjunto de iniciativas legales tendientes a mejorar el sistema educativo y la calidad de la enseñanza en los distintos establecimientos educacionales del país.


En la siguiente sesión, la señora Ministra de Educación señaló que la Secretaría de Estado a su cargo está trabajando en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a fin de realizar un estudio que simule el traspaso de los establecimientos educacionales municipales al sistema de las Corporaciones Locales de Educación Pública. Al respecto, indicó que estas Corporaciones serán viables en la medida que agrupen entre 3.000 a 35.000 alumnos cada una.

Posteriormente, indicó que existe una necesidad urgente de mejorar el sistema de la educación pública, puesto que se corre el peligro de terminar con ésta definitivamente. En efecto, acotó que en la actualidad su matrícula disminuyó de un 45% a un 37%.

A continuación, el Honorable Senador señor Letelier precisó que este proyecto de ley no aborda las siguientes materias: la educación preescolar y su integración con la educación básica y media; la función social que debe cumplir la educación pública, y el término del financiamiento compartido. Sin perjuicio de lo anterior, anunció su voto favorable, porque entiende que es la única vía para poder instalar en el debate nacional el mejoramiento de la calidad de la educación pública, puesto que cree en la necesidad de fortalecerla.

En cuanto a las Corporaciones Locales de Educación Pública, indicó que prefiere una organización de carácter territorial, a nivel de provincias, con una estructura similar a la del Servicio Nacional de Salud, que agrupe no menos de 35.000 alumnos, con un sistema de subvención escolar por matrícula y no por asistencia de alumnos. En esta misma línea, acotó que no comparte el modelo que plantea esta iniciativa legal, porque no pone fin a la municipalización de la educación pública y además porque no tiene claridad sobre la naturaleza del Servicio Nacional de Educación que se propone crear.

Por otra parte, indicó que se deben definir los criterios básicos que deben regir a los establecimientos educacionales y poner fin al sistema de financiamiento compartido o, en subsidio, buscar una fórmula para compensar el aporte que realizan los particulares en los colegios privados subvencionados, a fin de nivelar los recursos que reciben todos los establecimientos educacionales.

El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, resaltó, por una parte, la dificultad de modificar el sistema educativo en un régimen pluralista y, por otra, valoró el esfuerzo que realizó esta Comisión en el estudio del proyecto de ley que establece una Ley General de Educación y en el que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Enseguida, reconoció que este proyecto de ley deja pendiente la modificación del sistema de financiamiento y de la carrera docente. Al respecto, explicó que se trata de tres iniciativas diferentes: el fortalecimiento de la educación pública, la modificación del sistema de financiamiento y de la carrera docente. Enseguida, explicó que en esta oportunidad sólo se está planteando legislar sobre el sistema de la educación pública y que durante el próximo Gobierno se deberán presentar ante este Congreso Nacional las otras iniciativas legales.

EL Honorable Senador señor Sabag manifestó su preocupación por los diferentes niveles de la educación pública y comentó que la educación pública ha ido retrocediendo en desmedro de la educación particular subvencionada. En efecto, acotó que la educación pública ha disminuido su matrícula de un 60% a un 37%, en gran medida por el sistema que se ha implementado, por la rigidez del Estatuto Docente, la falta de recursos de que disponen los alcaldes para administrar la educación pública y por las escasas atribuciones que tienen para remover a los directores de escuelas. En este contexto, arguyó no es raro que la educación particular subvencionada obtenga mejores resultados y capte la matrícula del sector público.

Asimismo, indicó que está por fortalecer a la educación pública y por destinar mayores recursos para mejorar la calidad de la educación, con la finalidad de establecer una estructura de educación pública que esté a la altura de la educación pública que nos merecemos como Nación.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero manifestó su preocupación por la tramitación que se le ha dado al presente proyecto de ley, puesto que consideró que degrada a la función legislativa, ya que no ataca el fondo de los problemas que afectan a la educación pública, sino que por el contrario los agudiza. En esta misma línea, sostuvo que este proyecto de ley requiere de una reflexión profunda y que no puede ser aprobado por presiones políticas y electorales.

En lo que concierne al fondo del proyecto de ley en estudio, precisó que éste plantea la misma declaración de principios que se aprobó respecto de la Ley General de Educación. Asimismo, expresó que profundiza el sistema municipal y que continúa con la desafectación del Estado en materia de educación, puesto que se mantiene ajeno a la contingencia educacional. Añadió que con la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública se aumentará la burocracia y los gastos del Estado, creándose plantas artificiales y excesivos cargos de confianza. Además, sostuvo que no mejora el sistema de financiamiento de la educación pública, ni resuelve el problema de los docentes. 

A continuación, expresó que cree en la descentralización y en la instauración de instancias intermedias, que aglutinen al mundo privado con el público, con capacidad para gestionar la educación pública. Sobre esta misma idea, señaló que la descentralización conlleva un pensamiento estratégico de Nación y una política nacional, que permite aplicar un sistema lógico y coherente.

Por lo dicho anteriormente, anunció su voto en contra de la idea de legislar en la materia, a pesar de que apoya la iniciativa de fortalecer el sistema de la educación pública. 

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no profundizaría en las aprensiones que expresó en la sesión anterior respecto de la acelerada tramitación legislativa que el Ejecutivo ha dado a este proyecto, agregando que no sólo le preocupa la alta deserción de alumnos del sistema público, sino que, además, le asiste gran inquietud por aquellos alumnos que permanecen en un sistema que es de muy baja calidad.
Continuó señalando que no divisa la manera cómo un proyecto de ley marco sobre educación pública, permitirá abordar el estudio y diagnóstico de los problemas que la aquejan y la correcta corrección de los mismos. 

Destacó que las deficiencias del sistema no sólo radican en la institucionalidad o en la estructura que en definitiva se adopte, sino que, además, debe debatirse y tener en consideración aspectos centrales tales como el financiamiento, el perfeccionamiento del personal y la carrera docente, anunciando que con ese propósito votará favorablemente el proyecto.

A su vez, el Honorable Senador señor Núñez manifestó que existe unanimidad en cuanto a que durante la historia republicana ha sido difícil lograr consenso en materia educacional, añadiendo que no obstante el gran debate habido estos últimos 20 años, la sociedad no ha sabido valorar el rol que le corresponde al Estado en materia educacional.

Agregó que el proyecto de ley en análisis intenta poner en la discusión el rol del Estado en la educación pública, señalando que, a su juicio los municipios no han sido los únicos responsables del deterioro de la educación sino que, además, se ha reducido fuertemente el papel que le cabe al Ministerio de Educación.

Señaló que la entidad que reemplace a los actuales sostenedores de la educación pública, deberá tener un carácter regionalizador, sin que ello implique la pérdida de la centralidad que debe tener un sistema educativo.

A continuación, anunció su voto favorable a la iniciativa, aseverando que existe un fenómeno que tiende a la desaparición de la educación pública y que ello no debe ocurrir porque la misma es la única institución que garantiza la continuidad del Estado y de la Nación.

- Puesta en votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada con el voto favorable de la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Letelier, Núñez y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor Cantero.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales y principios especiales para la educación pública

Párrafo 1º
Disposiciones Generales
Artículo 1º.- La presente ley establece principios especiales para la educación provista por sostenedores públicos; regula la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública; y crea el Servicio Nacional de Educación, en adelante “el Servicio”.
Artículo 2º.- Para todos los efectos legales, serán sostenedores públicos las Corporaciones que regula el Título II de esta ley.
Artículo 3°.- Los sostenedores públicos estarán sometidos a las reglas y principios que establezca la legislación que regule el sistema educacional, en especial, deberán velar por el respeto de los principios y fines de la Educación; y por los derechos y deberes de los integrantes de la comunidad educativa. 
Los sostenedores públicos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, deberán velar y promover el respeto y cumplimiento de los principios especiales que la ley establezca para la educación pública.
Artículo 4°.- Son principios especiales de la Educación Pública:
a) Laicismo y libertad de conciencia. Comprende velar por el pleno reconocimiento de la libertad de conciencia, respeto de la diversidad cultural y la libre manifestación y ejercicio de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres y al orden público.
b) Pluralismo. Implica reconocer la diversidad de doctrinas en materia política, económica, social y cultural, siempre en el contexto del respeto a los derechos humanos y la convivencia democrática.
c) Gratuidad. No podrá cobrar o percibir suma de dinero alguna por la prestación del servicio educativo, sin perjuicio del financiamiento estatal que le corresponda en conformidad a la ley.
d) Respeto a la diversidad cultural. Se deberá fomentar el valor de la tolerancia y el reconocimiento a las diferentes culturas que conviven en nuestro país.
e) Compromiso con la democracia y la cultura cívica. Significa velar, a lo largo del proceso educativo, por el respeto de los derechos humanos, la utilización de métodos pacíficos de resolución de conflictos, la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía responsable.
f) Transparencia. Se traduce en velar por el adecuado acceso a la información de todos los actores del sistema y comunidades educativas, en particular las familias que optan por la educación pública, así como también rendir cuenta pública respecto de su gestión y resultados en conformidad a la ley.
g) Integración e inclusión. Consiste en promover la integración armónica de todos los sectores de la población que sirva, velando porque se compensen las desigualdades derivadas de factores personales, sociales, económicos, culturales, étnicos, geográficos o de cualquier otra índole de los alumnos, respetando el derecho preferente de los padres de educar a sus hijos y de escoger libremente el establecimiento en que les educan.

h) Calidad. Significa velar por el cumplimiento de los estándares de calidad establecidos en conformidad a la ley.

Párrafo 2º

Deberes especiales de los Sostenedores Públicos

Artículo 5°.- Los sostenedores públicos deberán velar por el cumplimiento de los principios de la educación pública señalados en el artículo 4° de esta ley. Asimismo, deberán velar, especialmente, por la erradicación de cualquier forma de discriminación arbitraria en sus establecimientos educacionales. En consecuencia, los sostenedores públicos y sus establecimientos no podrán, en ningún caso, discriminar en razón de raza, sexo, religión u opinión o cualquier otra circunstancia, económica o social de los postulantes o de sus padres, madres y/o apoderados.

Artículo 6°.- Los sostenedores públicos deberán contribuir al desarrollo educativo local, a la valoración de las identidades específicas y al reconocimiento de las particularidades de los territorios que atienden, de acuerdo a las características de su población, cultura y desarrollo social y económico.

Artículo 7°.- Los sostenedores públicos deberán prestar una educación gratuita. En consecuencia les está prohibido cobrar o percibir suma de dinero alguna por la prestación de los servicios educativos en ninguno de los establecimientos educacionales de su dependencia, sin perjuicio del financiamiento estatal que le corresponda en conformidad a la ley.
En especial, ningún sostenedor público podrá percibir derechos de matrícula o de escolaridad, sin perjuicio de los aportes voluntarios que los alumnos, padres y apoderados, deseen realizar a favor de los establecimientos educacionales, quedando totalmente excluido el cobro que se refiere el Título II del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.
Artículo 8°.- Los sostenedores públicos deberán cumplir con los estándares de calidad, y en especial, deberán cumplir con los estándares de aprendizaje de alumnos y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sostenedores, de los docentes y directivos que establezca el Ministerio de Educación de conformidad a la ley.
Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los sostenedores públicos estarán sometidos a procedimientos obligatorios de evaluación y autoevaluación, que medirán el desempeño de todo el personal y de todos los niveles organizativos que intervengan en la prestación del servicio educativo, con el objeto de velar por la calidad del mismo.
Artículo 9°.- Los sostenedores de educación pública y sus establecimientos no podrán seleccionar a sus postulantes, salvo:
a) En aquellos casos en que exista más postulantes que matrículas disponibles, los establecimientos de educación de su dependencia, podrán desarrollar procesos de selección transparentes, que cumplan con los criterios de prioridad establecidos en el reglamento que al efecto se dicte, tales como: existencia de hermanos matriculados en el mismo establecimiento, proximidad del domicilio o del lugar de trabajo de alguno de los padres o apoderados, u otro similar. Si la aplicación de los criterios de prioridad previstos no permite adjudicar todas las matrículas disponibles, la selección se hará por sorteo entre los postulantes conforme al procedimiento que establezca el mismo reglamento.
b) Excepcionalmente, y en Enseñanza Media, en el caso de establecimientos educacionales de su dependencia reconocidos por su excelencia según criterios que establecerá un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, se podrán realizar procesos de selección basados únicamente en el desempeño académico de los postulantes.
Corresponderá a la autoridad administrativa encargada de fiscalizar el cumplimiento de la normativa educacional, velar por el cumplimiento de lo establecido en los incisos anteriores y, especialmente, por la transparencia en la realización de procesos de selección, en caso de que proceda su aplicación, pudiendo para ello hacer seguimiento a su desarrollo y recabar todos los antecedentes necesarios para tal objeto.
Artículo 10.- Los sostenedores públicos deberán propender a la inclusión de la población escolar en sus establecimientos. Asimismo, a través de la prestación del servicio educativo, deberán propender a la compensación de las desigualdades derivadas de factores personales, sociales, económicos, culturales, étnicos, geográficos o de cualquier otra índole.
Artículo 11.- En los establecimientos educacionales de dependencia de sostenedores públicos, el rendimiento académico del alumno no será causal para la cancelación o la no renovación de la matrícula, sin perjuicio de los límites de edad establecidos en la ley para el ingreso a la educación básica y media, y de las modalidades educativas especiales que se establezcan de conformidad a la ley.
Artículo 12.- Los sostenedores públicos deberán velar por la adecuada cobertura educacional en el territorio de su competencia, especialmente en aquellas zonas y territorios insuficientemente atendidos, así como también por una oferta educativa eficientemente distribuida que permita el acceso de aquellos alumnos que lo requieran.
Los sostenedores públicos deberán coordinarse entre sí para que el conjunto de los establecimientos públicos, cuenten con las matrículas adecuadas para la prestación del servicio educativo en los términos que señala la ley.

Título II 
De las Corporaciones Locales de Educación Pública

Artículo 13.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública, en adelante la “Corporación” o las “Corporaciones”, en su caso, serán corporaciones de derecho público, autónomas, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que operarán en el territorio de una comuna o agrupación de éstas, dentro de una misma región; a menos que se trate de comunas colindantes la una de la otra.
El objeto único de las Corporaciones será prestar, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educativo de conformidad a la ley, en los niveles y modalidades que corresponda.
Las Corporaciones se regirán por las disposiciones de la presente ley y su reglamento, por las normas generales y reglamentos internos que dicte su Consejo. Su domicilio será el que se establezca en su respectiva reglamentación.
Para todos los efectos legales, las Corporaciones serán los sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por las normas comunes a éstos.
Artículo 14.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública estarán integradas a lo menos por:
a) Un Consejo Directivo, que será un órgano colegiado, de carácter resolutivo, y que tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación.
b) Un Director Ejecutivo, que tendrá a su cargo la gestión técnico-pedagógica y la administración de la Corporación.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de organización interna de la Corporación deberán considerar, a lo menos los establecimientos educacionales de su dependencia, en adelante también “establecimientos”, a través de los cuales presta el servicio educativo y, al menos, dos unidades que se ocuparán de la gestión educacional técnico pedagógica y de la gestión administrativo-financiera, respectivamente.
Artículo 15.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública tendrán las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia, que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos de su dependencia.
c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.
d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos de su dependencia con el objeto de fortalecer sus capacidades y autonomía técnico pedagógicas.
e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos de su dependencia.
f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema, respecto de sus establecimientos.
Artículo 16.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública tendrán las siguientes atribuciones:
a) Crear, fusionar o cerrar los establecimientos educacionales de su dependencia.
b) Establecer y administrar el presupuesto de la Corporación.

c) Organizar, dirigir, mantener y supervisar los establecimientos de su dependencia, así como dotarlos de los recursos, bienes y materiales que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
d) Establecer el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
e) Rendir cuenta de su gestión, de acuerdo a la normativa vigente.
f) Fomentar la participación e inclusión de padres, apoderados y miembros de la comunidad en los establecimientos.
g) Suscribir convenios con el Servicio Nacional de Educación.
h) Gestionar, coordinar, seleccionar y articular las alternativas de asistencia técnica externa y programas de apoyo a los establecimientos.
i) Elaborar y presentar ante las instancias correspondientes, proyectos de inversión educativa.
j) Suscribir convenios con otros organismos públicos y privados. 
Sin perjuicio de lo anterior, las Corporaciones tendrán todas las demás atribuciones que le otorgue esta ley, sus reglamentos y su reglamento interno.
Artículo 17.- El Consejo Directivo de cada Corporación se establecerá conforme lo determine el reglamento y estará integrado por el o los alcaldes de las comunas en cuyo territorio opere y por dos personas designadas por el Ministerio de Educación, quienes deberán, en cualquier caso, estar en minoría dentro del Consejo. 
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán integrar el Consejo Directivo el número de concejales que señale el reglamento. 
El presidente del Consejo Directivo será elegido por el Consejo, y le corresponderá el voto dirimente en caso que exista empate en las votaciones respecto de asuntos de su competencia. El reglamento deberá establecer un mecanismo de rotación en el cargo, en caso de comprender la Corporación varias comunas.
El reglamento establecerá los requisitos que deberán cumplir los Consejeros que sean designados por el Ministerio de Educación, considerando al menos requisitos relativos a título profesional o grado académico, experiencia en materias de gestión y domicilio en la región en la cual se encuentra la respectiva Corporación. En ningún caso, estos consejeros podrán ser funcionarios de organismos regidos por el Título II de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.
Los miembros del Consejo Directivo que lo integren en virtud del cargo de elección popular que detentan, ejercerán el cargo mientras mantengan tal calidad, mientras que aquellos consejeros que sean designados por el Ministerio de Educación ejercerán el cargo por un período de cuatro años, pudiendo ser nombrados para períodos sucesivos.
Los consejeros percibirán una dieta equivalente a 2,5 Unidades Tributarias Mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 2 sesiones por mes calendario. 
Artículo 18.- Los consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente del Consejo, quien deberá dar cuenta al Consejo, de todo hecho que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose de conocer del asunto. 
Corresponderá al Consejo calificar, por la mayoría de sus integrantes, los hechos señalados en el inciso anterior, para efectos de disponer la prohibición respectiva para consejero que se inhabilitó.
Los consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo como miembros del Consejo, de acuerdo al procedimiento que señale el reglamento, independientemente de la responsabilidad civil o penal que le corresponda.
Asimismo, estará prohibido a los consejeros:
a) Usar en beneficio propio o de terceros, la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón del cargo que se desempeña.
b) Hacer valer indebidamente su posición en la Corporación para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero.
c) Emplear, bajo cualquier forma, bienes o personal de la Corporación, en provecho propio o de terceros, o para fines ajenos a la Corporación.
d) Solicitar, hacerse prometer, o aceptar, en razón del cargo, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza, regalos, invitaciones, viajes, prebendas u otro tipo de incentivos que pudieren recompensar o influir en una decisión de la Corporación. 
Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las causales especiales que pueda contemplar el reglamento de la ley o las normas internas que al respecto defina el Consejo.
Artículo 19.- Los consejeros responderán de los perjuicios que causen por actos u omisiones dolosas o culposas ejecutados durante el período que desempeñen su cargo.
Los consejeros, o cualquier persona podrá denunciar ante la autoridades competentes cualquier hecho que demuestre mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, con el objetivo de perseguir las sanciones que la ley establezca.
Artículo 20.- Los consejeros, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren sido designados para integrar el Consejo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses ante la autoridad administrativa encargada de la fiscalización del cumplimiento de la normativa educacional. Asimismo, dentro del mismo plazo, deberán presentar una declaración de patrimonio. Al cumplirse la mitad del período, así como cuando se produzca algún hecho relevante que las modifiquen, deberán actualizar dichas declaraciones.
El contenido de estas declaraciones será el establecido por la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
El secretario municipal de la comuna en cuyo territorio opere la Corporación que defina el Consejo Directivo, deberá custodiar estas declaraciones de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la información pública. 
Artículo 21.- El Consejo Directivo tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación y le corresponderán las siguientes atribuciones: 
a) Establecer las normas generales que regulen la organización y el funcionamiento de la Corporación.

b) Aprobar el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
c) Aprobar el presupuesto de la Corporación.
d) Aprobar la apertura, fusión o cierre de establecimientos dentro del territorio de su competencia.
e) Nombrar y remover al Director Ejecutivo de la Corporación de conformidad a normas que sean homologables a las que regulen los procesos de selección del Sistema de Alta Dirección Pública, las que se determinarán en el reglamento. 
f) Aprobar los actos y contratos que de conformidad al reglamento de la ley, y a las normas internas que establezca el Consejo, el Director Ejecutivo deba someter a su decisión.
g) Establecer las normas que regulen la organización y funcionamiento del Consejo.
h) Aprobar la cuenta pública anual que rinda el Director Ejecutivo.
i) Aprobar la propuesta de convenio que la Corporación suscriba con el Servicio Nacional de Educación.
j) Rendir cuenta de la gestión de la Corporación en conformidad a la ley.
k) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración. 
Las atribuciones señaladas en las letras a), b), c), d) e i) se ejercerán previa propuesta del Director Ejecutivo sobre tales materias.
Las atribuciones señaladas en este artículo son sin perjuicio de aquéllas que establezca el reglamento. 
Artículo 22.- Al Director Ejecutivo de la Corporación le corresponderá la gestión técnico pedagógica y la administración de la Corporación, y tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Proponer al Consejo Directivo el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
b) Contratar y poner término a las funciones del personal de conformidad con la normativa que le es aplicable.
c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo Directivo, informándole periódicamente sobre ello y la marcha de la institución.
d) Participar en el Consejo Directivo con derecho a voz.
e) Delegar en funcionarios de la Corporación, así como en los directores de los establecimientos de su dependencia, las funciones y atribuciones que estime conveniente, en conformidad a la ley, previa aprobación del Consejo.
f) Aprobar, a propuesta del respectivo director del establecimiento, el proyecto educativo de cada uno de los establecimientos de dependencia de la Corporación.
g) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Corporación, salvo aquellas atribuciones que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención del objeto de la corporación, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.
h) Representar judicial y extrajudicialmente a la Corporación.
Las atribuciones señaladas en el presente artículo son sin perjuicio de aquéllas que establezca el reglamento.
Artículo 23.- El personal contratado para prestar sus servicios en las unidades de administración de la Corporación y que no ejerza funciones en los establecimientos educacionales regidas por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y por la ley N° 19.464, se regirá por las normas del Código del Trabajo. 
En los contratos que suscriba el personal señalado en el inciso anterior se consignarán las normas de probidad y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que les sean aplicables. 
El personal docente y no docente de la Corporación que preste sus servicios en los establecimientos educacionales de su dependencia, estará sujeto a lo señalado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y en la ley N° 19.464.
Artículo 24.- El patrimonio de cada Corporación de Educación Pública estará formado por:
a) Las subvenciones educacionales que perciba, en conformidad a la ley, por los establecimientos que administre;
b) Una contribución anual de cargo fiscal, que se incluirá en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, y cuyo monto será el que corresponde de conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del presente artículo, para la gestión de la Corporación.
c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales les transfieran.
d) Los recursos que reciba por concepto de la celebración de convenios con el Servicio Nacional de Educación.
e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran a cualquier título.
f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que le pertenezcan.
g) Las donaciones y asignaciones gratuitas que reciba por cualquier causa.
h) Los aportes que reciban de las respectivas Municipalidades.
i) Todo otro ingreso, a cualquier título, que fijen leyes especiales. 
La contribución anual a que se refiere la letra b) del inciso anterior será de 1,2 Unidades Tributarias Mensuales por alumno matriculado, la que será pagada en el mes de enero de cada año en su equivalente en pesos conforme al valor de la Unidad Tributaria Mensual de dicho mes. Para efectos de lo señalado anteriormente, se tomará en consideración el promedio mensual de la matrícula del año escolar anterior.
Artículo 25.- Las donaciones que se le hagan a una Corporación de Educación Pública, no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de toda clase de impuesto, gravamen o pago que les afecten.
Las herencias deberán ser aceptadas con beneficio de inventario. Las asignaciones testamentarias que acepte estarán exentas de toda clase de impuesto, gravamen o pago que les afecten.

Título III
Del Servicio Nacional de Educación

Artículo 26.- Créase el Servicio Nacional de Educación, en adelante el “Servicio”, como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.
El Servicio estará afecto al sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de sus direcciones regionales y provinciales.
Artículo 27.- El objeto del Servicio será prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos, de acuerdo con las funciones y atribuciones que le confiere la presente ley y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley.
En el cumplimiento de su objeto, el Servicio deberá ceñirse a las políticas diseñadas por el Ministerio de Educación.
Artículo 28.- Serán funciones del Servicio:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los sostenedores públicos para el cumplimiento de lo establecido en el artículo 8° de la presente ley, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los sostenedores que reciben subvención o aportes del Estado.
c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto de los sostenedores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.
d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional. 
Artículo 29.- Para el cumplimiento de sus funciones, el Servicio tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Celebrar convenios con los sostenedores públicos, destinados a mejorar la calidad de la educación que se imparte en sus establecimientos.
b) Diseñar instrumentos y ejecutar, por sí o a través de terceros, programas de apoyo educativo para los sostenedores públicos. 
c) Diseñar instrumentos e implementar programas educativos, de acuerdo a las normas y políticas definidas por el Ministerio de Educación, que tengan incidencia sobre los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado. Igualmente, implementar los programas de apoyo educativo que corresponda de conformidad a la ley, respecto de los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado y sus establecimientos.
d) Crear y administrar el Registro de Instituciones de Asistencia Técnica Externas.
e) Identificar y difundir las mejores prácticas en materias técnico pedagógicas y administrativo financieras entre los sostenedores. 
f) Crear y administrar los registros y bases de datos que sean necesarios para ejercer sus funciones, así como también elaborar, por sí o a través de terceros, estudios en materias de su competencia.
g) Celebrar convenios con organismos públicos y privados relativos a materias de su competencia.
Artículo 30.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, en adelante “el Director”, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo. El Director será un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

Corresponderá especialmente al Director:
a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.
b) Dictar las normas internas necesarias para el buen funcionamiento del Servicio.
c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.
d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.
e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.
f) Contratar las labores operativas de asesoría técnico-pedagógica a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.
g) Celebrar convenios con los sostenedores públicos respecto del desempeño y calidad del servicio educativo.
h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio.
i) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos. 
Artículo 31.- El Director, con sujeción a la planta de personal y dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.
El personal a contrata del Servicio podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata del Servicio.
Artículo 32.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.
Artículo 33.- El patrimonio del Servicio estará constituido por:
a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;
b) Los recursos otorgados por leyes especiales;
c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;
d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;
e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;
f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y
g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.
El Servicio estará sujeto a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.
TÍTULO IV

DISPOSICIÓN FINAL
Artículo 34.- Modifícase el artículo 65, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,del Ministerio de Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:
1) Sustitúyase en la letra o), la expresión “, y”, por un punto y coma (“;”).
2) Reemplázase, en la letra p), el punto aparte (“.”), por la expresión “, y”.
3) Agrégase, a continuación de la letra p) de su inciso primero, el siguiente literal:
“q) Iniciar el procedimiento de creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Las municipalidades, dentro de los 5 años siguientes la fecha de publicación del reglamento de la presente ley, podrán iniciar el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública que regula el Título II de la presente ley. Transcurrido el plazo señalado estarán obligadas a iniciarlo. 
Un reglamento expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma de los Ministros del Interior y de Hacienda, regulará el procedimiento a través del cual las municipalidades solicitarán la autorización al Ministerio del Interior para crear las respectivas Corporaciones. Asimismo, regulará los criterios para otorgarla y las formas para comprobar su cumplimiento, por parte del Ministerio de Educación. Para obtener esta autorización, determinará que los bienes muebles e inmuebles, de propiedad municipal, destinados a fines educacionales, serán entregados por los municipios a la Corporación respectiva, a título de comodato por el plazo de 99 años.
Las Corporaciones de Educación Pública serán creadas mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por el Ministerio del Interior, y suscrito además por los Ministros de Educación y de Hacienda, de conformidad con lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorio de la presente ley, en su caso.
Artículo segundo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde el 1° de enero de 2011, 1° de enero de 2012, 1° de enero de 2013, 1° de enero de 2014 y 1° de enero de 2015, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Interior, que deberán ser suscritos además por los Ministros de Educación y de Hacienda, disponga lo siguiente:
1) Autorizar la creación, a solicitud de las respectivas municipalidades, de un máximo de 70 Corporaciones Locales de Educación Pública en cada oportunidad de conformidad a lo dispuesto en la presente ley.
2) Establecer las condiciones que se requieran para incorporar a la Corporación el personal que le sea necesario y que a la fecha de su creación desempeñe funciones relacionadas con educación. 
3) Fijar las normas necesarias para la puesta en marcha de las Corporaciones Locales de Educación Pública.
Artículo tercero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde el 1° de enero de 2016, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Interior, que deberán ser suscritos además por los Ministros de Educación y de Hacienda, disponga lo siguiente:
1) Autorizar la creación de todas las demás Corporaciones que no se hayan creado dentro del plazo a que hace referencia el inciso segundo del artículo primero transitorio.
2) Establecer las condiciones que se requieran para incorporar a la Corporación el personal que le sea necesario y que a la fecha de su creación desempeñe funciones relacionadas con la educación. 
3) Fijar las normas necesarias para la puesta en marcha de las Corporaciones Locales de Educación Pública.
Artículo cuarto transitorio.- Las Corporaciones que se creen en virtud de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorio, entrarán en vigencia a contar del 1° de enero del año siguiente al de la publicación en el Diario Oficial, del decreto con fuerza de ley que dispone su creación. 
Artículo quinto transitorio.- El Presidente de la República, dentro del plazo máximo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley dictará, a través del Ministerio de Educación, el o los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los que deberán ser suscritos además por el Ministro de Hacienda y, cuando corresponda, por el Ministro del Interior.
Artículo sexto transitorio.- Las disposiciones del Título segundo de la presente ley no se aplicarán a las municipalidades que, durante el plazo a que hace alusión el artículo primero transitorio no inicien el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública, sin perjuicio de ser consideradas como sostenedores públicos para efectos de lo dispuesto en los Títulos I y III de la presente ley.
Artículo séptimo transitorio.- En tanto no rija un cambio de estructura curricular vigente a la fecha de publicación de la presente ley, los establecimientos públicos de enseñanza media que se refiere la letra b) del artículo 9 de la presente ley, podrán realizar procedimientos de selección basada sólo en el desempeño académico de los alumnos desde 7° año de educación básica.
Artículo octavo transitorio.- El traspaso de los profesionales de la educación y de los asistentes de la educación a las respectivas Corporaciones será sin solución de continuidad y no significará, en ningún caso, un cambio en el régimen jurídico de aquéllos, que continuará siendo regulado por las normas que establece el decreto con fuerza de ley N° 1 de 1996, del Ministerio de Educación y la ley N° 19.464.
Artículo noveno transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones Regionales y/o las Direcciones Provinciales, según corresponda, del Servicio Nacional de Educación definiendo sus potestades, funciones y el ámbito territorial que abarcará cada una de ellas.
Artículo décimo transitorio.- En las materias de su competencia, el Servicio Nacional de Educación se constituirá para todos los efectos en el sucesor legal de los Departamentos Provinciales de Educación, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Servicio Nacional de Educación, exceptuando aquellas materias que corresponden a la Unidad de Subvenciones a que se refiere la Partida 09 del Ministerio de Educación en su Programa 09.01.21 “Gestión de Subvención a Establecimientos Educacionales” regulada en la ley N° 20.314, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo décimo noveno transitorio. 
Artículo décimo primero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal del Servicio Nacional de Educación. 
En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta así como los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año. 
Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.
Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique y el inicio de funciones del Servicio Nacional de Educación.
Artículo décimo segundo transitorio.- La planta de personal del Servicio Nacional de Educación será provista mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Los cargos que no se provean de conformidad al procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.
Conforme lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece por el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso anterior, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.
La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Director Nacional, los factores, subfactores, competencias y/o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.
El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:
a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.
b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o escalafones del Servicio Nacional de Educación sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas en la convocatoria.
c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.
d) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de planta, si quedaran vacantes se procederá con los funcionarios a contrata. De subsistir la igualdad se procederá conforme al resultado de la última calificación obtenida en la institución de origen. Por último, de mantenerse la igualdad se pronunciará el Director Nacional.
e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior si así éste lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo N° 69 de 2004, del Ministerio de Hacienda.
Artículo décimo tercero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios en virtud de la creación del Servicio Nacional de Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.
Artículo décimo cuarto transitorio.- Los traspasos de personal no podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
Artículo décimo quinto transitorio.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán al Servicio Nacional de Educación. El Director Nacional, requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el sólo mérito del decreto supremo antes mencionado.
Artículo décimo sexto transitorio.- Los recursos para los efectos de la implementación del Servicio Nacional de Educación, serán provistos a partir de los presupuestos vigentes de los programas de la partida 09, capítulo 01 de la Ley de Presupuestos del Sector Público. No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado con cargo al ítem 50-01-03 24-03-104, de la Partida Tesoro Público.
Artículo décimo séptimo transitorio.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Director Nacional del Servicio Nacional de Educación, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.
Artículo décimo octavo transitorio.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional de Educación, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo décimo transitorio y aquéllos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley al Servicio Nacional de Educación.
Artículo décimo noveno transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización del Ministerio de Educación con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven.
Artículo vigésimo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar todos los cuerpos legales que sean pertinentes con el objeto de adecuarlos a las normas de la presente ley.”.

- - - 

Acordado en las sesiones celebradas los días 6, 11 y 13 de enero de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Ricardo Núñez Muñoz y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Hosain Sabag Castillo).

Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2010.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario Accidental
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MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA NORMAS SOBRE TRABAJO A TIEMPO PARCIAL

(6824-13)

Honorable Senado:

El fomento del trabajo a tiempo parcial permite que trabajadores que se ven impedidos de trabajar a tiempo completo puedan hacerlo. Este es el caso de los jóvenes que estudian! y que buscan compatibilizar su formación con el trabajo, de las personas con alguna discapacidad, de los adultos mayores y sobre todo de algunos trabajadores con responsabilidad familiar, situación en la que se encuentran mayoritariamente las mujeres con hijos y los hombres que tienen a su cuidado a los menores.
El trabajo a tiempo parcial es una eficaz herramienta para reorganizar las estructuras productivas de las empresas y a su vez alcanzar mayores grados de adaptabilidad en la jornada de trabajo, dentro de los límites semanales que impone la normativa laboral. Tiene como objetivo de satisfacer los intereses productivos de las empresas y los derechos de los trabajadores, como la revalorización del tiempo libre de los trabajadores, la vida familiar, la actividad cultural, deportiva y educativa.
Sin perjuicio de lo anterior, a falta una real política de difusión y promoción como se ha hecho por ejemplo en Holanda y Alemania, la aplicación de la institución del trabajo a tiempo parcial es del todo insuficiente en nuestro mercado laboral. Del mismo modo, una política de difusión que debe ir acompañada de incentivos, como por ejemplo subsidio al transporte público para los colectivos que se quiere beneficiar y de subsidio estatal para la sala cuna y jardín infantil.
Una adecuada política de promoción del trabajo a tiempo parcial puede ser determinante para colectivos muy importantes como son los jóvenes que buscan insertarse por primera vez en la vida laboral y de los trabajadores con responsabilidad familiar, especialmente mujeres quienes diariamente se ven
a materiales y a prácticas discriminatorias que les impiden acceder a puestos de trabajo de jornada completa.

Para estos grupos el trabajo a tiempo parcial puede ser una alternativa potente durante ciertos ciclos de su trayectoria laboral, con el fin de la o salir de la precariedad de los empleos informales y acceder así a empleos formales y protegidos socialmente, en aras de un crecimiento económico equitativo y solidario. Así, el trabajo a tiempo parcial puede ser una eficaz política pública para combatir la informalidad laboral y los trabajos precarios.

Los factores que determinan un escenario de cambio del modelo tradicional de las relaciones de trabajo, son la revolución por el desarrollo de la informática, el cambio en las habilidades requeridas para enfrentar relaciones laborales cruzadas por las nueva tecnologías, el surgimiento del teletrabajo o trabajo fuera del establecimiento de la empresa, un mayor movimiento rotatorio del trabajo, de subordinado a autónomo y viceversa, la intermediación laboral y la tercerización del trabajo. También fenómenos del trabajo humano, el paso de sistemas de remuneraciones fijas a remuneraciones variables o remuneraciones por rendimiento. Son cambios en el mercado del trabajo, a los que hay que adaptar la normativa laborar protegiendo y promoviendo el trabajo decente.
El rol del derecho es reconocer jurídicamente las contrataciones atípicas surgidas de este nuevo escenario, creando mecanismos de protección social universal y mecanismos de capacitación y reinserción laboral de los trabajadores que les permita ser sujetos activos de sus trayectorias laborales en un mundo compelido por la sociedad del conocimiento.
En los países que ha tenido mayor desarrollo el trabajo a tiempo parcial se ha caracterizado por una forma mayoritariamente de ocupación femenina. Cabe destacar a los países europeos como Holanda donde el año 2000 el 70,5% de las mujeres económicamente activas tenían un contrato de trabajo a tiempo parcial, en circunstancias que un 19,2% de los hombre tenía contrato de jornada parcial. En el mismo año, en gran Bretaña el 44,6 % de las trabajadoras estaba ocupada tiempo parcial, en Dinamarca el 34, 1, en Francia el 31%, en Austria el 32,2%, en Irlanda el 30,1, en Suecia el 36% y en Alemania el 37,9.
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) reconoce y promueve el trabajo a tiempo parcial, en el convenio N° 175 de 1994 así como en la recomendación N° 182 del mismo año. La OIT señala y valora la importancia de contar con un empleo productivo y libremente elegido y la importancia del trabajo a tiempo parcial como una manera de abrir nuevas posibilidades de empleo.
En la directiva de la Unión Europea sobre trabajo a tiempo parcial fomenta el trabajo a tiempo parcial como mecanismo para preparar la jubilación, compaginar la vida profesional y laboral, garantizar la supresión de discriminación contra los trabajadores a tiempo parcial y mejorar la calidad del trabajo a tiempo parcial.
Principales contenidos del proyecto
El proyecto de ley que se presenta modifica el artículo 40 bis A, permitiendo que las jornada diaria sea continua o discontinua con un máximo de 10 horas diarias e interrupción para colación con un límite de media hora a una hora. En los hechos permite el trabajo a tiempo parcial con jornadas continuas o discontinuas, modalidad que existe en el derecho comparado.
Además el proyecto de modifica el artículo 40 bis C permitiendo al empleador que con una antelación mínima de un día y no de una la alternativa de distribución de jornada pactadas. Se autoriza en los hechos una aplicación práctica mucho más eficaz de los contratos a jornada parcial con diferentes sistemas de distribución de jornada.
Por último, se incorpora un nuevo artículo 40 bis E que permite el contrato de jornada parcial de llamada por hora en que se aplican las normas del presente párrafo y las del contrato a jornada completa en lo no regulado en dicho artículo. En los hechos se autoriza el contrato de llamada por hora en nuestra legislación con la protección de la legislación laboral, lo que existe en el derecho comparado.
De acuerdo a los fundamentos señalados, vengo en presentar el siguiente,
Proyecto de Ley
Artículo único: "Modifíquese el Código del Trabajo en el siguiente sentido:
Sustitúyase el artículo 40 bis A por el siguiente: "En los contratos a tiempo parcial se permitirá el pacto de horas extraordinarias.
La base de cálculo para el pago de dichas horas extraordinarias, no podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual que determina la ley, calculado proporcionalmente a la cantidad de horas pactadas como jornada ordinaria.
La jornada ordinaria diaria deberá ser continua o discontinua y no podrá exceder de las 10 horas, pudiendo interrumpirse por un lapso no inferior a media hora ni superior a una hora para la colación."
Sustitúyase el artículo 40 bis C por el siguiente: "Las partes podrán pactar alternativas de distribución de jornada. En este caso, el empleador, con una antelación mínima de un día, estará facultado para determinar entre una de las alternativas pactadas, la que regirá en la semana o período superior siguiente."
Iincorpórese el siguiente artículo 40 bis E nuevo: "Las partes podrán celebrar contratos de llamada por hora, la que no podrá ser inferior a tres horas diarias y se le aplicarán las disposiciones del presente párrafo y las de este código que rigen para los trabajadores a tiempo completo en lo no regulado en este artículo."
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- 
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